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Resumen y Abstract V 
 
Resumen 
 
El mínimo vital de agua potable para personas en estado de debilidad manifiesta es 
protegido en la jurisprudencia constitucional colombiana, tanto local como nacional. La 
Corte Constitucional ha construido una línea jurisprudencial sólida del derecho al agua 
respecto a la suspensión del servicio de acueducto por falta de pago y ha definido las 
condiciones para que las empresas se abstengan de suspender el servicio, así como la 
cantidad mínima necesaria para la subsistencia; el cumplimiento de estas sentencias se 
ha limitado a las órdenes que benefician a la empresa prestadora del servicio como es la 
de realizar acuerdo de pago para acceder al agua. Por su parte, la implementación del 
mínimo vital de agua potable gratuito en Colombia ha estado marcada por la focalización, 
y por requisitos que solo favorecen las leyes de mercado como es el acuerdo de pago, 
exceptuando a Bogotá que desde la perspectiva de derechos humanos propone respetar 
el mínimo vital de agua a todos los estratos ante el no pago del servicio. 
 
Palabras clave: Derecho al agua, mínimo vital de agua, acción de tutela, 
jurisprudencia 
 
Abstract 
 
The minimum living drinking water for people in a state of manifest weakness is protected 
on both locally and nationally Colombian constitutional jurisprudence. The Constitutional 
Court has built a solid line of cases regarding the right to water to the suspension of water 
service for nonpayment and defined the conditions for companies to refrain from 
suspending the service as well as the minimum amount necessary for subsistence; 
compliance with these rulings is limited to orders that benefit the company providing the 
service as it is to make payment arrangement for access to water. Meanwhile, the 
implementation of the minimum living free drinking water in Colombia has been marked 
by targeting, and requirements that only benefit the market laws as the payment 
agreement, except to Bogota from the perspective of human rights proposed respect the 
minimum of water vital to all strata to the nonpayment of the service. 
 
Keywords: minimum living water, jurisprudential line, environment and right to 
water
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 Introducción 
Existe un consenso mundial que plantea que estamos ante una crisis del agua, pero hay 
diversas posiciones sobre su naturaleza, expertos en hidrología han diagnosticado el 
problema de manera diferente, para algunos se trata de un problema de escasez, la 
Organización Mundial de la Salud afirma que el problema tiene que ver con la falta de 
acceso y hay quienes consideran que la crisis del agua se debe a la degradación 
sistémica de los ecosistemas acuáticos continentales1.  
 
La crisis social por la falta de acceso y suministro de agua potable que sufren  grandes 
sectores de la población mundial es generada principalmente por la degradación 
sistemática y generalizada de los sistemas acuáticos continentales, para el año 2025 
podrían ser 4.000 millones de personas las afectadas, además comunidades con 
tradiciones de producción agrícola y pecuaria basadas en los ciclos fluviales, hoy 
enfrentan el hambre.2 
 
La crisis actual del agua, evidenciada en la degradación ambiental y la falta de acceso al 
agua potable se ve agravada por la prevalencia del modelo económico capitalista que ha 
hecho de los recursos naturales: una mercancía. 
 
“En este contexto crítico, el modelo de globalización en curso, alejado de los más 
elementales principios éticos, viene agravando estos problemas. Lejos de  frenar la 
degradación ecológica, está acelerando la depredación de recursos hídricos y la quiebra 
del ciclo  hídrico en los continentes. Lejos de reducir los gradientes de riqueza y 
garantizar a los más pobres derechos fundamentales, como el acceso al agua potable, se 
abre el campo de los recursos y valores ambientales al mercado como espacio de 
negocio.”3.  
 
En este contexto el problema que aquí se plantea se inserta en la crisis por la falta de 
acceso y suministro de agua potable para la población colombiana, que si bien tiene 
causas ambientales, también ha generado una lucha social y jurídica para lograr su 
                                               
 
1
 GUTIÉRREZ, Rodrigo. El derecho al agua y su relación con el medio ambiente. En: Instituto de 
Investigaciones Jurídicas UNAM. 2007. p.123-143. 
2
 ARROJO, Pedro. Tipología y raíces de los conflictos por el agua en el mundo. En: DELCLÒS, 
Jaume. Agua, un derecho y no una mercancía. Barcelona: Icaria, 2009. p. 9-34. 
3
 Ibíd. p. 9 
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eficacia como el Referendo por el derecho fundamental al agua y la interposición de 
acciones de tutela para su defensa. Tal como lo considera Arrojo4, la crisis actual del 
agua se manifiesta en una crisis de sostenibilidad ambiental generada por la 
contaminación y degradación ecológica; y en una crisis de gobernabilidad “con un fuerte 
movimiento en defensa de derechos humanos y de ciudadanía, frente a la privatización 
de los servicios básicos de agua y saneamiento.” 
 
Desde una disciplina como el derecho se propone estudiar la jurisprudencia emitida por 
la Corte Constitucional de Colombia para resolver acciones de tutela presentadas ante la 
suspensión arbitraria del servicio de acueducto por falta de pago a personas 
especialmente protegidas por la Constitución Política, en estas sentencias de tutela la 
Corte Constitucional ha orientado sus argumentos desde el derecho al mínimo vital de 
agua, que solo es aplicable a personas especialmente protegidas lo que deja por fuera a 
la gran mayoría de los llamados desconectados. 
 
El derecho al mínimo vital de agua alberga contradicciones que surgen, como lo plantean 
García y Saffon5, cuando el derecho es utilizado para perpetuar las relaciones de 
dominación, aunque la Corte Constitucional en aras de proteger el derecho humano al 
agua ordena a las empresas prestadoras de servicios públicos abstenerse de suspender 
el agua totalmente (incluso ante el incumplimiento repetitivo del pago); al mismo tiempo 
reconoce el mandato legal de onerosidad del servicio en defensa del derecho privado e 
impone como condición a los usuarios realizar un acuerdo de pago con la empresa para 
la reconexión del servicio. 
 
Los ‘acuerdos de pago’6  resultan siendo el mecanismo de cobro solapado en las 
decisiones judiciales que favorece a la empresa, materializándose así una lectura 
economicista que pretende resolver los conflictos con relación a las leyes del mercado7; 
                                               
 
4
 Ibíd. p. 9 
5
  GARCÍA, Mauricio y SAFFON María Paula. Crítica Jurídica Comparada. Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia. Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Instituto Unidad de 
Investigaciones Jurídico-Sociales Gerardo Molina (UNIJUS). 2011. p. 240. 
6
 La Resolución 151 de 2001 de la Comisión Reguladora de Agua Potable y Saneamiento Básico 
define: “Acuerdos de pago: Cuando como consecuencia de la mora en el pago por parte del 
usuario de los servicios sea necesario establecer acuerdos de pago, prevalecerán las condiciones 
que otorgue la persona prestadora concedente del convenio de facturación conjunta al usuario 
moroso... Cada persona prestadora definirá en su acuerdo de pago las garantías que según la ley 
considere pertinentes para asegurar el recaudo de la cartera morosa.” Son acuerdos regidos por 
la autonomía de la voluntad de las partes, no hacen parte del contrato de condiciones uniformes y 
está dirigido a la recuperación de la cartera morosa de las empresas prestadoras de servicios 
públicos domiciliarios. La Corte Constitucional ha definido un precedente jurisprudencial según el 
cual las condiciones del acuerdo de pago deben respetar el derecho al mínimo vital. 
7
 DUEÑAS, Oscar. Interpretación constitucional (hermenéutica de primer nivel). En: CORTÉS 
Johanna del Pilar. et al. Itinerario de la jurisprudencia colombiana de control constitucional como 
mecanismo de protección de Derechos Humanos. Bogotá D. C.: Universidad del Rosario. 2009. 
pp. 117-140. 
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toda vez que en la realidad social de los accionantes de las tutelas, el acuerdo de pago 
representa el componente de las tutelas que mayor cumplimiento tiene.  
 
Se identificaron aproximadamente 40 sentencias de tutela de la Corte Constitucional 
sobre falta de acceso y/o suministro de agua para consumo humano, de estas se pudo 
escoger una vertiente de los varios problemas jurídicos relacionados con el derecho al 
agua: la suspensión del servicio de acueducto por falta de pago, sobre este tema 
específico se identificaron 16 sentencias, resaltando los antecedentes de la decisión, la 
decisión misma y los argumentos que la sustentan con el fin de hallar la ratio decidendi8 
de los fallos.  
 
Se realizó el esquema metodológico propuesto por Diego López9 para construir una línea 
jurisprudencial, es decir, se identificó una sentencia arquidémica que fundamentó el 
proceso de ingeniería reversa con el fin de identificar un nicho citacional. Así como 
también se siguió al mismo autor10 en su propósito de estandarizar la citación de 
jurisprudencia, según el cual el primer componente es identificar con precisión y 
economía la corte que emite el fallo, para el caso de la Corte Constitucional se utiliza la 
sigla -CConst-, el segundo componente es la letra que identifica la sentencia C 
(Constitucionalidad), SU (Sentencia de Unificación) o T (Tutela) seguida del número de la 
sentencia y el año, por último se identifica el magistrado con la inicial de su nombre de 
pila y el primer apellido, así por ejemplo: CConst, C-449/1992, A. Martínez. 
 
El método de análisis utilizado fue el inductivo, siguiendo a Oscar Dueñas11 con la 
hermenéutica de segundo nivel, desde una lectura humanista, que no pone al hombre y 
sus derechos al servicio de la economía pero que no es ingenuo ante las lecturas 
economicistas que pretenden resolver los conflictos con relación a las leyes del mercado, 
como se evidencia en esta tesis con los “acuerdos de pago”. 
 
Del referido análisis se concluyó que si bien el mínimo vital de agua ha sido la solución 
que finalmente la Corte Constitucional ha reiterado para esta problemática, es con el 
cumplimiento de las decisiones jurisprudenciales que se aporta a la eficacia del derecho 
al agua. De ahí que se indagara también por el cumplimiento de nueve sentencias de las 
                                               
 
8
 “la ratio dedicendi es la formulación general, más allá de las particularidades irrelevantes del 
caso, del principio, regla o razón general que constituyen la base de la decisión judicial específica. 
Es, si se quiere, el fundamento normativo directo de la parte resolutiva. En cambio constituye un 
mero dictum, toda aquella reflexión adelantada por el juez al motivar su fallo, pero que no es 
necesaria a la decisión, por lo cual son opiniones más o menos incidentales en la argumentación 
del funcionario.” (CConst, SU-047/1999, C. Gaviria y A. Martínez) 
9
 LOPEZ, Diego. El derecho de los jueces. 2 ed. Colombia: Legis, 2006. p. 219. 
10
 LOPEZ, Diego. Las fuentes del argumento. Colombia: Legis, 2009. p. 93. 
11
 DUEÑAS. Op cit., p. 117-140. 
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16 analizadas, que decidían hechos ocurridos en Antioquia. Los accionantes12 fueron 
localizados y visitados con el fin de identificar algunos aspectos del cumplimiento de la 
orden judicial y conocer el proceder de la empresa y de ellos mismos después del fallo de 
tutela. 
 
Además de verificar el cumplimiento de las nueve sentencias promulgadas en Antioquia y 
el aporte que hace el precedente jurisprudencial en la representatividad social y eficacia 
del mínimo vital de agua potable, se revisan las Políticas Públicas, Acuerdos y Decretos 
promulgados en Colombia sobre el tema, que han sido la forma de materializar el acceso 
a una cantidad de agua gratuita a parte de la población y también imponen el acuerdo de 
pago como condición para acceder al derecho. 
 
La investigación se presenta en cuatro capítulos, en el primero se presenta la 
fundamentación del derecho al agua desde un enfoque ecológico, los resultados de una 
investigación previa que permitió plantear otras preguntas para dar continuidad al tema y 
un contexto de la jurisprudencia sobre el tema en algunos países de América Latina. En 
el segundo se analiza la jurisprudencia de la Corte Constitucional del mínimo vital de 
agua potable, bajo el entendido que la jurisprudencia constitucional sobre el derecho al 
agua es la materialización de la aplicación de este derecho logrando así su eficacia 
formal. En el tercer capítulo se analiza el cumplimiento real de las decisiones judiciales 
analizadas que ocurren en Antioquia. Y en el cuarto, se presentan las Políticas Públicas, 
Acuerdos y Decretos que han implementado el mínimo vital de agua en Colombia. 
                                               
 
12
 Leonor Helena Medina Torres (Corte Constitucional [CConst], T-717/2010, M. Calle); Sandra 
Mildrey Bermúdez (CConst, T-928/2011, L. Vargas); Maria Ruth Villa (CConst, T-725/2011, N. 
Pinilla); Gustavo Osorio Vélez (CConst, T-925/2012, A. Estrada); Tulia Londoño Holguín (CConst, 
T-242/2013, L. Vargas); Sonia Patricia Navia (CConst, T-752/2011, J. Palacio); Alberto de Jesús 
Quintero (CConst, T-749/2012, M. Calle); Sergio Estrada Martínez (CConst, T-864/2013, A. 
Rojas); María Isabel Ortiz (CConst, T-740/2011, H. Sierra). 
  
 
1. Fundamentos y antecedentes de 
la investigación 
El agua es esencial para todo ser vivo, como elemento fundamental de la vida, es 
necesaria además para la alimentación, hidratación y limpieza; somos, en consecuencia, 
seres de agua. Este precepto social entra en tensión con el manejo y uso habitual e 
insostenible que hacemos del vital líquido en el aspecto ambiental, doméstico, productivo 
o industrial.  
 
Dicha tensión se puede explicar desde la escisión hombre/naturaleza, esta dualidad 
como fundamento de la modernidad ha implicado una relación de dominio de la sociedad 
(sujeto) sobre la naturaleza (objeto)13, en palabras de Vandana Shiva: “la naturaleza ha 
sido claramente despojada de su poder generador; se ha convertido en un depósito de 
materias primas que esperan su transformación en insumos para la producción de 
mercancías”14, esto ha repercutido “en el hecho de despojar a la “naturaleza” de todo 
derecho”15, en considerarla objeto de apropiación, enajenación y usufructo. 
 
Vandana Shiva16 manifiesta que la destrucción de “la santidad de la naturaleza”, de su 
poder regenerador, se dio al mismo tiempo que el proceso de destrucción de la 
naturaleza como espacio común de libre acceso y de responsabilidad de todos, para dar 
paso a la concepción de recursos naturales como fuente de materias primas para la 
industria. La destrucción de los ámbitos de comunidad17 conllevó el reemplazo de los 
derechos consuetudinarios por las leyes de la propiedad privada18.  
                                               
 
13
 GONZAGA, Javier y NOGUERA, Patricia. Ambientalizar el derecho en el contexto de un 
pensamiento logocéntrico. En: Jurídicas. Julio-diciembre, 2008, vol.5 no. 2. p. 27 – 44. {En línea}. 
{10 marzo de 2011} disponible en: (http://200.21.104.25/juridicas/downloads/Juridicas5(2)_3.pdf) 
14
 SHIVA, Vandana. Recursos. En: W. SACHS (editor), Diccionario del desarrollo. Una guía del 
conocimiento como poder. Perú. PRATEC. 1996. 399 pp. {En línea}. {10 marzo de 2011} 
disponible en: (http://www.uv.mx/mie/files/2012/10/SESION-6-Sachs-Diccionario-Del-
Desarrollo.pdf) 
15
 GONZAGA y NOGUERA. Op. cit. p. 33. 
16
 SHIVA, Op. cit. p. 325. 
17
 Vandana Shiva explica el proceso histórico de destrucción y apropiación de la naturaleza, 
respecto a la privatización de los ámbitos de comunidad lo analiza desde la cuestión agraria 
central de los 1630s y 1640s y de la Revolución Inglesa donde los señores de la gleba entraron en 
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Ahora, en el siglo XXI, desde una perspectiva emancipatoria, se propone retomar el 
derecho consuetudinario y considerar la naturaleza como un ámbito de comunidad de 
libre acceso y responsabilidad de todos, esto no solo implica un cambio del principio de la 
propiedad privada respecto a la naturaleza sino que la idea de un titular global, crea una 
nueva espacialidad jurídica global y rompe con las premisas básicas del Estado-nación y 
del derecho internacional tradicional19. 
 
Boaventura de Sousa Santos lo explica así:  
Tal como lo concibo aquí, el ius humanitatis expresa la aspiración a una forma de 
gobierno de los recursos naturales o culturales que, dada la extrema importancia de 
estos para la sostenibilidad y la calidad de la vida sobre la tierra deben considerarse 
como propiedad global y manejarse en beneficio de la humanidad como un todo, tanto 
presente como futura. En este sentido, el ius humanitatis choca contra dos principios 
fundamentales del paradigma dominante: la propiedad, sobre la cual está basada el 
sistema mundo capitalista, y la soberanía, sobre la cual está basada el sistema 
interestatal. No sorprende, entonces, que su aplicación haya sido tan reducida hasta 
ahora
20
. 
 
Santos21 analiza el ius humanitatis a la luz de los principios que subyacen el derecho 
moderno: el principio del Estado, el principio del mercado y el principio de la comunidad, 
así considera que el principio del mercado ha restringido el patrimonio común de la 
humanidad (ejemplo, derecho de explotación minera en la luna y comercialización del 
espacio exterior), el principio del Estado prevalece con formulaciones de pretensiones 
territoriales (ejemplo militarización del espacio exterior y regulación de su uso comercial), 
y sobre el principio de comunidad considera curioso que éste provea un espacio en el 
lenguaje para un derecho que apunta a la transición paradigmática cuando este principio 
es una representación inacabada de la modernidad, por eso considera que puede ocultar 
una retórica que permita sobre vivir al principio del mercado y al principio del Estado, 
aunque esta ocultación es importante porque revela la incapacidad del derecho moderno 
de nombrar temas como “humanidad”, “sostenibilidad global” y “trasnmisión a 
generaciones futuras”, propone desde una perspectiva emancipadora denunciar dicha 
ocultación. 
 
                                                                                                                                              
 
disputa con el campesinado por los derechos comunes que éstos tenían de los productos del 
bosque, pero que interfería a los intereses de aquellos “señores” de explotar, rentar la tierra y 
encerrar los ámbitos de comunidad. 
18
 Vandana Shiva comenta: “Es interesante que la raíz latina de la palabra 'privado', significa 
'quitar'.” 
19
 SANTOS, Boaventura de Sousa. Sociología jurídica crítica. Para un nuevo sentido común en el 
derecho. ILSA. Bogotá. 2009. 581 p. 
20
 Ibid. p. 381. 
21
 Ibid. p. 391-392. 
Capítulo 1 7 
 
En un sentido similar Vandana Shiva en el libro Las guerras del agua. Privatización, 
contaminación y lucro titula el capítulo 1. “Derechos sobre el agua: El Estado, el mercado 
y la comunidad”, allí reflexiona que: “Los defensores del libre comercio del agua 
consideran los derechos de propiedad privada como la única alternativa para la tenencia 
estatal, y los mercado libres como los únicos sustitutos de la reglamentación de los 
recursos hídricos. Más que cualquier otro recurso, el agua debe seguir siendo un bien 
comunal cuyo manejo esté en manos de la comunidad.”22. 
 
Para Santiago Castro-Gómez, las luchas políticas ya no son la “toma del poder”, o la 
constitución de “identidad política” o la inclusión de las minorías, se trata de luchas por 
los bienes comunes “por la des-mercantilización de la vida cotidiana, y esto significa 
combatir la privatización de todo aquello que atañe a la reproducción de la vida biológica 
de la especie (el agua, el aire, los bosques, el alimento, etc.), pero también combatir la 
privatización de aquello que contribuye a la reproducción de la vida social o interactiva de 
la especie: el lenguaje, la información y el conocimiento.”23.  
 
Desde esta perspectiva emancipatoria y decolonial, el derecho puede hallar soluciones 
de los problemas modernos del agua (privatización, contaminación y lucro24) y 
específicamente frente a la garantía del mínimo vital en Colombia se puede comenzar a 
plantear un entendimiento del agua como bien común si se define que no se puede 
suspender el servicio de acueducto por falta de pago y garantizar una cantidad mínima 
del líquido ya no fundamentado en la condición de la persona en estado de debilidad 
manifiesta, sino en la capacidad de regeneración de las fuentes hídricas que requieren 
que hagamos un uso mínimo. 
 
 
1.1 Antecedentes 
 
A raíz de la importancia que posee el agua para la sociedad, ésta ha sido objeto de 
análisis e investigación a partir de diversas perspectivas, desde el Derecho, el estudio del 
                                               
 
22
 SHIVA, Vandana. Las guerras del agua. Privatización, contaminación y lucro. 2 ed. México. 
Siglo Veintiuno Editores. 2007. 163 p. 
23
 CASTRO-GÓMEZ, Santiago. La reforestación del mundo de la vida. Conversación sobre 
política, colonialidad y filosofía latinoamericana. Versión editada de la entrevista concedida al 
colectivo estudiantil PCS (“Pensamiento Crítico del Sur”) en la Universidad Javeriana el día 10 de 
enero de 2012. {En línea}. {10 mayo de 2014} disponible en: 
(http://www.arquitecturadelastransferencias.net/images/filosofia/La_reforestacion_del_mundo_de_l
a_vida-libre.pdf) 
24
 Como lo analiza Vandana Shiva en el libro Las guerras del agua. Privatización, contaminación y 
lucro 
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tema ha derivado en disímiles formas de aproximación académica; entre ellas la 
perspectiva de la dogmática constitucional que analiza la protección constitucional del 
acceso al agua para consumo humano, un interés que cada vez adquiere más fuerza 
dentro de las discusiones políticas nacionales desde los diferentes actores sociales, que 
buscan ejercer la democracia directa en una época coyuntural, en la que los derechos se 
convierten en mercancías.  
  
Entre agosto de 2007 y agosto de 2008 se presentaron ante los tribunales de Medellín 
doce acciones de tutela que pedían la protección del derecho al agua, con la asesoría de 
organizaciones sociales y no gubernamentales pertenecientes al Comité Departamental 
en Defensa del Agua y de la Vida de Antioquia.  
 
Durante este proceso se motivó en la comunidad la participación y exigibilidad de sus 
derechos y la necesidad de obtener argumentos judiciales sobre su garantía y aplicación. 
Además de lograrse tales objetivos, se contribuyó desde el ámbito académico al 
conocimiento de la discusión sobre la exigibilidad del derecho al agua y se visibilizó el 
conflicto por el uso domiciliario del agua en la ciudad de Medellín. Finalmente, se 
constató la procedencia de la acción de tutela para la protección del derecho al acceso y 
suministro de agua potable a través de redes físicas domiciliarias, pues de doce 
situaciones llevadas a los despachos judiciales, diez lograron la garantía y protección del 
derecho al agua. Sin embargo, es necesario para su eficacia que en el supuesto de 
hecho existan condiciones de debilidad manifiesta de los afectados25.  
 
Seis acciones de tutela, fueron interpuestas en el marco del proceso de movilización del 
Referendo del Agua por la Red de Organizaciones Comunitarias -ROC- entre septiembre 
del 2007 y junio de 2008, con ellas se pretendía la protección de los derechos 
fundamentales a la dignidad humana, acceso y suministro de agua potable y energía 
para el consumo doméstico, a la vida digna, integridad física, igualdad, libre desarrollo de 
la personalidad, educación, salud, vivienda adecuada, saneamiento ambiental, mínimo 
vital y la protección especial de los sujetos en estado de debilidad como niños, adultos 
mayores o madres cabeza de familia, según cada caso concretamente. Sobre estas 
acciones se profirieron diez decisiones judiciales entre fallos de primera y segunda 
instancia. Cinco de los casos fueron resueltos favorablemente, de éstos hay tres fallos de 
segunda instancia que confirmaron la decisión del juez de primera instancia. La primera 
acción interpuesta obtuvo un fallo negativo, aunque fue apelada, el fallo de segunda 
instancia confirmó el de primera. 
 
                                               
 
25
 RESTREPO, Elizabeth. La protección judicial del derecho humano al agua a través de la acción 
de tutela. Medellín, 2008, 87 p.  Trabajo de grado (Abogada). Universidad de Antioquia. Facultad 
de derecho y Ciencias Políticas. 
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En el año 2009 la autora realizó una investigación26 para determinar si los cinco fallos 
favorables fueron acatados o no por Empresas Públicas de Medellín ESP -EPM- y los 
accionantes, para ello se indagó por: cuántos días tardaron en realizar la reconexión; si 
han suspendido nuevamente los servicios públicos; si han realizado acuerdo de 
financiación; cuál fue la percepción de los accionantes respecto al proceso de tutela; 
cuáles son sus condiciones actuales en cuanto al acceso a los servicios públicos 
domiciliarios.  
 
Se trató pues, de evaluar la eficacia e indagar por la correlación o correspondencia entre 
lo jurídicamente dicho en las decisiones judiciales y la realidad social de los sujetos que 
intervienen en cada caso concreto, dicho en otras palabras, si se ha cumplido el objetivo 
de la sentencia.  
 
Para dar respuesta a los interrogantes planteados, fue necesario realizar primero un 
análisis integral de la jurisprudencia, segundo encuestar a cada grupo familiar 
beneficiado con las acciones interpuestas, con el fin de indagar cuál ha sido el proceder 
de la empresa y de ellos mismos después del fallo de tutela, y por último hacer una 
sistematización de la información que permita la visualización e individualización de las 
acciones interpuestas y sus efectos. 
 
Presentar los resultados de este proceso es pertinente porque evidencian la continuidad 
del análisis de la protección judicial del derecho al agua y las conclusiones27 permitieron 
plantear la hipótesis de la presente investigación respecto a la eficacia del mínimo vital 
de agua potable para materializar la protección de este derecho. Además la verificación 
del cumplimiento de cinco casos de tutela, permitió reforzar el discurso respecto a lo 
encontrado en la revisión del cumplimiento de los fallos de la Corte Constitucional en 
Medellín, toda vez que también revela los aspectos de la decisión que denotan eficacia, 
como la realización del acuerdo de pago y el incumplimiento de la empresa prestadora 
del servicio respecto a la garantía del mínimo vital, tanto en relación con la cantidad y 
continuidad del agua suministrada, como con el respeto de las condiciones de 
subsistencia para fijar la cuota de pago de la deuda que no afecte el mínimo vital.  
 
                                               
 
26
 Eficacia de las acciones de tutela interpuestas por la ROC para la protección del derecho 
fundamental al acceso a los servicios públicos domiciliarios de agua y energía. RED DE 
ORGANIZACIONES COMUNITARIAS -ROC-. 
27
 Se comprobó la procedibilidad de la acción de tutela para la protección del derecho al agua y el 
mínimo vital de personas especialmente protegidas por la Constitución Política. 
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1.1.1 Análisis integral de la jurisprudencia 
 Hechos  
La descripción de los hechos está basada en las condiciones sociales y económicas de 
cada familia, se identifican las circunstancias particulares físicas, psíquicas o económicas 
del accionante y sus representados, en el ítem 1.1.2. 
 
 Consideraciones  
Las razones de derecho más reiteradas estaban relacionadas con la definición del 
suministro de agua y energía como un servicio público, a través del cual el Estado busca 
la satisfacción de las necesidades de toda la colectividad, constituyéndose en uno de los 
medios que hacen posible el cumplimiento de sus fines, como son: servir a la comunidad, 
promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios y deberes 
consagrados en la Constitución Política, así como la de asegurar la convivencia pacífica 
y la vigencia de un orden justo. 
 
Otra parte de la argumentación se puede resumir de la siguiente manera: el agua y la 
energía son elementos básicos para ejercer el derecho a la salud, y para proporcionar un 
nivel adecuado de vida para todos los individuos del Estado Social de Derecho, 
garantizando así su subsistencia en condiciones dignas. Así mismo, las condiciones de 
debilidad manifiesta de los accionantes fundamentan las decisiones judiciales en estudio. 
 
 Decisiones 
Todas las decisiones favorables tutelaban los derechos invocados y la protección 
consistía en dos órdenes específicas: a Empresas Públicas de Medellín realizar la 
reconexión del servicio de agua en 48 horas o dos días, solo en el caso de Guillermina se 
ordenó la reconexión del servicio público de energía además del acueducto y realizar un 
acuerdo de pago sin que se afecte el mínimo vital del accionante. 
 
Los fallos de segunda instancia se caracterizaron por aclarar o confirmar las decisiones 
de primera instancia. Se observa que las aclaraciones versan sobre diferentes aspectos, 
por ejemplo, si bien se obliga a la accionada a efectuar la reconexión de los servicios 
públicos de agua y energía, la prestación de dichos servicios se realizará por parte de 
EPM en sus consumos mínimos, permitiendo de esta manera su uso adecuado y 
racional. Esta decisión puede relacionarse con la línea jurisprudencial que posteriormente 
ha abierto la Magistrada Maria Victoria Calle, sobre el cambio en la forma de prestar el 
servicio de acueducto que garantice un mínimo vital.  
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Las otras dos decisiones judiciales de segunda instancia están relacionadas con el 
acuerdo de pago que debe realizar el accionante, incluso en una de las decisiones se 
dispone que si no se celebra el acuerdo de pago la orden de protección cesará sus 
efectos; contrario a las demás donde no condicionan el acuerdo de pago para hacer la 
reconexión, sino que son dos órdenes diferentes. 
1.1.2 Cumplimiento de las decisiones 
Con el fin de verificar el cumplimiento de las decisiones referidas se visitó cada una de 
las familias, se realizaron preguntas abiertas sobre: ¿Después de que conoció el fallo, 
cuánto tiempo tardó EPM en realizar la reconexión y cuales servicios públicos se 
incluyeron en la reconexión? ¿Qué le ha expresado EPM después de la reconexión 
(financiación, advertencias)? ¿Le han suspendido nuevamente el servicio y por qué? ¿Ha 
realizado un plan de financiación después de que el fallo ordenó reconectar y cuáles 
fueron las condiciones de dicha financiación? ¿A cuáles servicios públicos domiciliarios 
tiene acceso actualmente? ¿Cuál ha sido su percepción sobre el proceso de tutela? 
 
No se considere adecuado observar los resultados de manera impersonal, cada situación 
tiene circunstancias específicas que se deben distinguir entre las diversas eventualidades 
que pueden surgir por el accionar de las partes, también es necesaria esta distinción por 
la importancia que representan las necesidades que afectan la vida digna de las 
personas, pues son estas condiciones las que dan sustento a la exigibilidad de derechos 
y por tanto constituyen la base del análisis jurídico planteado.  
 
 Guillermina Mesa Rojas  
La accionante es mujer con 97 años, vive sola, padece de sordera y quebrantos en la 
salud propios de la edad. Los ingresos económicos son $140.000 pesos trimestrales que 
recibe por ayuda del Sistema de Vejez del municipio de Medellín, cantidad insuficiente 
para cubrir sus necesidades básicas. 
 
A los pocos días de conocer la decisión judicial le reconectaron el servicio de acueducto 
y energía, no ha realizado acuerdos de pago con EPM y tampoco ha cancelado las 
cuentas actuales ni vencidas debido a su incapacidad de pago; ello ha ocasionado que 
en tres ocasiones funcionarios de EPM intentaron suspender el servicio de energía sin 
éxito porque los vecinos lo han impedido, incluso doña Guillermina también interviene 
diciendo a los funcionarios que no pueden cortar los servicios porque ella interpuso una 
tutela y la ganó (comunicación personal, 2 de diciembre, 2008). Es decir, es respetable 
que a pesar de su edad sea consciente de la exigibilidad de sus derechos.  
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Este accionar demuestra el desconocimiento de los empleados de EPM sobre la 
excepción de inconstitucionalidad28 que impone a la empresa abstenerse de suspender 
los servicios públicos domiciliarios a personas especialmente protegidas por la 
Constitución. 
 
Al momento de la visita (2009) el inmueble contaba con agua y energía eléctrica. Doña 
Guillermina manifiesta agradecimiento por la ayuda que le prestaron para reconectar los 
servicios públicos, y considera que la acción de tutela le sirvió para lograr la reconexión 
de estos servicios (comunicación personal, 2 de diciembre, 2008). 
 Luis María Agudelo Taborda, María Celina Navarro Gómez y Arnolda de Jesús 
Rodríguez Jaramillo  
Los accionantes son personas de la tercera edad, inválidas para desarrollar cualquier 
actividad laboral. Los ingresos económicos son $140.000 pesos trimestrales que recibe 
Luis María Agudelo Taborda como auxilio de vejez del municipio de Medellín, cantidad 
insuficiente para cubrir sus necesidades básicas. 
 
Cuatro días después de conocer el fallo les reconectaron los servicios, pero luego de dos 
meses los suspendieron nuevamente, ante esta situación y con la asesoría del abogado 
de la ROC hicieron la respectiva reclamación, financiaron  los servicios de acueducto y 
energía con una cuota de cinco mil pesos, logrando que a la semana siguiente 
reconectaran el acueducto. Finalmente atendiendo la situación económica de los 
accionantes no continuaron con el pago de las cuotas acordadas, razón por la que los 
suspendieron nuevamente. 
 
Al momento de la visita se encontró que la vivienda tiene en el contador de agua un 
nuevo dispositivo o contador prepago como se observa en la Fotografía 1, que les 
permite acceder a una cantidad de agua suficiente para su consumo doméstico; también 
se encontró que la vivienda tenía servicios de energía y teléfono, la energía la conectaron 
de manera irregular por lo que los funcionarios de la empresa los habían desconectado 
en cuatro veces aproximadamente. La percepción que tienen los accionantes de la 
acción es favorable porque consideran que beneficia a las personas pobres y les 
solucionó el problema del agua (comunicación personal, 2 de diciembre, 2008).  
 
                                               
 
28
 CConst, C-150/2003, M. Cepeda. 
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Fotografía 1. Contador de agua prepago 
 Luz Nancy Guerra  
La accionante es madre cabeza de familia, vive con cinco hijos  menores  y su madre de 
avanzada edad. Adeuda a la fecha $2.500.000, cantidad que por carecer de recursos 
económicos se tornó imposible de pagar pese a que le fue financiada. 
 
Después de que el abogado les avisó del fallo a los dos días reconectaron el servicio de 
acueducto y luego de un acuerdo de financiación reconectaron los servicios de energía y 
teléfono. Funcionarios de la empresa prestadora del servicio le informaron que debía 
hacer acuerdo de pago para la reconexión, lo cual atendió financiando la energía y el 
teléfono en cuotas de $30.000 más el consumo mensual. 
 
Al momento de la financiación no les dijeron nada del servicio de acueducto, pero 20 días 
después de la reconexión del acueducto se lo suspendieron y tres días después se la 
reconectaron nuevamente admitiendo que era un error, aunque al mes se la volvieron a 
suspender por el no pago. 
 
Durante la visita en la vivienda solo contaban con servicios de energía y teléfono. Pero 
no con agua, ésta la llevan en baldes de un lugar que llaman “el lavadero”. La percepción 
que tienen sobre la acción de tutela era favorable en un comienzo, porque les permitió 
volver a acceder a los servicios; estaban muy contentos y habían sido cumplidos en el 
pago después de la financiación, incluso en ocasiones dejaron de comer para pagar los 
servicios. Nunca fueron a reclamar ante EPM por el agua, porque consideraban que si 
les habían tutelado el derecho al agua no era necesario hacer más reclamos 
(comunicación personal, 2 de diciembre, 2008). 
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 Angela María Montoya 
La accionante es madre cabeza de familia, vela por sus dos hijos  menores de edad, 
tiene suspendidos los servicios públicos de agua y energía por falta de pago de las 
facturas, es desempleada y no cuenta con ingresos económicos, consigue la 
alimentación para ella y sus dos hijos con la colaboración de los vecinos. Ya había 
realizado un acuerdo de financiación que tuvo que incumplir por incapacidad de pago. 
 
Un mes después de conocer la decisión judicial le reconectaron los servicios de energía y 
acueducto y le informaron que debían presentarse en San Benito para refinanciar la 
deuda. Después de que EPM reconectó, al día siguiente desconectó nuevamente la 
energía y se llevaron el contador y el alambre, tres días después le suspendieron el agua 
(por medio tapón), informándole que la debían suspender porque la tutela era 
desfavorable, ocho días después le conectaron nuevamente el agua y le dijeron que la 
tutela si se había ganado, a partir de ese momento EPM comenzó a facturar el servicio 
público de acueducto. 
 
Después de la última reconexión, la accionante atendió la cita para la refinanciación de la 
deuda, allí le pidieron $400.000, suma que no podía sufragar de acuerdo a sus 
condiciones económicas, la respuesta de EPM fue que debía ir entonces cuando tuviera 
el dinero para pagar. Aunque le siguieron llegando las cuentas mensualmente, ella no 
tuvo el dinero para pagar, por eso le suspendieron nuevamente el acueducto, pero 
debido a la imperiosa necesidad de acceder al agua potable se ha tenido que reconectar 
por sus propios medios, ello ha ocasionado que en repetidas ocasiones les sea 
suspendido el servicio. 
 
Al momento de la visita no tenía acceso a los servicios públicos domiciliarios, aun así 
considera que la acción de tutela favoreció en algo su precaria situación “pero las 
Empresas no colaboran” (comunicación personal, 3 de diciembre, 2008). 
 
 María Del Consuelo Montoya Sánchez Y Otros  
La accionante de 63 años de edad vive con su esposo de 65 años,  con tres hijas madres 
cabeza de familia y desempleadas, 11 nietos y un bisnieto todos estos menores de edad. 
Los ingresos económicos del hogar los obtiene el señor Leonardo Noreña esposo de la 
accionante por sus labores de reciclaje y los $15.000 que recibe ocasionalmente Leonor 
Montoya por labores de servicio doméstico.  
 
Después de que el abogado le avisó sobre la decisión de la tutela, la llamaron de EPM 
para que asistiera a una cita en San Benito, allí financió el agua y el teléfono con una 
cuota de $10.000 por cada servicio y dos días después reconectaron el servicio de 
acueducto y telefonía. La energía no está incluida porque tienen energía prepago desde 
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antes de interponer la acción de tutela. Estuvieron pagando durante dos facturas (marzo, 
abril), pero se atrasaron y a los dos meses debido a la falta de pago, suspendieron el 
servicio nuevamente.  
 
Manifiestan que después de la acción de tutela, las factura de acueducto y telefonía 
llegaban muy costosas (aproximadamente $150.000 mensuales de agua y de teléfono 
$80.000 por mes). Consideraron la acción de tutela de mucha utilidad “en ese momento”, 
que les reconectaron los servicios, pero después de la acción de tutela se vieron 
perjudicados porque les llega muy alta la factura (comunicación personal, 3 de diciembre, 
2008). 
 Conclusiones preliminares 
En ningún caso Empresas Públicas de Medellín cumplió la orden de reconectar a los dos 
días o 48 horas después de la notificación del fallo, siempre se tardó más tiempo, 
además sus empleados no reconocen ni acatan las órdenes jurisprudenciales, por 
ejemplo la de respetar el mínimo vital de las familias en el momento de realizar el 
acuerdo de pago.  
 
En consecuencia, al no considerar la capacidad económica de las familias, tales 
acuerdos son incumplidos debido a la falta de recursos económicos, y por tanto se 
presentan nuevas suspensiones de los servicios públicos. 
 
Si bien estos cinco casos no son representativos para afirmar similitudes o diferencias o 
realizar comparaciones, los aspectos señalados son dicientes porque son iguales a los 
encontrados en el análisis del cumplimiento de todos los fallos de la Corte Constitucional 
con hechos similares en la ciudad de Medellín, estos últimos sí son representativos por lo 
menos para la ciudad de Medellín y allí también se evidencia que el principal beneficiado 
con la acción de tutela es el prestador del servicio porque recupera por lo menos parte de 
su cartera morosa, mientras que las familias continúan con la afectación de su derecho al 
agua por la falta de suministro del líquido debido a su incapacidad de pago. 
 
1.2 Reconocimiento del derecho al agua en el derecho 
comparado 
El reconocimiento del derecho al agua en el ordenamiento interno de los Estados ha sido 
documentado y puede ser revisado por ejemplo, en la sentencia CConst, T-740/2011, H. 
Sierra, allí la Corte Constitucional analiza en el derecho comparado el reconocimiento del 
derecho al agua en Bélgica, Francia, Italia, Sudáfrica, Costa Rica, Argentina, Bolivia, 
Ecuador y Perú, y afirma que: “… existen numerosos Estados que ya sea, por vía 
constitucional, legal o jurisprudencial han favorecido la protección del acceso al agua en 
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términos de derecho fundamental, lo cual ha generado un amplio repertorio de normas de 
diferente vinculatoriedad que han precisado los contornos jurídicos del derecho al agua 
hasta dotarlo de un nivel de concreción equivalente al de otros derechos tradicionales.”29 
Henri Smets también estudia el reconocimiento del derecho al agua en Argentina, 
Bélgica, Sudáfrica, India y Francia, aunque también reseña otros países que de manera 
explícita o implícita lo han establecido constitucionalmente:  
En algunos países, las disposiciones constitucionales hacen referencia explícita al 
derecho de acceso al agua sana como un derecho fundamental de la persona o son 
interpretadas de esa manera. Así ocurre en Bélgica, Sudáfrica, Kenya, Ecuador, Etiopia y 
Uruguay. En otros países, los tribunales han tomado decisiones en el mismo sentido, en 
particular en Argentina e India. 
En Colombia, Panamá y Venezuela las constituciones dan el mandato al Estado de velar 
para que cada persona tenga acceso al agua sin por eso crear un verdadero derecho 
individual sobre ella. Ocurre lo mismo en Gambia, Irán, Uganda y Zambia. En Burkina 
Faso la ley reconoce de manera explícita el derecho individual al agua
30
. 
Ricardo Motta31,  también recopila los artículos de las constituciones de América Latina 
que reconocen el derecho al agua de manera expresa o indirecta; y en el marco del VI 
Foro Mundial del Agua 2012, el Foro del Agua de las Américas produjo un documento32 
en el que se hace un análisis sobre la forma en que los distintos países de la Región han 
reconocido e incorporado el derecho humano al agua en sus marcos jurídicos. 
La jurisprudencia de países latinoamericanos como Argentina, Venezuela y Bolivia o de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha estudiado el problema de la falta de 
acceso al agua potable. En Argentina, “el sistema de control de constitucionalidad y 
convencionalidad difuso ha llevado a que distintos tribunales internos se ocuparan de 
casos en los que se constató la vulneración del derecho al agua.”33. Algunos 
                                               
 
29
 CConst, T-740 de 2011, H. Sierra. 
30
 SMETS Henri. Por un derecho efectivo al agua potable. Universidad del Rosario. Bogotá. 2006 
178 p. 
31
 MOTTA VARGAS, Ricardo. El derecho humano al agua y su protección pedagógica. Bogotá. 
Editorial Temis. 2012. 147 p. 
32
 VI FORO MUNDIAL DEL AGUA. Protegiendo el Agua y sus Servicios Ecosistémicos. {En línea}. 
{13 septiembre de 2013} disponible en:  
(http://www.unesco.org.uy/phi/fileadmin/phi/infocus/Foro_Mundial_del_Agua_2012/12_DERECHO
_HUMANO_AL_AGUA_Y_AL_SANEAMIENTO.pdf) 
33
 OLMOS, María B. PAZ, Martha C. El acceso al agua como derecho humano: protección 
internacional y jurisdicción constitucional. Citado por MARTÍNEZ, A. y DEFELIPE, O. Derecho 
humano al agua y control de convencionalidad. En: Derecho PUPC. 2013, no. 70. p. 105-120. {En 
línea} {19 de agosto de 2013} disponible en: 
(http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/derechopucp/article/view/6746/6863) 
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precedentes34 jurisprudenciales en Argentina que reconocen el derecho al agua y están 
relacionados con las problemáticas de la falta de acceso al agua potable también se 
relacionan con los escenarios analizados por la jurisprudencia colombiana, como son, 
problemáticas de calidad, de suspensión del servicio por falta de pago, de contaminación 
de cuencas y de fallas en el suministro y acceso a redes. 
Así, en el caso, “Menores Comunidad Paynemil S/ acción de amparo, en el cual se 
procuraba salvaguardar el derecho a la salud de niños de comunidades aborígenes ante 
un incidente de contaminación hídrica por mercurio y plomo, (…) se ordenó la provisión 
de 250 litros diarios de agua potable por habitante”35. Este caso fue llevado ante la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos debido a su incumplimiento, en esta 
instancia se llegó a un acuerdo de construir una planta de tratamiento de agua potable. 
Respecto a la suspensión del servicio por falta de pago36 en el caso “Quevedo, Miguel A. 
y otros, v. Aguas Cordobesas S.A. s/ amparo”37 la jurisprudencia consideró que el agua 
constituye una necesidad colectiva que no puede ser interrumpida, y su prestación debe 
ser igualitaria y en uniformidad de condiciones, por tanto se violan derechos 
constitucionales con el corte del servicio por falta de pago.  
Martínez y Defelippe destacan que las acciones judiciales que procuran el 
reconocimiento del derecho al agua se han dirigido a establecer el carácter fundamental 
del derecho al agua y a plantear los parámetros mínimos cualitativos y cuantitativos para 
su provisión. Así, en el precedente “Vallejos Ripoll, Carlos M. v. Aguas Corrientes S.A:” el 
tribunal38 afirmó: “… procedente la acción de amparo incoada a fin que la empresa 
concesionaria del servicio de agua corriente cese con los cortes del suministro y 
disponga la inmediata rehabilitación del servicio, pues, el Estado a través del Poder 
                                               
 
34
 Sobre la cultura del precedente judicial en Argentina, entre otros países (principalmente 
Ecuador) puede verse: ÁVILA LINZÁN, Luis Fernando. “¿Quién debe ser el intérprete supremo de 
la Constitución?: el precedente constitucional en la acción de amparo en el Ecuador”. Tesis 
Magíster en Derecho. Quito. Universidad Andina Simón Bolívar Sede de Ecuador. 2007. 191 p. 
{En línea} {19 de agosto de 2013} disponible en: 
(http://repositorio.uasb.edu.ec/bitstream/10644/933/1/T772-MDE-Avila-
Quien%20debe%20ser%20el%20int%C3%A9rprete%20supremo.pdf) 
35
 Sentencia del 19 de mayo de 1997. Citado por: MARTÍNEZ, A. y DEFELIPPE, O. Op. cit. p. 117. 
36
 También relacionado con la prohibición parcial o total de suspensión del servicio por falta de 
pago es la sentencia del Juzgado Primera Instancia de Paz de Moreno, Provincia de Buenos 
Aires, “Usuarios y Consumidores en defensa de sus derechos c/ Aguas del Gran Buenos Aires s/ 
amparo”, del 21-8-2002. Citado por: SACRISTÁN, Estela. Publificación de las tarifas de los 
servicios públicos. {En línea} {19 de agosto de 2013} disponible en: 
(http://www.estelasacristan.com.ar/publicaciones/Publificaci%C3%B3n%20de%20las%20tarifas%
20de%20los%20servicios%20p%C3%BAblicos.pdf) 
37
 Sentencia del 8 de abril de 2002 citado por: MARTÍNEZ, A. y DEFELIPPE, O. Op. cit. p. 118. 
38
 A una conclusión similar llegó el tribunal en el caso “Club Defensores del Torino v. Aguas 
Corrientes S.A.”, sentencia del 24 de febrero de 2011. Citado por: MARTÍNEZ, A. y DEFELIPPE, 
O. Op. cit. p. 118. 
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Judicial, tiene la obligación de asegurar el acceso de las personas al agua potable, en 
tanto, se trata de un derecho humano fundamental que nace de la Constitución 
Nacional.”39. 
En el caso “Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia c/ GCBA s/ amparo” la Cámara 
de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos 
Aires, Sala I, ordenó al gobierno de la ciudad garantizar el suministro de agua potable en 
un barrio que no contaba con el abastecimiento y se permitió la provisión de agua potable 
por medio de camiones cisterna que debían concurrir la cantidad de veces que resulte 
necesario en el horario de 8 a 22 horas40. 
Finalmente destacan del precedente “Mendoza, Beatriz S. y otros v. Estado Nacional y 
otros s/ daños y perjuicios” que se refirió a la contaminación de la cuenca Matanza- 
Riachuelo, donde la Corte Suprema de Justicia de la Nación expresamente se ocupó del 
derecho al agua.41.  
En Venezuela, se considera el servicio de acueducto y alcantarillado de naturaleza 
onerosa y por tanto la falta de pago del servicio habilita al prestador para suspender el 
suministro de agua, así lo ha afirmado por ejemplo en la sentencia del Tribunal Supremo 
de Justicia Expediente 02-2167 M.P.: Perkins Rocha Contreras: “En este sentido, ha sido 
criterio reiterado de esta Corte que la suspensión de un servicio por causa del 
incumplimiento en el pago de la contraprestación, no constituye violación alguna a 
derechos y garantías constitucionales, de manera que, no puede exigirse la prestación o 
restitución del servicio cuando su suspensión estuviese fundamentada en la falta de pago 
por parte del usuario de las tarifas que la prestación del servicio comporta.”42. 
En la sentencia del Tribunal Supremo de Justicia Expediente 03-0659 M.P.: Antonio 
García García se expresa:  
Congruente con las normas antes transcritas, esta Sala observa que en el caso de autos, 
no se verificó violación o amenaza de violación de los derechos denunciados como 
vulnerados, toda vez que los servicios prestados por el ente accionado –el tratamiento 
de aguas servidas, así como el abastecimiento de aguas provenientes de fuentes 
distintas a la red que opera Hidrocapital-, son sin excepción de naturaleza onerosa, 
razón por la cual, resulta evidente que el ente accionado, actuó conforme a la normativa 
que rige la materia encontrándose debidamente facultado para suspender el servicio y 
además eliminar la toma de agua, ante la negativa injustificada de la accionante de 
                                               
 
39
 Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Corrientes, Sala IV. Sentencia del 6 de mayo 
de 2009.  
40
 Sentencia del 18 de julio de 2007. Citada por: MARTÍNEZ, A. y DEFELIPPE, O. Op. cit. p. 118. 
41
 Sentencia del 8 de julio de 2008, fallos 331:1662. Citada por: MARTÍNEZ, A. y DEFELIPPE, O. 
Op. cit. p. 119. 
42
 Se puede consultar en: http://www.tsj.gov.ve/tsj_regiones/decisiones/2003/enero/025-23-02-
2167-2003-153.html 
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cumplir con la obligación contractual de pagar los referidos servicios. Cabe destacar, que 
la falta de pago de las obligaciones derivadas por la prestación del servicio público, 
habilita a su prestador –Hidrocapital- a suspender el suministro de dicho servicio, de allí 
que,  al no existir violaciones constitucionales denuncias como infringidas, resulta forzoso 
para esta Sala declarar improcedente la acción de amparo constitucional
43
. 
En la Constitución Política de Bolivia, el derecho al agua se considera indistintamente 
derecho fundamental y derecho humano44. Por su parte, la jurisprudencia referencia 
como origen del reconocimiento del derecho al agua, la denominada “Guerra del Agua” 
en Cochabamba en el año 2000 y su importancia que fue dar “paso al cuestionamiento 
general respecto al papel de las empresas transnacionales en nuestra sociedad, 
concluyendo en la promulgación de la Constitución Política del Estado el 7 de febrero de 
2009…”45. 
El derecho al agua también fue ampliamente desarrollado en la Sentencia del Tribunal 
Constitucional de Bolivia 0156/2010-R de 17 de mayo, allí se definió el contenido mínimo 
del derecho basándose en la Observación General No. 15 de 2002 del Comité de 
Derechos Económicos Sociales y Culturales, y también diferenció la doble función que 
tiene este derecho, como individual y comunitario o colectivo, al respecto afirma: “…por lo 
tanto no es admisible la prevalencia del ejercicio de este derecho de un grupo colectivo 
por sobre el interés particular y tampoco puede darse lo contrario; es decir, el favoritismo 
del interés individual sobre el comunitario…”46. 
La Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la propuesta del Gobierno del 
Estado Plurinacional de Bolivia declarando el derecho al agua y al saneamiento como 
derecho humano en la Resolución 64/292 del 28 de julio de 2010 por eso Pedro Arrojo 
consideró en una entrevista: “Bolivia está ejerciendo un liderazgo notable a nivel mundial. 
En este país se declaró el agua como un derecho humano y fue asumido un año después 
en las Naciones Unidas, por eso considero que desde acá se jugó un papel muy 
importante.”47. 
                                               
 
43
 Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela Expediente 03-0659 M.P.: Antonio García García 
http://www.tsj.gov.ve/sr/Default3.aspx?url=../decisiones/scon/diciembre/3341-031203-03-
0659.htm&palabras=suspensi%F3n_del_servicio_por_falta_de_pago 
44
 MOSTAJO, Jorge. El derecho humano al agua: su reconocimiento y contenido. En: Revista 
Boliviana de Derecho Nacional e Internacional. {En línea} {20 de agosto de 2013} disponible en: 
(http://www.corteidh.or.cr/tablas/r26970.pdf ) 
45
 Sentencia Constitucional 0684/2010-R de 19 de julio Magistrada Relatora: Dra. Ligia Mónica 
Velásquez Castaños. 
46
 Sentencia Constitucional 0156/2010-R de 17 de mayo 
47
 CALLE, Guiomara. ‘Bolivia es líder mundial en derecho al agua’. En: La Razón. La Paz. 16 de 
junio de 2013. {En línea} {20 de agosto de 2013} http://www.la-razon.com/sociedad/Bolivia-lider-
mundial-derecho-agua_0_1852014867.html 
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En Sudáfrica se ha referenciado, incluso por la ONU48 el caso jurisprudencial Mazibuko v. 
City of Johannesburg, en el que se impugnó la política de imponer medidores de agua de 
pago anticipado que sólo suministraban 25 litros de agua por persona al día, o 6.000 
litros por hogar al mes, el Tribunal Supremo decidió que este procedimiento era 
inconstitucional y que podía menoscabar el derecho al agua porque no tenía en cuenta la 
capacidad de pago, el Tribunal también ordenó al Ayuntamiento que suministrara a los 
residentes en Phiri 50 litros de agua gratuita por persona al día. Este fallo fue apelado por 
el  Ayuntamiento de Johannesburgo ante la Corte Suprema de Apelaciones, ésta acogió 
la apelación y definió que 42 litros de agua diarios por persona residente en Phiri serían 
suficientes. Por último el Tribunal Constitucional revocó los fallos anteriores y decidió que 
la política del Ayuntamiento de suministrar gratuitamente una cantidad básica de 25 litros 
por persona al día era razonable desde el punto de vista de la Constitución y que el uso 
de medidores de agua de pago anticipado era legítimo.  
Se denota una tendencia al reconocimiento constitucional del derecho al agua a partir de 
la aprobación de la Observación General No. 15 de 2002 del Comité de Derechos 
Económicos Sociales y Culturales -DESC- que interpreta los artículos 11 y 12 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales al establecer que el agua es 
una garantía indispensable para asegurar un nivel de vida adecuado (artículo 11) y que 
se encuentra indisolublemente asociado al más alto nivel posible de salud (artículo 12), 
en adelante Observación General No. 15. 
Con base en este instrumento internacional se ha reconocido en los Estados parte el 
contenido normativo del derecho al agua delimitando tres factores esenciales, que se 
aplican en cualquiera de las distintas condiciones que se presentan para su ejercicio, 
ellos son: 
Disponibilidad: Tiene que ver con la continuidad y la cantidad en el abastecimiento de 
agua a la población para uso personal o doméstico.  
Calidad: El agua debe ser salubre, sin la presencia de microorganismos o sustancias 
químicas o radioactivas que amenacen con dañar la salud de las personas.  
Accesibilidad: Este punto presenta cuatro componentes, que esté al alcance físico de 
todos los sectores de la población, sin afectar o amenazar la seguridad física mientras se 
accede al servicio o las instalaciones de agua; que los costos asociados al 
abastecimiento de agua sean asequibles y no comprometan el ejercicio de otros 
derechos reconocidos en el Pacto; que el acceso al agua se ejerza sin discriminación, 
incluso en los sectores más marginados de la población y por último la accesibilidad 
incluye el derecho de solicitar, recibir y difundir información sobre el agua. 
                                               
 
48
 ONU HABITAT y ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD. El derecho al agua. Folleto 
informativo N° 35. Ginebra. 2011. {En línea} {12 de junio de 2012} disponible en: 
(http://www.ohchr.org/Documents/Publications/FactSheet35sp.pdf) 
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Respecto al corte del servicio de acueducto por la falta de pago, la Observación General 
No. 15 de 2002 Comité DESC “señala que la capacidad de pago de la persona debe 
tomarse en consideración antes de proceder a la interrupción del servicio (…) En la 
Observación general N°15 se subraya además que en ninguna circunstancia deberá 
privarse a una persona del mínimo indispensable de agua. Por consiguiente, la cantidad 
de agua potable de que dispone una persona puede reducirse, pero el corte total sólo es 
admisible si existe otra fuente que pueda proporcionar la cantidad mínima de agua 
potable necesaria para prevenir las enfermedades.”49 
La jurisprudencia constitucional en el derecho comparado se ha fundamentado en lo 
definido por la Observación General No. 15 acogiéndola, en el caso de Colombia, como 
criterio válido de interpretación. 
 
                                               
 
49
 Ibid., p. 38. 
  
 
 
2. El mínimo vital de agua potable 
en la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional 
 
En Colombia existe una mecanismo judicial para todas las personas denominada acción 
de tutela es una acción de naturaleza constitucional y legal estatutaria, estrictamente 
judicial, que protege los derechos fundamentales, dirigida contra cualquier autoridad 
pública y contra particulares en los eventos constitucionales; procede cuando no existe 
otro recurso judicial, salvo que se interponga como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable. Todo juez de la República es competente para conocer y fallar 
estas demandas, pero es la Corte Constitucional la que revisa excepcionalmente las 
sentencias de instancia y unifica la jurisprudencia nacional (Constitución Política de 
Colombia de 1991 artículo 86). 
 
La posibilidad abierta por la acción de tutela para la defensa de los derechos y libertades 
ha sido explorada por el pueblo colombiano que generalmente encuentra en su 
cotidianidad un estado inconstitucional de las cosas que produce condiciones de 
desigualdad e indignidad a las que se ven sometidas grandes porcentajes de las 
comunidades. En este sentido se ha señalado por varios estudiosos del derecho 
como Mauricio García Villegas, quien concluye después de una conversación con 
Rodrigo Uprimny y Mauricio Rubio: “En un país en donde se violan tanto los derechos y 
en donde los mecanismos políticos y sociales de protección son tan débiles, la tutela ha 
sido un alivio para una parte importante de la población.”50.  En otra investigación 
publicada por la Universidad del Rosario sobre un análisis de la jurisprudencia 
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 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio. Defensa crítica de la acción de tutela y de la justicia.  [en línea] 
[Consultado el 30 de abril de 2014]. Disponible en: 
http://lasillavacia.com/elblogueo/dejusticia/27533/defensa-critica-de-la-accion-de-tutela-y-de-la-
justicia 
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constitucional colombiana desde 1886 hasta 2008 sobre derechos humanos51, concluyen 
que considerar los derechos humanos como subjetivos ha contribuido a crear un clima 
apropiado para su eficacia material, lo cual se revela en la masiva reclamación ante los 
jueces por medio de la tutela. 
 
La Corte Constitucional también se ha manifestado sobre la eficacia de la acción de 
tutela para la protección de los derechos fundamentales: “La acción de tutela como tal 
tiene el carácter de derecho fundamental toda vez que es el instrumento concebido por el 
Constituyente para garantizar la protección de los restantes derechos fundamentales que 
sin él perderían buena parte de su eficacia y arriesgarían esfumarse.”52. 
 
Incluso, en la sentencia CConst, T-406/1992, C. Angarita, en sus argumentos óbiter 
considera que debido a la Constitución de 1991 hay una nueva relación entre derechos 
fundamentales y jueces encaminada al logro de la eficacia de los derechos, “que consiste 
en otorgarle de manera prioritaria al juez, y no ya a la administración o al legislador, la 
responsabilidad de la eficacia de los derechos fundamentales.” . 
 
Esta posición de la Corte, ha incrementado el acceso a la justicia en la población 
colombiana para la exigibilidad de sus derechos y también ha generado posiciones en 
contra, que argumentan la incompetencia de los jueces para repartir recursos estatales 
como sucede en la tutela de derechos de prestación. 
 
Frente a esta crítica se ha planteado por Mauricio García y Rodrigo Uprimny53 la 
incorporación a la ley de todas las prestaciones necesarias para una vida digna, la cual 
se puede lograr con una dosis de activismo judicial por medio de la declaratoria de 
inconstitucionalidad54 por omisión cuando el legislador no desarrolle esos mínimos no 
negociables que consagra la constitución para garantizar una vida digna: “Si de lograr 
unos mínimos no negociables en la protección de derechos sociales se trata, es mejor 
que la Corte consiga dicho propósito por la vía indirecta de la presión sobre los 
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 CORTÉS NIETO, Johanna del Pilar, et al. Itinerario de la jurisprudencia colombiana de control 
constitucional como mecanismo de protección de derechos humanos. Bogotá D. C. Universidad 
del Rosario. 2009. p. 557. 
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 ESCRUCERÍA MAYOLO, Iván Humberto. Manual de Jurisprudencia Constitucional 5. Acción de 
tutela y procedimiento. 
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 GARCÍA VILLEGAS, Mauricio y UPRIMNY YEPES, Rodrigo. La reforma a la tutela: ¿ajuste o 
desmonte? En: Revista de Derecho Público Universidad de los Andes. 2002. No 15.  39 p. 
54
 En las conclusiones del libro ya citado “Itinerario de la jurisprudencia colombiana de control 
constitucional como mecanismo de protección de derechos humanos” se considera que la 
jurisprudencia constitucional que surge de las demandas de inconstitucionalidad o de la revisión 
oficiosa de leyes y tratados contribuye a hacer efectivo el respeto por los derechos y libertades, 
por lo que la jurisprudencia originada en acciones de tutela no es la única respuesta a la defensa 
de los derechos y libertades. 
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legisladores y no asumiendo ella misma dicha función. Esto no sólo evita el desgaste 
político de la Corte, sino que también fortalece la función del Congreso.”55. 
 
Rodolfo Arango56 también considera que a la acción de tutela no se le puede otorgar la 
función de cumplir milagrosamente todos los problemas del país, sino que se debe 
construir dogmáticamente un derecho social que permita asegurar las condiciones 
jurídicas y materiales de existencia para avanzar en un verdadero pacto de paz. 
 
Específicamente sobre la defensa judicial por medio de tutela frente a la afectación por la 
ausencia de servicios públicos domiciliarios se afirma que la recurrencia a las vías 
judiciales y a las vías de hecho para proveerse del servicio “termina por generar 
dificultades; jurídicas, sociales y económicas; al municipio que es, según la ley 142 de 
1994, el responsable de garantizar el derecho a servicios públicos domiciliarios.”57. 
 
No se puede olvidar que la población colombiana ha intentado otras vías de aplicación de 
la democracia directa que validan la participación ciudadana con la propuesta de 
referendo constitucional o la gestión de políticas públicas y que la Defensoría del Pueblo 
presentó un Proyecto de Ley que contemplaba el mínimo vital de agua potable, es decir, 
en materia del derecho al agua se han utilizado varias alternativas para su protección 
legal pero el legislador no ha cumplido su función de legislar sobre el tema. 
 
Es así como la acción de tutela toma importancia para la defensa del derecho humano al 
agua cuando es amenazado o violado por la gestión privada, como la suspensión del 
servicio público de acueducto por parte de las empresas prestadoras del servicio.  
 
Como se mencionó en el capítulo 1 la jurisprudencia constitucional en el ámbito local 
recurre a argumentos óbiter relacionados con la conexidad del derecho al agua con 
derechos fundamentales de personas en estado debilidad manifiesta favoreciendo la 
protección de un mínimo vital de agua potable para las personas afectadas. 
 
Para continuar el tema, ahora se propone un análisis de la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional sobre la garantía del mínimo vital de agua potable de aquellas personas 
que no tienen acceso al líquido para suplir sus necesidades fundamentales debido a la 
suspensión del servicio de acueducto por falta de pago, y así brindar una herramienta 
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 GARCÍA, M. y UPRIMNY, R. Op. cit. p. 34. 
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 ARANGO, Rodolfo. La jurisdicción social de la tutela. {En línea} {1 de junio de 2014} disponible 
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MAZO ELORZA, Fabián. Servicios públicos domiciliarios: ¿derechos humanos o productos para 
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jurídica que aporte a la aplicación directa del derecho al agua por medio de una línea 
jurisprudencial.  
 
2.1 Mínimo vital 
Respecto al desarrollo del mínimo vital en Colombia, de las cerca de 1.200 sentencias 
proferidas anualmente por la Corte Constitucional, el 60% versan sobre derechos 
sociales fundamentales, y las tutelas sobre derecho al mínimo vital son concedidas 
aproximadamente en un 80%58.  
 
El mínimo vital ha sido entendido por la Corte como derecho innominado basado en el 
derecho a la vida y la dignidad humana, tiene sus orígenes en la sentencia CConst, T-
426/1992, E. Cifuentes, a partir de la cual ha creado una doctrina sólida sobre la 
justiciabilidad de los derechos sociales en ciertas circunstancias, resolviendo con fallos 
favorables cientos de casos sobre seguridad social, derecho laboral y derecho a la 
salud59. Esta sentencia fija la siguiente subregla: “la tutela procede por violación al 
derecho fundamental al mínimo vital cuando está en peligro el mínimo vital de las 
personas y el Estado, pudiendo prestar el apoyo material mínimo, no lo hace”60. 
 
En una investigación del CINEP61 sobre la línea jurisprudencial del mínimo vital, el autor 
divide el tema diferenciando entre las sentencias que abordan el mínimo vital en el marco 
de la seguridad social y el derecho a una pensión62 que conforman una línea definida y 
reiterada numerosas veces, y las sentencias que exigen una prestación del Estado sin 
que se haya radicado un derecho subjetivo o exista claramente una vía judicial para 
obtener su protección, frente a esta situación no hay una línea delimitada.  
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 ARANGO, Rodolfo. Promoción de los derechos sociales constitucionales por vía de protección 
judicial. En: El otro derecho. No. 28, (Jul. 2002). ILSA, Bogotá D.C., Colombia p. 103-122. 
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 CConst, T-426/1992, E. Cifuentes. 
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 TORRES ÁVILA, Jheison. Mínimo vital. Línea jurisprudencial y notas constitucionales. Bogotá 
D.C. CINEP. 2002. 50 p. 
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 “El caso prototipo tiene como sujeto al anciano o mujer embarazada que reclama ante la 
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la acción judicial ordinaria.” TORRES ÁVILA, Jheison. Mínimo vital. Línea jurisprudencial y notas 
constitucionales. Bogotá D.C. CINEP. 2002. 50 p. 
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En el primer grupo de análisis la jurisprudencia ha seguido el planteamiento inicial de la 
sentencia CConst, T-426/1992, E. Cifuentes, que fue complementado por la sentencia 
CConst, T-124/1993, V. Naranjo, al definir las condiciones que se deben cumplir para 
tutelar los derechos relacionados con el mínimo vital ante el reclamo de pensiones, “es 
decir, estado de indefensión y prueba de este estado, conexión entre la necesidad de  
prestación económica y el mínimo vital, y que se haya reclamado la pensión.63”. Así, la 
relación causal entre la negación y los derechos vulnerados incluidos en el mínimo vital, 
configura la vulneración de este derecho junto a la condición de debilidad manifiesta. 
 
Del segundo grupo, el autor muestra la variabilidad en la línea debido a las limitaciones 
conceptuales del derecho al mínimo vital que son: “1. Todo derecho que no sea de 
contenido material, es decir  los que protegen condiciones espirituales, sociales, no están 
comprendidos en el mínimo vital. 2. Toda acción o prestación que no sea indispensable 
para la vida, en el marco del principio de dignidad humana.64”.  
 
Finalmente, aunque el autor demuestra que las sentencias65, abren o limitan las 
posibilidades para que el juez de tutela emita ordenes que implican ejecuciones 
presupuestales, estas variaciones no impiden que se confirme la regla según la cual: 
“Excepcionalmente [la Corte] ha considerado que los derechos económicos, sociales y 
culturales, tienen conexidad con pretensiones amparables a través de la acción de tutela. 
Ello se presenta cuando se comprueba un atentado grave contra la dignidad humana de 
personas pertenecientes a sectores vulnerables de la población y el Estado, pudiéndolo 
hacer, ha dejado de concurrir a prestar el apoyo material mínimo sin el cual la persona 
indefensa sucumbe ante su propia impotencia”66. 
2.2 Derecho al agua 
A pesar de estar de manera inherente ligado a la vida, el derecho al agua no es  
reconocido expresamente en la Constitución Política de Colombia como derecho 
fundamental. Sin embargo, existe un marco normativo del derecho que permite su 
exigibilidad directa ya sea por el principio de conexidad con otros derechos 
fundamentales, por el concepto de Bloque de Constitucionalidad según el cual los 
derechos y deberes constitucionales deben ser interpretados de conformidad con los 
tratados internacionales sobre derechos humanos, ratificados por Colombia, por lo tanto 
se acoge como criterio válido de interpretación67 la Observación N°15 del Comité de 
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Derechos Económicos, Sociales y Culturales sobre el derecho humano al agua, o por el 
marco de excepción para la suspensión de los servicios públicos domiciliarios fijado por 
la sentencia CConst, C-150/ 2003, M. Cepeda, estableciendo que éstos no pueden ser 
suspendidos cuando se afecten los derechos fundamentales de población en estado de 
debilidad manifiesta dada por una condición económica, física o mental. 
 
En el ámbito internacional el derecho humano al agua es reconocido por las 
Resoluciones de la Organización de Naciones Unidas A/RES/64/292 de julio de 2010, 
Resolución A/HRC/RES/15/9 de septiembre de 2010, Resolución del Consejo de 
Derechos Humanos A/HRC/RES/18/1 de septiembre de 2011 y en la Observación 
General número 15 de 2002 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
que en principio, ha adelantado la individualización del derecho al agua a partir del 
derecho a un nivel de vida adecuado, del derecho a la alimentación y al nivel más alto 
posible de salud y por ello se ha entendido como un derecho económico y social, pero 
también es un derecho humano de rango constitucional pues según el artículo 93 de la 
Carta Política los tratados y convenios ratificados por el Congreso que reconocen 
derechos humanos son parte integrante de la Constitución. 
 
En Colombia, la Corte Constitucional ha acogido como regla jurisprudencial que el agua 
es un derecho fundamental en cuanto contribuye a la salud, a la salubridad pública, y a la 
vida; en las sentencias CConst, T-578/1992, A. Martínez; CConst, T-232/1993, A. 
Martínez; CConst, T-413/1995, A. Martínez y CConst, T-410/2003, J. Córdoba, se afirma 
que el agua es un derecho fundamental cuando es destinada para el consumo humano. 
Sin embargo, su aplicación no se da directamente sino por su nexo causal con la 
violación de un derecho fundamental o porque se trata de sujetos especialmente 
protegidos. Esto conlleva a pensar que la exigibilidad del agua ingresa al tema de la 
judiciabilidad de los derechos sociales, que para el caso de Colombia se ha conseguido a 
través de la acción de tutela bajo el argumento de la conexidad68, por la transmutación o 
por la afectación del mínimo vital69 y como se aclaró en el acápite anterior la garantía del 
mínimo vital solo procede para personas en estado de debilidad manifiesta. 
 
La definición o naturaleza jurídica del derecho al agua ha representado un problema por 
la diversidad de posiciones al respecto, está reconocido en nuestro ordenamiento como 
derecho humano perteneciente al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, es un fin del Estado Social de Derecho según el artículo 366 de la 
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Constitución Política, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional cuando se 
destina para el consumo humano el agua es un derecho fundamental en tanto afecta 
otros derechos fundamentales, es un derecho social fundamental para la Defensoría del 
Pueblo, es un derecho colectivo cuando se vulnera el derecho a un ambiente sano y es 
un bien de uso público según el Código Civil, pero se administra de manera privada de 
acuerdo con la Ley 142 de 1994 porque introduce el concepto de suficiencia financiera 
para la prestación de un servicio público esencial que no debería generar ganancias, y 
por tanto somete a los prestadores del servicio que pertenecen al sector público o al 
sector solidario como las comunidades organizadas, al cumplimiento de requisitos que 
solo benefician las leyes del mercado. 
 
2.2.1 Planteamientos académicos respecto a la jurisprudencia 
constitucional del derecho al agua 
Recientemente en el ámbito académico también se ha analizado la jurisprudencia sobre 
la falta de acceso al agua potable en diversos escenarios constitucionales, es decir, la 
falta de agua potable se ha presentado en nuestro país en diferentes circunstancias, 
tiempos, lugares y comunidades; éstos son particularidades del patrón fáctico que ha 
sido definido de manera general como la falta de agua potable para el consumo humano 
que afecte a cualquier persona o comunidad. Todos estos aportes académicos son 
importantes para precisar la línea jurisprudencial del mínimo vital de agua potable.  
 
Milton Gomez Cardozo70 en su tesis de maestría para elaborar la línea jurisprudencial  
pregunta si “¿se viola el derecho constitucional al suministro de agua potable, dignidad 
humana, a la vida y la salud frente a la amenaza o vulneración por el prestador del 
servicio público, por incurrir en omisión en la prestación del servicio de acueducto y 
alcantarillado?” El balance constitucional se mueve entre dos tesis, en la primera se 
reconoce un derecho fundamental autónomo al agua y la acción de tutela es procedente 
para su protección, en la segunda, el agua es un servicio público, cuya limitación afecta 
los derechos fundamentales a la vida y a la salud y por ello procede la acción de tutela. 
 
El autor identificó tres fases de la línea,  que fueron avanzando progresivamente desde la 
segunda tesis a la primera, en la primera fase71 la corte da un tratamiento al derecho al 
agua como derecho económico, social y cultural y servicio público, en la segunda fase72 
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como derecho colectivo y servicio público y en la tercera fase73 como derecho 
fundamental autónomo. Este análisis corresponde a 15 sentencias de la Corte 
Constitucional, se considera la sentencia CConst, T-381/2009, J. Pretelt, como punto 
arquidémico; en este punto, es importante anotar que esta sentencia no resuelve un 
problema jurídico como el planteado en la línea, ya que la afectación del derecho al agua 
no proviene del prestador del servicio, sino de la Sociedad Concesionaria Concesión 
Autopista Bogotá – Girardot S.A. quien debido a la ejecución de la construcción del túnel 
del Sumapaz afectó los recursos hídricos que abastecían las comunidades del sector.  
 
La sentencia fundante de línea es CConst, T-413/1995, A. Martinez, esta sentencia le da 
inicio a la tercera fase de la línea que considera el derecho al agua autónomo y 
fundamental, sin embargo, en la decisión de esta sentencia se protege el derecho a la 
vida y por lo tanto a recibir agua para uso doméstico, es decir, se acoge el principio de 
conexidad, que es diferente al concepto de derecho fundamental autónomo. 
 
Carlos Lozano74 en un trabajo que también hizo parte de su tesis de maestría desarrolla 
un análisis jurisprudencial del derecho al agua en el que muestra como la Corte ha 
reconocido tímidamente el derecho al agua como fundamental por conexidad, sin 
explorarlo, a pesar que sus decisiones “han implicado en la práctica un amparo no 
reconocido a esta prerrogativa”, situación que demuestra con sentencias referidas a la 
vulneración del acceso al agua potable en relación con la problemática ambiental o con la 
prestación de un servicio, seguidamente, considera que la sentencia CConst, T-
546/2009, M. Calle, reconoce el carácter fundamental del derecho al agua por conexidad 
y que a este avance se llegó por la Sentencia CConst, T-888/2008, M. Monroy, que 
exploró las potencialidades del reconocimiento del derecho al agua como fundamental 
por conexidad.  
 
En resumen el autor plantea: “la jurisprudencia constitucional colombiana ha admitido la 
utilización de la acción de tutela para la protección del acceso al agua potable, 
inicialmente con base en otros derechos fundamentales, y recientemente, mediante su 
reconocimiento como derecho innominado, fundamental por conexidad.”75. 
 
                                               
 
73
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Específicamente la tesis de maestría de Natalia Trujillo Moreno76 plantea la línea 
jurisprudencial del mínimo vital de agua potable en los términos de la Sentencia CConst, 
T-546/2009, M. Calle, así, los parámetros para el reconocimiento del mínimo vital de 
agua son: 1. El suministro de agua es indispensable para garantizar otros derechos 
fundamentales, 2. Es imposible pagar por el servicio y el no pago obedece a una fuerza 
insuperable y 3. En el domicilio habita al menos un sujeto de especial protección. En el 
análisis jurisprudencial la autora considera que la posibilidad del no pago puede poner en 
riesgo la sostenibilidad financiera de la empresa prestadora del servicio por lo que 
concluye que esta línea jurisprudencial se debe armonizar con la normatividad vigente 
incluyendo el mínimo vital de agua potable en el Régimen de los servicios públicos 
domiciliarios. 
 
La anterior propuesta parece aceptable más no su justificación, pues si algo se ha 
protegido en Colombia con la Ley 142 de 1994 y sus normas conexas es la sostenibilidad 
financiera de las empresas, no solo porque en estos casos se acude al acuerdo de pago, 
sino porque el sistema tarifario asume la rentabilidad financiera de las empresas con el 
fin de garantizar inversiones futuras y ampliación de la cobertura, pero como lo explica 
Nora Cadavid Giraldo, “se trata de una política que ha incrementado las tarifas hasta el 
punto de generar cifras alarmante de desconectados por no pago, pero que además no 
ha cumplido su objetivo. La situación actual de cobertura del servicio muestra que la 
fuente de financiación tendrá que seguir siendo el Estado.”77. 
 
Finalmente, el profesor Ricardo Motta Vargas78 de la Universidad Republicana de 
Colombia separa cuatro etapas en el análisis jurisprudencial que realiza del mínimo vital 
de agua potable: a) De 1992 a 1995: surgimiento tímido de la teoría del mínimo vital 
donde relaciona sentencias que originaron la protección del mínimo vital en pensiones; b) 
De 1995 a 2005 relaciona las sentencias que han desarrollado el derecho al agua en 
conexidad con otros derechos; c) De 2006 a 2009 considera que la Corte desarrolla los 
mínimos vitales de agua potable con la Sentencia CConst, T-546/2009, M. Calle, y d) 
2010 se considera el derecho humano al agua potable en interpretación del bloque de 
constitucionalidad. 
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2.2.2 Análisis jurisprudencial del acceso al agua potable para el 
consumo humano 
Para responder a un objetivo específico planteado en el proyecto de investigación, esto 
es, establecer si el derecho al agua es considerado en Colombia un derecho humano 
fundamental a través de una línea jurisprudencial, se desarrolló en primera instancia la 
metodología propuesta por Diego López en el libro El derecho de los jueces. 
 
Así, se comenzó por identificar el problema jurídico que encabezaría la línea 
jurisprudencial y que de acuerdo con López, debería basarse en un escenario 
constitucional o patrón fáctico específico, sin embargo como el autor lo explica hay 
problemas jurídicos “en los que no se discute la tipificación constitucional de hechos, sino 
en los que se pregunta por la definición abstracta de un concepto constitucional”79. 
 
Se identificó como patrón fáctico en términos generales la falta de acceso al agua potable 
y se diferenciaron otros escenarios constitucionales o patrones fácticos más específicos, 
éstos fueron: acceso y suministro de agua para comunidades y para familias; suministro 
de agua no apta para consumo humano; conflicto por usos del agua (reducción del 
caudal destinado al consumo humano) y suspensión del servicio de acueducto por falta 
de pago a personas especialmente protegidas. 
 
En todos los escenarios el principal problema que analiza la Corte es la procedibilidad de 
la acción de tutela y la naturaleza jurídica del derecho al agua, de ahí que la discusión se 
ha centrado en establecer el carácter fundamental de este derecho, por eso en el Anexo 
A se puede observar la gráfica de esta línea jurisprudencial en todos los escenarios 
identificados. Así se pregunta: ¿Frente a la falta de acceso al agua potable cómo ha 
considerado la Corte Constitucional el derecho al agua para determinar su naturaleza 
jurídica y la procedibilidad de su tutela? 
 
La interpretación de la gráfica se plantea desde cada escenario constitucional pues cada 
uno presenta particularidades en su interior a pesar que el problema jurídico a resolver es 
el mismo. 
 
 Acceso y suministro de agua  
La Sentencia CConst, T-578/1992, A. Martínez, es claramente la sentencia fundadora de 
línea80, pero además tiene la particularidad de haber creado una subregla jurisprudencial 
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Capítulo 2 33 
 
que ha sido el fundamento de la protección del derecho al agua en las sentencias de la 
Corte de ahí en adelante, ésta  determinó: “En principio, el agua constituye fuente de vida 
y la falta del servicio atenta directamente con el derecho fundamental a la vida de las 
personas. Así pues, el servicio público domiciliario de acueducto y alcantarillado en tanto 
que afecte la vida de las personas (CP art. 11), la salubridad pública (CP arts. 365 y 366) 
o la salud (CP art. 49), es un derecho constitucional fundamental y como tal ser objeto de 
protección a través de la acción de tutela”81, en aquella oportunidad por encontrarse 
deshabitado el lugar para donde se solicitaba la conexión del servicio de acueducto, la 
Corte no tuteló los derechos invocados.  
 
Esta sentencia constituyó un precedente para todas las sentencias que en adelante se 
profirieron al respecto y se fundamentó precisamente en el criterio de conexidad para 
establecer la procedencia de la tutela del “servicio público domiciliario de acueducto y 
alcantarillado” al considerarse fundamental en las situaciones que afecte otros derechos 
o principios fundamentales por estar destinado al consumo humano, como sucedió en la 
sentencia CConst, T-539/1993, A. Martínez, que reitera esta jurisprudencia y por tanto no 
es necesario en este caso incluirla en la gráfica. 
 
La sentencia CConst, T-143/2010, M. Calle, es una sentencia hito82, porque allí la 
magistrada Maria Victoria Calle vira la línea hacia la derecha al considerar el agua un 
derecho fundamental. Esta sentencia resuelve la acción de tutela de una comunidad 
indígena que por causas naturales perdió parte de su sistema de acueducto y requieren 
el cumplimiento de los acuerdos hechos con la alcaldía para que se les garantice el 
servicio público esencial de acueducto. En principio se reitera jurisprudencia sobre el 
carácter fundamental del derecho al agua potable cuando está destinada al consumo 
humano, pero es muy importante anotar que no se condiciona su carácter fundamental, 
no acoge el criterio de conexidad y analiza las obligaciones que emanan de este derecho 
que pueden ser prestacionales o no, es decir pueden generar obligaciones de simple 
abstención o actuaciones positivas.  
 
Tutela el derecho fundamental al consumo de agua potable y ordena a la Alcaldía de 
Puerto López y la Gobernación del Meta brindar cantidades de agua necesarias (no 
definió la cantidad), advirtiendo que puede pedir contraprestación dineraria u otra sin 
afectar la autonomía de la comunidad indígena, de ser así la prestación debe ser gratuita, 
también les ordenó adoptar un plan con circunstancias de tiempo, modo y lugar y 
elaborar e implementar una política pública con la participación real y efectiva de los 
pueblos indígenas. 
 
                                               
 
81
 CConst, T-578/1992, A. Martínez. 
82
 Sentencias que tienen un peso estructural fundamental dentro de la línea. Ver LOPEZ, Op. cit. 
p. 161-162. 
34 Análisis jurisprudencial del acceso al agua potable para el consumo humano 
 
Esta sentencia frente al mínimo vital asume una posición política, que surge por la 
necesidad de implementar una orden de carácter prestacional de cumplimiento 
progresivo, que en materia de acceso al agua se traduce en la elaboración de una 
política pública y posteriormente la adopción de un plan con circunstancias de tiempo, 
modo y lugar, con la participación real y efectiva de los pueblos indígenas de Achagua y 
Piapoco; según la sentencia “una ciudadanía que no tiene acceso a cantidades básicas 
de agua potable no puede ejercer libremente actos tan elementales de la democracia 
como deliberar, decidir, criticar y elegir a sus gobernantes, y a sus políticas, porque su 
voluntad autónoma e independiente, podría ser constreñida y dominada por la necesidad 
de consumir agua potable, que es una actividad vital para cualquier ser humano”83. 
 
El agua es entendida como derecho fundamental, es también una forma de garantizar la 
democracia constitucional y por eso el Estado debe proveer cantidades mínimas de agua 
para el consumo humano.  
 
Por lo mismo, si se admite que el derecho al consumo de cantidades mínimas de agua 
potable está sujeto a la regulación que haga de él el complejo institucional que conforma 
en definitiva el Estado de la democracia normal, se está poniendo en riesgo –en 
realidad- el sustento material que le otorga valor al sistema de gobierno popular, 
representado por la democracia constitucional. El respeto y la protección del derecho a 
consumir cantidades mínimas, indispensables para vivir dignamente, de agua potable es, 
entonces, una forma de garantizar la democracia constitucional y de evitar que se 
destruyan sus fundamentos. Por esa razón, las instituciones estatales deben procurarles 
a los habitantes del territorio nacional una forma de acceder a cantidades básicas del 
precioso líquido
84
. 
 
Este argumento sobre el derecho al mínimo vital de agua potable, y el reconocimiento de 
su carácter fundamental y autónomo, es motivo de aclaración de voto del Magistrado 
Mauricio González Cuervo que afirma que no puede entenderse el derecho al agua como 
un derecho fundamental autónomo y tutelarse como tal, pues la tutela de este derecho se 
da porque existe una conexidad con el derecho a la vida y la dignidad humana.  
 
La sentencia CConst, T-418/2010, M. Calle, es una continuación de la CConst, T-
143/2010, M. Calle, y en ésta el Magistrado Mauricio González Cuervo también aclara el 
voto por las mismas razones que en la anterior ocasión. 
 
El escenario en que se desarrolla la sentencia es igual que en el caso anterior la falta de 
acceso al agua potable por la inexistencia de un sistema de acueducto adecuado, se 
trata de una comunidad rural del municipio de Arbeláez – Cundinamarca, quienes están 
dispuestos a prestar la ayuda necesaria y medios económicos de alcance para el 
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desarrollo y construcción de la obra, a fin de gozar con el servicio, además desde hace 
varios años los habitantes y hoy solicitantes vienen presentando continuamente 
afecciones digestivas y diarreicas con muchos dolores, en especial en personas menores 
y ancianos. 
 
Esta sentencia amplía el espectro dado por la CConst, T-143/2010, M. Calle y no limita el 
acceso al mínimo vital de agua potable para los sujetos especialmente protegidos sino 
para todas las personas, al respecto afirma: 
 
En conclusión, (i) una persona puede reclamar mediante acción de tutela que se le 
proteja judicialmente aquellas dimensiones del derecho al agua que comprometan su 
mínimo vital en dignidad. (ii) Toda persona tiene derecho a que la Administración atienda 
adecuadamente su petición de acceder al servicio de agua, y a que, por lo menos, exista 
un plan que asegure, progresivamente, el goce efectivo de esta dimensión del derecho al 
agua. Esta dimensión positiva del derecho al agua supone, por lo menos  (*) contar con 
un plan, (**) que permita, progresivamente, el goce efectivo del derecho, y  (***) que 
posibilite la participación de los afectados en el diseño, ejecución y evaluación de dicho 
plan, en este caso en los términos de las leyes vigentes que desarrollan la Constitución 
en este ámbito. (iii) Las personas que habitan en el sector rural y tienen limitados 
recursos económicos, tienen derecho a ser protegidas especialmente, asegurándoles 
que no sean ‘los últimos de la fila’ en acceder al agua potable. (iv) Mientras se 
implementa el plan que asegure el goce efectivo de los derechos a los accionantes, 
deberán adoptarse medidas paliativas que aseguren algún mínimo acceso de 
supervivencia a agua potable. (v) Se viola el derecho al agua de una persona, al emplear 
los trámites y procedimientos ante la administración como obstáculos para impedirle 
acceder al servicio de agua. (vi) Reconocer que se desconoce un derecho constitucional 
no es una razón que pueda ser usada como justificación para desconocer otro derecho 
constitucional
85
. 
 
Posteriormente, la sentencia CConst, T-616/2010, E. Vargas se enfrenta a una situación 
de falta de acceso al agua potable para consumo humano debido a la falta de conexión 
de redes y falta de prestación continua y eficiente del servicio de acueducto, la decisión 
que toma es una orden compleja de cumplimiento progresivo, así como una orden de 
cumplimiento inmediato dirigida a proteger el mínimo vital de la comunidad afectada. 
Finalmente en sus argumentos aunque se tutela el derecho fundamental al agua, cuando 
se explica su naturaleza jurídica se basa en el principio de conexidad, de alguna manera 
concilia las posiciones antagónicas entre los magistrados Calle y González, pero 
mantiene una dualidad (derecho fundamental autónomo para todos y derecho 
fundamental por conexidad para personas especialmente protegidas). 
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 CConst, T-418/2010, M. Calle. 
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En una interpretación similar la sentencia CConst, T-082/2013, J. Pretelt, tutela el 
derecho fundamental al agua, pero sus argumentos están basados en la conexidad del 
agua como derecho colectivo con la afectación de derechos fundamentales como la vida 
y la salud, así expone: 
 
Como derecho fundamental, el derecho al agua tiene tanto un alcance subjetivo como 
objetivo
86
. La dimensión objetiva de los derechos fundamentales hace referencia a su 
poder vinculante frente a todos los poderes públicos. En efecto, los derechos 
fundamentales constituyen un sistema de valores positivizado por la Constitución que 
guía las decisiones de todas las autoridades, incluido el Legislador. Como derecho 
subjetivo, la tutela del derecho al agua puede ser reclamada ante las instancias judiciales 
en escenarios de vulneración tanto por parte del Estado como por parte de particulares, 
especialmente cuando se trata de agua para consumo humano. El reconocimiento de su 
naturaleza subjetiva ha dado lugar, por ejemplo, al desarrollo de una línea jurisprudencial 
amplia de protección por medio de la acción de tutela.
87
 
  
La titularidad del derecho al agua como derecho subjetivo está en cabeza tanto de los 
individuos como de la comunidad; por ello, la jurisprudencia ha precisado que este 
derecho comparte la naturaleza de derecho individual y colectivo. El derecho al agua es 
un derecho colectivo, por ejemplo, respecto de la obligación de protección y 
conservación de las fuentes hídricas para las generaciones futuras.
88
 Estas obligaciones 
serán, en consecuencia, reclamables por medio de acciones judiciales como las 
acciones populares
89
. 
 
Respecto a la definición de la naturaleza jurídica del derecho al agua y la procedibilidad 
de su tutela en esta línea se observa que si bien han existido planteamientos que 
establecen el carácter fundamental autónomo del derecho al agua, el argumento de la 
conexidad prevalece. 
 Suministro de agua no apta para el consumo humano 
En este escenario el agua tiene una connotación de derecho colectivo debido a que la 
falta de calidad del agua es producida por la contaminación de las fuentes hídricas 
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 Corte Constitucional, sentencia C-220 del 29 de marzo de 2011. M.P. Jorge Ignacio Pretelt 
Chaljub. 
87
 Un resumen detallado de los casos en los que la Corte Constitucional en sede de tutela ha 
amparado el derecho fundamental al agua puede hallarse en la sentencia T-418 de 2010, M.P. 
María Victoria Calle Correa. 
88
 La Corte señaló lo siguiente en la sentencia T-418 de 2010, M.P. María Victoria Calle Correa: 
“Hay dimensiones del derecho que generan obligaciones de respeto, de protección y de garantía, 
de las cuales no son titulares las personas individualmente, sino colectivamente. Las protecciones 
de las fuentes hídricas de las cuales puede depender eventualmente el consumo de agua de las 
futuras generaciones, hace parte, sin duda, de los ámbitos de protección del derecho al agua, 
pero no se trata de un derecho individual.” 
89
 CConst, T-082/2013, J. Pretelt. 
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evidenciándose una relación directa con el derecho a un ambiente sano, estableciendo 
que procede la acción de tutela por la afectación al derecho a la vida, a la salud y otros 
derechos fundamentales. 
 
La sentencia CConst, T-523/1994, A. Martínez, inicia esta línea tutelando el derecho a la 
salud por la afectación producida por las aguas contaminadas con el estiércol de la 
porqueriza instalada por el empresario antioqueño Álvaro Vásquez en su finca El Buen 
Suceso (colindante de La Carolina propiedad de la familia Uribe Vélez) en el municipio de 
Yarumal en la vereda Llanos de Cuivá. El señor Vásquez es referenciado en el libro de 
Olga Behar El Clan de los Doce Apóstoles90 como colaborador de este grupo, allí 
también se explica: “El expediente N° T-34561 surtió todo el proceso judicial y en forma 
rápida y eficaz, en sólo nueve meses, los damnificados lograron, el 22 de noviembre de 
1994, la sentencia condenatoria T-523/94 de la Corte Constitucional. Eran valientes los 
195 habitantes de los Llanos de Cuivá del municipio de Yarumal, encabezadas por María 
de Jesús Medina Pérez, pues en el lugar corría la sangre y Vásquez era uno de los 
señalados de promover desde el punto de vista financiero los hechos de violencia.”91 
 
Esta sentencia es importante también para el tema de la función ecológica de la 
propiedad92 pues se considera que se atenta contra tal función cuando se contaminan las 
fuentes de agua porque se altera el equilibrio ecológico. La sentencia además relaciona 
el servicio público de acueducto con el derecho a un ambiente sano en este sentido 
indica: “Entonces si, la pureza del agua que llega por acueducto es algo que debe estar 
ligado a la búsqueda de un ambiente sano, y si un particular deteriora la fuente de agua, 
se colige que los usuarios quedan en indefensión y que, además, al quedar afectado el 
interés colectivo en algo que tiene que ver con un servicio público, con mayor razón cabe 
la tutela.”93 
 
Es pertinente señalar como la idea de propiedad privada que pretende imponerse sobre 
un bien común puede ser desvirtuada incluso para personas que representan algún 
poder en la sociedad, así la sentencia concluye: “El señor Vásquez antepone el lucro de 
su «cochera» al derecho que tienen los usuarios de consumir agua potable. (…) El señor 
Vásquez debe entender que la propiedad tiene una función ecológica y que el interés de 
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 BEHAR, Olga. El clan de los doce apóstoles. Conversaciones con el mayor Juan Carlos 
Meneses. Icono Editorial. 2011. 206 p.  
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 Ibíd., p. 41. 
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 Fue analizada en una tesis sobre el tema. BOTERO, Marcela y URIBE, Ana. Investigación 
Jurisprudencial de las sentencias promulgadas por la Corte Constitucional entre los años de 1992 
y 2003 sobre el concepto de función ecológica de la propiedad. Trabajo de grado Abogada. 
Bogotá D.C. Universidad Pontificia Javeriana. Facultad de Ciencias Jurídicas. 2004. 200 p. 
Consulta en línea: 
http://www.javeriana.edu.co/biblos/tesis/derecho/dere6/DEFINITIVA/TESIS36.pdf 
93
 CConst, T-523/1994, A. Martínez. 
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una comunidad a defender su salud está por encima del interés económico del dueño del 
predio.”94 
 
La Sentencia CConst, T-410/2003, J. Córdoba, es una sentencia importante porque hace 
una reconceptualización95 de la línea jurisprudencial de la falta de acceso al agua potable 
para el consumo humano porque además de afirmarla, explica mejor y de forma más 
directa el carácter fundamental del derecho al agua: “Por su parte, la jurisprudencia 
constitucional, desde sus primeras sentencias, ha señalado que el derecho al agua 
es un derecho fundamental cuando está destinado para el uso de las personas, en 
cuanto contribuye a la vida, la salud y la salubridad pública, y que, por el contrario, no 
es un derecho fundamental, cuando se destina a otro tipo de necesidades, tales como 
la explotación agropecuaria o a terrenos deshabitados.”96 (Negrilla fuera de texto). 
 
En igual sentido la Sentencia CConst, T-888/2008, M. Monroy, hace una nueva 
reconceptualización de línea jurisprudencial orientándola de nuevo hacia la relación del 
derecho al agua con el derecho a un medio ambiente sano: “la Corte ha determinado que 
procede la acción de tutela para proteger el derecho fundamental al agua potable 
cuando: i) se demuestre que se requiere para el consumo humano, pues en caso 
contrario no se trata de un derecho fundamental y, por lo tanto, no debe utilizarse este 
mecanismo procesal sumarial sino la acción popular; ii) se pruebe que el agua que se 
ofrece al accionante y/o a una comunidad determinada se encuentra contaminada o no 
se presta en condiciones aptas para el consumo de las personas97 y, iii) los usuarios 
cumplen con los requisitos señalados en la ley y los reglamentos para la instalación del 
servicio público, pues este derecho también implica el deber de acatar las normas 
técnicas especializadas para la correcta prestación del servicio.”98. 
 
Para este mismo escenario la Corte se ha apartado de la línea en una oportunidad, en la 
sentencia CConst, T-023/1995, J. Arango consideró:  
 
Si se tiene en cuenta que centenares de municipios no disponen del servicio de 
acueducto, o que muchos de los acueductos no tienen sistemas de purificación de agua, 
no resulta aceptable el acudir a la acción de tutela para conseguir la no prestación del 
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 CConst, T-523/1994, A. Martínez. 
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 Ver LOPEZ, Op. cit. p. 165. “En estas sentencias la Corte revisa una línea jurisprudencial en su 
conjunto y la afirma, aunque introduce una nueva teoría o interpretación que explica  mejor, a los 
ojos de la Corte, el sentido general que ha mantenido la línea a lo largo del tiempo.” 
96
 CConst, T-410/2003, J. Córdoba. 
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 En sentencia T-576 de 2005. M.P. Humberto Sierra Porto, la Sala Novena de Revisión negó la 
tutela porque “en el caso en concreto no están presentes los requisitos de procedencia de la 
acción de tutela en referencia con la vulneración de derechos colectivos ya que no se logra probar 
la amenaza o vulneración de derechos fundamentales y por último que las peticionarias contaban 
con un medio judicial eficaz, idóneo y diferente a la acción de tutela para la protección sus 
derechos”. 
98
 CConst, T-888/2008, M. Monroy. 
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servicio. Es verdad que es necesario elevar el nivel de vida de todos los habitantes. Pero 
el camino para ello es el mejoramiento de los  servicios públicos que existen, y no su 
supresión. Si, en principio, no resulta admisible el que los jueces, al fallar sobre las 
acciones de tutela, impartan a los encargados de la administración la orden de construir 
obras, tales como carreteras, hospitales, estadios, etc., menos aceptable aún es la orden 
de suspender el servicio público que se está prestando. 
 
 Conflictos por usos del agua   
Estos conflictos se presentan por la reducción del caudal de una fuente hídrica destinada 
para el consumo humano, así la sentencia CConst, T-244/1994, H. Herrera, plantea la 
afectación del cauce de la quebrada por la construcción de una obra de represamiento de 
las aguas por parte de los accionados y considera, igual que la jurisprudencia expuesta, 
que gozar del agua es un derecho, también es un servicio público esencial que está en 
relación directa con el derecho fundamental a la vida, así expone:  
 
En virtud a lo anterior, estima la Corte se le dará solución al derecho que le asiste al 
peticionario y a la comunidad de Peladeros, Guaduas, a gozar del agua, como servicio 
público esencial, lo cual tiene directa y estrecha relación con el derecho fundamental de 
la persona y de la comunidad a la vida, y además, se hará realidad el propósito del 
constituyente de 1991 de lograr el bienestar y mejoramiento de la calidad de vida de la 
población, como finalidad social y esencial del Estado colombiano, en orden a atender 
y solucionar las necesidades insatisfechas de "saneamiento ambiental y de agua 
potable" - artículos 365 y 366 de la Carta Política
99
. 
 
La sentencia CConst, T379/1995, A. Barrera, relaciona el suministro de agua potable con 
el derecho a un ambiente sano y su relación directa con derechos fundamentales, 
mientras que la sentencia CConst, T-381/2009, J. Pretelt, vuelve a considerar la relación 
del derecho al agua con un servicio público domiciliario que puede ser protegido 
constitucionalmente cuando se relaciona con la vida, la salud y la salubridad de las 
personas. 
 
La línea jurisprudencial del acceso al agua se caracteriza porque generalmente acoge el 
precedente pero a la vez avanza en la conceptualización y fundamentación de este 
derecho, o agrupa precedentes, de ahí que resaltan sentencias hito que han introducido 
cambios no en el sentido estricto sino que complementan la subregla. Por ejemplo, la 
sentencia CConst, T-413/1995, A. Martínez, basada en el precedente de la CConst, T-
578 de 1992, A. Martínez, considera: “el derecho al agua, para el uso de las personas, en 
cuanto contribuye a la salud, a la salubridad pública, y, en últimas, a la vida, SI es un 
derecho fundamental y que, por el contrario, NO lo es cuando se destina a la explotación 
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agropecuaria o a un terreno deshabitado.”, introduce al precedente “el derecho al agua”; 
la restricción de la destinación para consumo humano y continúa con el criterio de 
conexidad del agua con otros derechos fundamentales. 
 
 Agua para personas privadas de la libertad 
La sentencia CConst, T-764/2012, J. Pretelt, se basa en el precedente para explicar el 
carácter fundamental del derecho al agua, no solo en la sentencia CConst, T-578/1992, 
A. Martínez, sino también en otras más recientes como la CConst, C-220/2011, J. Pretelt, 
que define las dimensiones subjetiva y objetiva del derecho al agua, acoge precedentes 
respecto las condiciones vitales mínimas de una persona privada de la libertad e 
informes internacionales sobre las cantidades de agua necesaria para este tipo de 
condición humana, y protege el derecho al acceso al agua potable advirtiendo que debe 
ser en cantidades suficientes. 
 
 Suspensión del servicio de acueducto a personas especialmente protegidas 
 
La sentencia CConst, C-150/2003, M. Cepeda, complementa el precedente 
jurisprudencial ya analizado en otros escenarios constitucionales, porque determina con 
efectos erga omnes y de cosa juzgada que “las empresas prestadoras de servicios 
públicos se abstengan de suspender el servicio cuando dicha interrupción tenga como 
consecuencia el desconocimiento de derechos constitucionales de sujetos especialmente 
protegidos o, impida el funcionamiento de hospitales y otros establecimientos también 
especialmente protegidos en razón a sus usuarios, o afecte gravemente las condiciones 
de vida de toda una comunidad”. La aplicación de esta sentencia constituye una 
excepción de inconstitucionalidad del carácter oneroso de los servicios públicos 
domiciliarios fijada por la Ley 142 de 1994. 
 
La sentencia CConst, T-881/2002, E. Montealegre, fue ampliamente citada (Ver Anexo C) 
para determinar que el acceso al agua hace parte de las condiciones mínimas de 
existencia necesarias para la dignidad humana, lo que se ve directamente relacionado 
con el acceso mínimo al agua100. 
 
En este orden de ideas se ha acogido101 como precedente frente a la falta de acceso al 
agua que: El agua es derecho fundamental cuando se destina para el consumo humano 
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 CConst, T-143/2010, M. Correa. 
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 CConst, T-348/2013, L. Vargas: “Así lo estableció esta Corte en la sentencia T-578 de 1992 
M.P Alejandro Martínez Caballero, en la que dijo: “En principio, el agua constituye fuente de vida y 
Capítulo 2 41 
 
en cuanto contribuye a la salud y salubridad pública y no se puede suspender el servicio 
público de acueducto cuando se afectan personas en estado de debilidad manifiesta. 
 
En conclusión la jurisprudencia de la Corte ha definido unas subreglas cuando se vulnera 
el acceso al agua potable: 1. El agua es indispensable para el desarrollo de otros 
derechos fundamentales como la salud y la vida en condiciones dignas, 2. No se puede 
suspender el servicio público de acueducto cuando se afectan personas en estado de 
debilidad manifiesta, y 3. El agua es derecho fundamental cuando se destina para el 
consumo humano. 
 
2.3 Mínimo vital de agua potable 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional con la sentencia CConst, T-270/2007, J. 
Araújo comenzó a explorar el contenido del derecho al agua en los términos de la 
Observación General No. 15 sobre el derecho al agua como criterio válido de 
interpretación de derechos humanos que hacen parte del bloque de constitucionalidad 
como es el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. En este 
caso la Corte resolvió el problema si se afectaba el derecho a la vida en condiciones 
dignas y a la salud en conexidad con la vida con la decisión de Empresas Públicas de 
Medellín de suspender el servicio de acueducto en la vivienda de la accionante por falta 
de pago mensual del consumo, quien tenía requería condiciones óptimas de aseo y una 
cantidad de agua suficiente para un tratamiento médico de diálisis peritoneal ambulatoria, 
situación que la caracteriza como sujeto de especial protección. 
 
A partir de ese momento, la jurisprudencia constitucional ha evaluado con mayor 
recurrencia situaciones similares de suspensión del servicio de acueducto por falta de 
pago, para las cuales ha seguido el precedente ya observado en el ítem anterior, ha 
definido aspectos o variables que determinan la procedencia de la tutela del derecho 
                                                                                                                                              
 
la falta de servicio atenta directamente con el derecho fundamental a la vida de las personas. Así 
pues, el servicio público domiciliario de acueducto y alcantarillado en tanto que afecte la vida de 
las personas (CP art.11), la salubridad pública (CP arts. 365 y 366), o la salud (CP art. 49), es un 
derecho constitucional fundamental”. Posteriormente, esta afirmación ha sido reiterada en 
múltiples ocasiones, por ejemplo, en las sentencias C- 150 de 2003 M.P. Manuel José Cepeda 
Espinosa, T-1150 de 2001 M. P. Alvaro Tafur Galvis, T-1225 de 2001 M.P. Alfredo Beltrán Sierra, 
T-636 de 2002 M.P. Alfredo Beltrán Sierra, T-490 de 2003 M.P. Clara Inés Vargas Hernández, T-
270 de 2007 M.P. Jaime Araujo Rentería, T-381 de 2009 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, T-
915 de 2009 M.P. Nilson Pinilla Pinilla, T-546 de 2009 M.P. María Victoria Calle Correa,  T-616 de 
2010 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, T-717 de 2010 M.P. María Victoria Calle Correa, T-418 de 
2010 M.P. María Victoria Calle Correa y, C-220 de 2011 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, T-055 
de 2011 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, T-740 de 2011 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, 
T-918 de 2011 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, T-089 de 2012 M.P. Gabriel Eduardo Mendoza 
Martelo, T-188 de 2012 M.P. Humberto Antonio Sierra Porto, entre muchas otras.” 
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respecto a reconexiones irregulares, o si realizar el acuerdo de pago es condición para la 
reconexión, todo ello en el marco de la protección del mínimo vital. 
 
Para establecer cómo ha desarrollado la Corte Constitucional el mínimo vital de agua 
potable se realiza un seguimiento de las sentencias cuando los supuestos de hecho se 
relacionan con la suspensión del servicio de acueducto por falta de pago. Se analizaron 
16 sentencias102 que resuelven problemas jurídicos similares, tres103 de ellas introdujeron 
complementaciones o agruparon precedentes por lo que adquieren así importancia. 
 
La sentencia CConst, T-546/2009, M. Calle, desarrolló con base en el precedente104, 
nuevas condiciones que incluyen directamente la protección de un mínimo vital de agua 
potable relacionado con el cambio en la forma de prestar el servicio que garantice unas 
cantidades mínimas de subsistencia, este ha sido un precedente jurisprudencial acogido 
y precisado por la demás jurisprudencia referente al tema. Esta sentencia desarrolla el 
derecho al mínimo vital de agua potable, a partir del cambio en la forma de prestación del 
servicio que garantice ‘unas’ cantidades mínimas de subsistencia cuando se cumplen 
determinados requisitos, a saber: “Si el incumplimiento es involuntario u obedece a una 
fuerza insuperable; si, además, el domicilio a que se destinan está habitado por personas 
que merecen una especial protección constitucional; si el servicio es de aquellos 
indispensables para garantizar otros derechos fundamentales como la vida, la igualdad, 
la dignidad o la salud; y si, por último, se dan las condiciones establecidas en la ley para 
la suspensión,  lo que debe suspenderse es la forma de prestar el servicio público”105.  
 
La sentencia también hace énfasis en la necesidad del mínimo vital de agua potable para 
los niños y reitera jurisprudencia sobre el carácter fundamental del derecho al agua 
cuando se destina al consumo humano porque solo así están en conexión con el derecho 
a la vida digna y la salud. Además para definir la cantidad mínima adecuada para la vida 
digna se fundamenta en la Organización Mundial de la Salud106 y este argumento se 
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 CConst, T-546/2009, M. Correa; CConst, T-614/2010, L. Vargas; CConst, T-717/2010, M. 
Correa; CConst, T-740/2011, H. Sierra; CConst, T-928/2011, L. Vargas; CConst, T-471/2011, L. 
Vargas; CConst, T-752/2011, L. Vargas; CConst, T-725/2011, N. Pinilla; CConst, T-749/2012, M. 
Correa; CConst, T-496/2012, J. Pretelt; CConst, T-925/2012, A. Estrada; CConst, T-179/2013, G. 
Mendoza; CConst, T-242/2013, L. Vargas; CConst, T-573/2013, A. Rojas; CConst, T-348/2013, L. 
Vargas; CConst, T-864/2013, A. Rojas. 
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 CConst, T-546/2009, M. Correa; CConst, T-717/2010, M. Correa; CConst, T-740/2011, H. 
Sierra. 
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 El agua es derecho fundamental cuando se destina para el consumo humano en cuanto 
contribuye a la salud y salubridad pública y no se puede suspender el servicio público de 
acueducto cuando se afectan personas en estado de debilidad manifiesta. 
105
 CConst, T-546/2009, M. Correa. 
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 CConst, T-546/2009, M. Correa. “De acuerdo con el Informe del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre el alcance y el contenido de las obligaciones 
pertinentes en materia de derechos humanos relacionadas con el acceso equitativo al agua 
potable y el saneamiento que imponen los instrumentos internacionales de derechos humanos.  
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constituye también en precedente como se verá a partir de la sentencia CConst, T-740/, 
H. Sierra. 
 
La sentencia CConst, T-614/2010, L. Vargas, consolida la línea fundada por la CConst, 
T-546/2009, M. Calle sobre las condiciones que deben cumplirse para suspender el 
servicio público de acueducto o lo que sería lo mismo para que proceda la acción de 
tutela para solicitar la reconexión de un servicio público esencial, además que la 
complementa al incluir como requisito que no haya reconexión fraudulenta del servicio, 
situación que marca el patrón fáctico de la misma sentencia CConst, T-546/2009, M. 
Calle. Pero quizá, el punto que se diferencia del precedente es que condiciona la 
reconexión que debe realizar la empresa si se realizan las gestiones para suscribir el 
acuerdo de pago. 
 
La Magistrada Maria Victoria Calle Correa salvó su voto porque no está de acuerdo con 
la decisión, toda vez que no se acogió la sentencia CConst, T-546/2009, M. Calle sobre 
cambiar la forma de prestar el servicio garantizando unas cantidades mínimas cuando se 
afecta con la suspensión un sujeto de especial protección constitucional, sino que ordenó 
la reconexión plena e ilimitada. 
 
La sentencia T- 717 de 2010 consolida la línea fundada por la sentencia T-546 de 2009 al  
decir: 
Todo usuario que pretenda la continuidad en la prestación de los servicios públicos, pese 
a la falta de pago, tiene al menos dos cargas. La primera carga es la de informar que (i) 
en su vivienda reside al menos un sujeto especialmente protegido (por ejemplo, un 
menor de edad, una persona gravemente enferma, o de la tercera edad), que (ii) la 
suspensión del servicio público puede aparejar el desconocimiento de los derechos 
constitucionales de ese sujeto, y que (iii) el incumplimiento de las obligaciones facturadas 
se debe a circunstancias involuntarias, insuperables e incontrolables. La segunda carga 
es la de probar al menos la condición (i) –la presencia en el hogar de un sujeto de 
especial protección-. Pero, además, quienes no hayan sido clasificados en el nivel uno 
                                                                                                                                              
 
 “[s]i bien incumbe a cada país determinar el volumen mínimo razonable de agua necesaria para 
satisfacer los usos personales y domésticos, las cifras suministradas en las publicaciones de la 
Organización Mundial de la Salud (OMS) pueden servir de orientación útil. Por consiguiente, se 
necesitan entre 50 y 100 litros de agua por persona por día para asegurar la satisfacción de todas 
las necesidades de salud (31). El umbral de 25 litros por persona por día representa el nivel 
mínimo para mantener la vida, pero esta cantidad plantea problemas de salud, ya que es 
insuficiente para atender las necesidades de higiene básica y consumo (32). En los casos de 
emergencia, tales como desastres naturales, conflictos o situaciones después de los conflictos, el 
Manual del Proyecto Esfera sugiere un abastecimiento básico de 7,5 a 15 litros mínimos por 
persona y por día, ya que puede no haber suficiente agua disponible para atender a todos los 
usos personales y domésticos (33). Estas diversas cantidades son indicativas, ya que pueden 
cambiar con arreglo a un contexto en particular, y pueden diferir en el caso de algunos grupos, 
debido a su estado de salud, trabajo, condiciones climáticas, exigencias culturales u otros 
factores”.” 
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(1) del Sisben, deben probar la condición (ii) -que la suspensión del servicio público 
puede aparejar el desconocimiento de los derechos constitucionales de ese sujeto- y la 
condición (iii) -el incumplimiento en el pago de las facturas se debe a circunstancias 
involuntarias, insuperables e incontrolables-. Porque en el caso de las personas que 
estén en las condiciones del nivel uno (1) de Sisben, las condiciones (ii) y (iii) deben ser 
presumidas y, por lo tanto, sólo puede procederse a la suspensión del servicio, si la 
empresa de servicios públicos a) desvirtúa esas presunciones o b) justifica de forma 
suficiente el corte del agua potable. Eso sí, no puede ser considerada como justificación 
suficiente la simple constatación del incumplimiento en el pago de servicios públicos. Si 
efectivamente concurren (debido a la prueba o a la prueba y la presunción) las 
condiciones (i), (ii) y (iii), entonces la empresa de servicios públicos puede suspender la 
forma de prestar el servicio de acueducto, y pasar a suministrarle al usuario cantidades 
mínimas de agua potable a los sujetos de especial protección constitucional, que 
satisfagan sus necesidades básicas y le garanticen una vida verdaderamente digna y 
humana. 
 
Además de agrupar el precedente, esta sentencia se caracteriza porque aclara que en la 
sentencia CConst, T-546/2009, M. Calle, no se estableció una regla respecto a la 
improcedencia de la tutela cuando hay reconexión irregular porque se deben observar los 
hechos relevantes en cada caso, y excluir aquellos eventos en los que se afectan 
menores de edad por la falta de acceso a cantidades mínimas de agua potable. 
 
La sentencia CConst, T-740/2011, H. Sierra, incluye otro procedimiento en el caso de 
suspensión del servicio público de acueducto por la falta de pago a una persona 
especialmente protegida por la Constitución, en ese sentido dice: 
En conclusión, el servicio público de acueducto es un servicio de carácter oneroso, por 
ello la suspensión de éste por el incumplimiento en el pago es constitucionalmente 
admisible. No obstante, cuando el impago se presente por un usuario que se encuentre 
bajo la categoría de sujeto de especial protección, la empresa prestadora del servicio de 
agua deberá realizar los acuerdos de pago con el deudor de la mencionada prestación 
económica de acuerdo con su capacidad económica. En el evento en que aquél 
manifieste y pruebe que no puede cumplir con los referidos acuerdos, la empresa de 
servicios públicos está obligada a garantizar un consumo mínimo de agua, conforme a lo 
establecido en esta sentencia. Finalmente, la inobservancia de estas conductas por parte 
de la entidad encargada del suministro de agua potable impondrá la carga a ésta de 
asumir la totalidad del servicio hasta tanto se supere las condiciones que impidieron el no  
pago por el usuario. 
 
Esta sentencia define que el mínimo vital de agua potable es de 50 litros por persona al 
día que se deben garantizar con un reductor de flujo en el caso que se demuestre la 
imposibilidad de pago de la deuda, también abre el paso para que los acueductos 
comunitarios obtengan subsidios de las administraciones municipales para garantizar el 
acceso al agua a los comunales o asociados. 
 
La sentencia CConst, T-928/2011, L. Vargas, justifica que se aparta del precedente de la 
sentencia CConst, T-546/2009, M. Calle, según el cual no procede la acción de tutela si 
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por la vía de hecho ya se está accediendo al agua; la razón es que la situación evaluada 
es diferente pues si bien se habían realizado conexiones irregulares no se estaba 
accediendo al agua en el momento de la tutela; esta justificación ha sido igualmente 
acogida por sentencias de tutela posteriores, así como también ha sido de amplia 
aceptación jurisprudencial la advertencia que se hace a la empresa de abstenerse de 
suspender nuevamente el servicio ante nuevos incumplimientos. La reiteración de 
jurisprudencia y el seguimiento del precedente es el común denominador en las 
sentencias que resuelven situaciones de falta de acceso al agua potable de personas 
especialmente protegidas debido a la suspensión del servicio de acueducto por falta de 
pago, esto permite identificar unas características comunes ( 
 
Tabla 2-1). 
 
Tabla 2-1:  Características comunes en las sentencias analizadas 
Características Sentencias 
Acogen precedentes CConst, T-578 de 1992, 
CConst, C-150/2003, M. Cepeda (presencia de 
personas especialmente protegidas) 
CConst, T-546/2009, M. Calle; CConst, T-614/2010, L. 
Vargas; CConst, T-717/2010, M. Calle; CConst, T-
740/2011, H. Sierra; CConst, T-928/2011, L. Vargas; 
CConst, T-471/2011, L. Vargas; CConst, T-752/2011, L. 
Vargas; CConst, T-725/2011, N. Pinilla; CConst, T-
496/2012, J. Pretelt; CConst, T-749/2012, M. Correa; 
CConst, T-925/2012, A. Estrada; CConst, T-179/2013, G. 
Mendoza; CConst, T-242/2013, L. Vargas; CConst, T-
573/2013, A. Rojas; CConst, T-348/2013, L. Vargas; 
CConst, T-864/2013, A. Rojas. 
Ordenan realizar acuerdo de pago y ese pago 
no debe vulnerar el derecho al mínimo vital 
Ordenan reductor de flujo que garantice 50 lts 
persona/día, en el caso que la actora no pueda 
cumplir acuerdo de pago 
CConst, T-740/2011, H. Sierra. 
Ordenan reductor de flujo que garantice 50 lts 
persona/día y la no suspensión ante nuevos 
incumplimientos.  
CConst, T-928/2011, L. Vargas; CConst, T-471/2011, L. 
Vargas; CConst, T-925/2012, A. Estrada; CConst, T-
179/2013, G. Mendoza; CConst, T-242/2013, L. Vargas; 
CConst, T-573/2013, A. Rojas; CConst, T-864/2013, A. 
Rojas. 
Ordenan reductor de flujo que garantice 20 lts 
persona/día y la no suspensión ante nuevos 
incumplimientos 
CConst, T-752/2011, L. Vargas. 
Impone condiciones tutelar: que no haya 
conexión irregular y que la reconexión se 
realice si hay cumplimiento del acuerdo de pago 
CConst, T-614/2010, L. Vargas; CConst, T-496/2012, J. 
Pretelt. 
Reconexión sin reductor de flujo 
 
CConst, T-614/2010, L. Vargas; CConst, T-725/2011, N. 
Pinilla; CConst, T-496/2012, J. Pretelt. 
Se evidenció reconexión irregular CConst, T-546/2009, M. Calle; CConst, T-717/2010, M. 
Calle; CConst, T-928/2011, L. Vargas; CConst, T-
471/2011, L. Vargas; CConst, T-725/2011, N. Pinilla; 
CConst, T-925/2012, A. Estrada; CConst, T-242/2013, L. 
Vargas; CConst, T-573/2013, A. Rojas; CConst, T-
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Características Sentencias 
348/2013, L. Vargas. 
Fuente: Elaboración propia 
 
Se observa que en la mitad de las sentencias analizadas se ordena expresamente en la 
decisión judicial que ante el evento de incumplimiento de nuevos periodos de facturación 
no se podrá suspender el servicio a personas especialmente protegidas y que no cuentan 
con los recursos económicos para seguir pagando las facturas, este es el precedente que 
finalmente protege un acceso continuo al agua y que se ha consolidado como línea 
jurisprudencial. 
 
Esta afirmación de la Corte Constitucional parece novedosa y que introduce otras 
consideraciones, es muy importante porque da fundamento a la lucha social de los 
Desconectados y a la gestión de políticas públicas o normas que busquen garantizar la 
continuidad de los servicios públicos, en este caso el acceso al agua. Pero, desde la 
sentencia CConst, C-150/2003, M. Cepeda, una sentencia que tiene efectos erga 
omnes107 se había dispuesto que NO se puede suspender el servicio de acueducto a 
personas especialmente protegidas. 
 
2.4 Conclusiones preliminares 
La jurisprudencia ha tutelado el derecho al agua como fundamental por su conexidad con 
el derecho a la vida que se refiere a la dignidad humana e implica un mínimo de 
subsistencia, en este caso el acceso a un mínimo de agua, y precisamente por ese 
carácter social solo ha sido tutelado a personas especialmente protegidas. 
 
Si bien es una constante el seguimiento del precedente inicial que fundamenta la 
procedencia de la tutela en la relación del acceso al agua o del servicio público 
domiciliario de acueducto con un derecho fundamental, también es cierto que después 
del año 2007 la jurisprudencia de la Corte Constitucional amplió sus referentes al 
entender el derecho al agua con base en instrumentos internacionales como la 
Observación General No. 15, según esta norma se contemplaron los componentes del 
contenido normativo, como son la disponibilidad, la calidad y accesibilidad de cantidades 
suficientes de agua, estas condiciones del derecho implican obligaciones para el Estado 
de respetar, proteger y cumplir108.  
                                               
 
107
 Es decir que vincula a todas las autoridades, incluyendo al legislador y a los jueces. 
108
 La sentencia CConst, T-740/2011, H. Sierra resume; “existen tres tipos de obligaciones: 
“respetar”, “proteger” y cumplir” […]. A su vez, este último deber relacionado con “hacer efectivo” 
el derecho se subdivide en tres: facilitar proporcionar y promover”.   (…) La obligación de respetar 
implica el deber por parte del Estado de abstenerse de interferir, obstaculizar, o impedir el 
ejercicio de cualquier derecho, es decir que este ente “no adopte medidas que impidan el acceso 
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La Corte ha profundizado en estas obligaciones del Estado y ha definido tanto facetas 
positivas como negativas, debido a las actuaciones positivas del Estado se ha 
desarrollado también el carácter subjetivo del derecho al agua109, pues algunas de estas 
obligaciones son de cumplimiento progresivo y otras de cumplimiento inmediato110. 
 
Lo anterior, ha conllevado a que las decisiones sean más precisas no solo respecto a 
órdenes complejas, sino también en los casos de simple abstención, así la empresa 
además de abstenerse de suspender el servicio de acueducto debe garantizar la 
cantidad de agua mínima necesaria para la vida digna incluso con la implementación de 
tecnologías de bajo consumo como los reductores de flujo en los casos que sea 
imposible cumplir con el acuerdo de pago. 
  
Respecto a los derechos tutelados también se nota un cambio, pues cada vez es más 
común111 que se tutele expresamente el derecho fundamental al agua, aunque al mismo 
tiempo se acoja el precedente basado en la conexidad proferido desde los comienzos de 
la Corte Constitucional. Siguen estando vigentes las decisiones que tutelan derechos a la 
vida o la salud a pesar que las órdenes están precisamente dirigidas a suspender o 
                                                                                                                                              
 
a los derechos o menoscaben el disfrute de los mismos”  (…) De esta manera, la obligación de 
respeto en lo que respecta al derecho al agua se configura como un deber de abstención por 
parte del Estado. (…) La obligación de proteger, por su parte, implica el deber “adoptar las 
medidas que sean necesarias y que, de acuerdo a las circunstancias, resulten razonables para 
asegurar el ejercicio de esos derechos e impedir la interferencia de terceros” , es decir, esta 
obligación se concreta, en un deber del Estado de regular el comportamiento de terceros, ya sean 
individuos, grupos, empresas y otras entidades, con el objetivo de impedir que estos interfieran o 
menoscaben en modo alguno el disfrute del derecho. (…) La obligación de cumplir “requiere que 
se reconozcan los derechos en los sistemas legales y se adopten políticas y medidas, de 
cualquier índole, destinadas a satisfacerlos” , ésta se subdivide en las obligaciones de facilitar que 
“consiste en el deber de iniciar actividades con el fin de fortalecer el acceso al derecho o su 
disfrute, o ayudar a los particulares para lograr tales fines” . El deber de promover implica “realizar 
acciones tendientes a difundir, educar, o capacitar a la población para el ejercicio de los mismos”. 
Por último, surge la obligación de proporcionar que supone asegurar que el titular del derecho 
“[acceda] al bien protegido por un derecho cuando un grupo o individuo por circunstancias ajenas 
a su control, no pueda disfrutar el mismo”.      
109
 CConst, C-220/2011, J. Pretelt. 
110
 CConst, T-143/2010, M. Correa. “Por lo tanto, aun cuando de un derecho fundamental se 
deriven obligaciones de carácter progresivo, el o los titulares del derecho fundamental pueden 
exigirle al obligado el cumplimiento inmediato de ciertas obligaciones, relacionadas con la 
adopción de un plan, los contenidos del mismo y la forma de adoptarlo, implementarlo y 
evaluarlo.”.   
111
 CConst, T-717/2010, M. Correa; CConst, T-471/2011, L. Vargas; CConst, T-925/2012, A. 
Estrada; CConst, T-749/2012, M. Correa; CConst, T-242/2013, L. Vargas; CConst, T-573/2013, A. 
Rojas; CConst, T-864/2013, A. Rojas. sobre situaciones de suspensión del servicio por falta de 
pago. Mientras en las que se tutela el derecho al agua de comunidades tutelan expresamente en 
su decisión el derecho al agua. 
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solucionar la afectación del acceso al agua, eso sí, sólo para personas especialmente 
protegidas. 
 
Teniendo en cuenta que: a) la Corte ha construido una línea jurisprudencial sólida del 
derecho al agua respecto a la suspensión del servicio de acueducto por la falta de pago 
del consumo mensual, b) esta construcción jurisprudencial refleja la exigibilidad social del 
derecho al agua, c) la Corte ha definido las condiciones para que las empresas se 
abstengan de suspender el servicio por ser inconstitucional, y d) ha definido la cantidad 
mínima de agua necesaria para la subsistencia; se puede concluir entonces que el 
mínimo vital de agua facilita la eficacia del derecho al agua respecto a su aplicación, 
porque ha sido la solución que finalmente la Corte Constitucional ha reiterado para la 
falta de acceso al agua en las circunstancias referidas. 
  
 
3. Cumplimiento de las sentencias 
de la Corte Constitucional sobre 
mínimo vital de agua en 
Antioquia 
Si bien el mínimo vital de agua potable es aplicado por los jueces, tanto locales como 
nacionales, es con el cumplimiento de estas decisiones que se aporta a la eficacia del 
derecho al agua. Además del cumplimiento de estas sentencias y el aporte que hace el 
precedente jurisprudencial en la representatividad social y eficacia del mínimo vital de 
agua potable, las Políticas Públicas, Acuerdos y Decretos que se han promulgado en 
Colombia, han sido la forma de materializar el acceso a una cantidad de agua gratuita a 
parte de la población. 
 
Respecto al concepto de eficacia del derecho, Mauricio García Villegas112 lo delimita 
haciendo la salvedad que se trata de un ejercicio metodológico, como eficacia 
instrumental y eficacia simbólica, entendiendo la primera en el sentido de J. Austin y H. 
Kelsen113 donde la eficacia de una norma atiende el hecho de que sea aplicada y 
cumplida; y la segunda como el impacto que produce el discurso jurídico en la 
representación social, ya sea por la aceptación que por sí mismo inculca o por la 
estrategia de generar objetivos normativos no declarados. 
 
Por su parte la Corte Constitucional114 ha precisado que la eficacia jurídica o aplicabilidad 
de una norma equivale a la posibilidad de producir efectos jurídicos, o al menos que sea 
susceptible de hacerlo. Ha de entenderse que tales efectos jurídicos consisten en la 
creación, modificación o extinción de situaciones jurídicas mientras permanece vigente la 
norma. Distinto al concepto de eficacia jurídica de las disposiciones es el de eficacia 
social de las mismas, que alude a su aptitud para cumplir con sus objetivos políticos. 
 
                                               
 
112
 GARCÍA, Mauricio. La eficacia simbólica del derecho. UNIANDES. 1993. Santafé de Bogotá 
D.C. 308 p. 
113
 Citado por GARCÍA, Op. cit. p.88. 
114
 ESCRUCERÍA, Op. cit. 
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Por eso no solo se pretende conocer la jurisprudencia sobre el tema sino también evaluar 
la eficacia jurídica del derecho humano al agua, a partir de la verificación del 
cumplimiento de la jurisprudencia de la Corte Constitucional que ha garantizado un 
mínimo vital de agua en Antioquia cuando la falta de agua se debe a la suspensión del 
servicio por falta de pago.  
 
De las 16 sentencias analizadas que han otorgado un mínimo vital de agua potable a 
personas especialmente protegidas que no cuentan con acceso al agua por la 
suspensión del servicio debido a la falta de pago, hay 8 sentencias que resuelven 
acciones de tutela interpuestas en la ciudad de Medellín y una en el municipio de 
Guarne, Antioquia. 
 
Estos casos de tutela, fueron localizados y visitados con el fin de identificar algunos 
aspectos de su cumplimiento, para ello se realizaron preguntas abiertas sobre: ¿Cuándo 
le notificaron la decisión de la Corte de la acción de tutela?, ¿Cuándo le restablecieron la 
prestación del servicio de agua potable?, ¿Cuánta cantidad le otorgaron?, ¿Ha realizado 
acuerdo de pago (condiciones de pago y cumplimiento)?, ¿Le han suspendido 
nuevamente el servicio? 
 
Para dar respuesta a los interrogantes planteados, fue necesario realizar primero un 
análisis integral de la jurisprudencia, segundo indagar en cada grupo familiar beneficiado 
con las acciones interpuestas cuál ha sido el proceder de la empresa y de ellos mismos 
después del fallo de tutela y por último hacer una sistematización de la información que 
permita la individualización de las acciones interpuestas y sus efectos, como a 
continuación se describe. 
 
3.1 Leonor Helena Medina Torres (CConst, T-717/2010, M. 
Calle) 
Familia conformada por tres menores de edad, uno de ellos con discapacidad auditiva y 
la madre cabeza de familia también presenta una disminución en su capacidad física 
para movilizarse o permanecer sentada, trabaja vendiendo dulces en la calle y no cuenta 
con los ingresos necesarios para pagar las facturas de servicios públicos y otras 
necesidades fundamentales como la alimentación, pertenecen al Sisben nivel 1. 
 
Esta situación dio origen a una sentencia muy importante CConst, T-717/2010, M. Calle, 
porque amplió el alcance del precedente al afirmar que de toda reconexión ilegal no se 
sigue necesariamente la negación de la tutela del derecho al agua y también definió dos 
cargas para el usuario que pretenda la continuidad de los servicios públicos:  
 Informar que (i) en su vivienda reside al menos un sujeto especialmente protegido 
(por ejemplo, un menor de edad, una persona gravemente enferma, o de la tercera 
edad), que (ii) la suspensión del servicio público puede aparejar el desconocimiento 
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de los derechos constitucionales de ese sujeto, y que (iii) el incumplimiento de las 
obligaciones facturadas se debe a circunstancias involuntarias, insuperables e 
incontrolables.” 
 Probar al menos la condición (i) –la presencia en el hogar de un sujeto de especial 
protección-. Pero, además, quienes no hayan sido clasificados en el nivel uno (1) del 
Sisben, deben probar la condición (ii) -que la suspensión del servicio público puede 
aparejar el desconocimiento de los derechos constitucionales de ese sujeto- y la 
condición (iii) -el incumplimiento en el pago de las facturas se debe a circunstancias 
involuntarias, insuperables e incontrolables-
115
. 
 
La Corte decide “tutelar el derecho fundamental al consumo de agua potable” hecho 
sin precedentes en su jurisprudencia y ordena a Empresas Públicas de Medellín que, 
“por intermedio de quien sea el encargado en la organización, disponga el término 
máximo de diez días, contados desde la notificación de la presente sentencia, los medios 
adecuados y necesarios para que se le restablezca la prestación del servicio de agua 
potable a la vivienda de Geraldín Pérez Medina, Andrés Felipe Medina y Santiago 
Echavarría Medina, de forma tal que les garantice la posibilidad de acceder a cantidades 
suficientes de agua potable, que deberán ser establecidas por las empresas públicas en 
atención a su aceptabilidad para garantizar los derechos de los niños”116. 
 
En junio de 2014 en una visita a la vivienda de Doña Leonor Medina para conversar 
precisamente sobre qué había pasado después del fallo de tutela, ella misma manifestó 
su satisfacción con el proceso realizado, incluso cree que después de la reconexión del 
acueducto su vida comenzó a cambiar, se mejoró su salud física y mental, comenzó a 
trabajar en un empleo estable como niñera y sus hijos cuentan ahora con mejor calidad 
de vida. 
 
También comentó sobre la verificación que realizaron en su vivienda un día a las 6:00 
a.m. funcionarios del juzgado, de EPM y la policía, en la que constataron su estado de 
salud, los pozos de agua contaminada de donde debía transportarla hasta su vivienda, el 
desabastecimiento de alimentos la presencia de sus hijos menores, uno de ellos 
sordomudo; ante la situación el funcionario de EPM reconoció la reclamación de Leonor. 
 
A los tres días le reconectaron el acueducto, y funcionarios de EPM la recogieron para 
llevarla a realizar acuerdo de pago en el que se comprometió con una cuota de $20.000 
mensuales de acuerdo a sus capacidades económicas y luego la llevaron de nuevo hasta 
su vivienda. Afirma que ha sido muy cumplida con el pago de las cuotas y como fue 
incluida en el programa de Mínimo Vital de Agua Potable solo tiene que pagar el valor de 
la cuota (comunicación personal, 2 de junio, 2014). 
                                               
 
115
 CConst, T-717/2010, M. Calle 
116
 Ibid. 
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Este es un caso ejemplar que refleja la eficacia de la acción de tutela para garantizar el 
derecho al agua de las personas, así como la eficacia de los programas que buscan 
garantizar el mínimo vital de agua potable. 
 
3.2 Sandra Mildrey Bermúdez (CConst, T-928/2011, L. 
Vargas) 
Se trata de una familia conformada por la madre cabeza de familia quien fue desplazada 
del Municipio de Chigorodó-Antioquia y 6 menores de edad, sus ingresos son precarios y 
no le permiten pagar las facturas de servicios públicos. El 25 de marzo de 2011, la 
empresa demandada suspendió el servicio de agua del tubo madre, afectando así sus 
derechos al agua y a una vida en condiciones dignas. 
 
Como ya se dijo la sentencia CConst, T-928/2011, L. Vargas, reafirma lo que ya había 
dicho, aunque no de un modo tan preciso, la sentencia CConst, T-717/2010. M. Calle, 
sobre la procedencia de la tutela cuando se han realizado conexiones irregulares pero no 
se está accediendo al agua en el momento de la tutela. 
 
También es la sentencia que incluye por primera vez de manera expresa en las 
decisiones, la advertencia a la empresa de abstenerse de suspender nuevamente el 
servicio ante nuevos incumplimientos. Ordena reconectar el servicio de acueducto en un 
término de 48 horas siguientes a la notificación de la sentencia, adelantar los trámites 
necesarios para llegar a un acuerdo de pago con la actora que ha de calcularse en 
protección del mínimo vital. Y protege el acceso continuo a una cantidad mínima de agua 
en el caso de incapacidad de pago. 
 
La accionante vendió la casa y no se pudo conocer como fue el proceder después del 
conocimiento del fallo de tutela, el nuevo propietario que no cuenta con agua porque la 
suspendieron, indicó que ella había sido reconectada y había realizado el acuerdo pago 
pero él se vio obligado a incumplirlo por su incapacidad de pago y le llegó una cuenta de 
dos millones de pesos de un consumo que él no realizó. 
 
3.3 Maria Ruth Villa (CConst, T-725/2011, N. Pinilla) 
La señora María Ruth Villa, de 51 años de edad, soltera, madre de Cristian de Jesús 
Badillo Villa, de 11 años de edad, son desplazados del municipio de Morales, sur de 
Bolívar, se encuentran inscritos en el sistema de Población Desplazada, residen en un 
lote prestado donde construyó una vivienda en madera y zinc, debido a una afectación en 
la salud que reduce la movilidad de la señora Villa, tiene dificultad para conseguir 
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recursos económicos y sufragar sus necesidades básicas como los servicios públicos. En 
consecuencia, EPM le suspendió el servicio de agua potable. En una ocasión recibió una 
ayuda humanitaria de la que solicitó prórroga pero no le resolvieron su solicitud, por esta 
razón en la Defensoría del Pueblo se interpuso la acción de tutela. 
 
La sentencia CConst, T-725/2011, N. Pinilla, es meramente confirmadora de línea, acoge 
el precedente resumido en la sentencia CConst, T-888/2008 según el cual el agua para 
consumo humano es un derecho fundamental y su afectación vulnera otros derechos, 
también considera la necesidad de realizar el acuerdo de pago y que la reconexión 
irregular no es argumento para denegar el amparo del derecho al agua. 
 
En la decisión se ordena a Empresas Públicas de Medellín la reconexión del servicio de 
agua potable, llegar a un acuerdo de pago sin afectar el mínimo vital; ordena a Acción 
Social verificar las condiciones económicas de la accionante y ordenar la prórroga 
automática de la ayuda humanitaria de emergencia y la inclusión en programas de 
atención a mujeres cabeza de familia y a la población desplazada, desempleada y 
discapacitada. También ordena a la Alcaldía de Medellín realizar las gestiones para 
ingresar a la familia al programa “Mínimo Vital de Agua Potable”. 
 
Esta decisión presenta una aclaración de voto del magistrado Humberto Sierra Porto 
porque en la sentencia se cita otra sentencia que fue anulada y porque dispone la 
reconexión sin limitaciones, cuando el precedente ha dicho que el amparo debe limitarse 
al suministro de 50 litros diarios por persona. 
 
Luego de una conversación telefónica el 1 de junio de 2014 con la señora Maria Ruth 
Villa, nos informa que después de conocer el  fallo a los ocho días fueron funcionarios de 
las empresas y le dejaron “un chorrito de agua”, ella no entendió que debía ir a financiar 
para que le restablecieran la prestación del servicio, por lo que le suspendieron 
totalmente el agua. Debido a esta situación precaria sin acceso siquiera al agua potable, 
se dirigió a San Benito para llegar a un acuerdo de pago con la empresa pero le pidieron 
$1.200.000, suma inalcanzable para ella que percibe sus ingresos como vendedora 
ambulante. 
 
Finalmente en la alcaldía le ayudaron a llevar el proceso de refinanciación, ahora paga 
$35.000 por la deuda y el consumo de agua que sobrepasa los 5 metros cúbicos del 
auspicio de la alcaldía de Medellín, pues fue incluida en el programa Mínimo Vital de 
Agua Potable, ello permite que a la fecha (junio de 2014) esté recibiendo el servicio de 
agua, pero sus recursos económicos son insuficientes para pagar esa factura pues 
percibe aproximadamente $6.000 como vendedora ambulante de una bebida energética, 
sin embargo manifiesta que hace el esfuerzo para pagar la factura porque no quiere 
volver a estar sin agua. 
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Este caso de tutela refleja un incumplimiento de la sentencia por parte de EPM, porque 
impone cargas económicas a la actora que no están de acuerdo con su situación y 
vulneran por lo tanto su mínimo vital, podría decirse que el único beneficiado con la 
sentencia fue EPM quien está recuperando su cartera. Acción Social no ha brindado el 
apoyo que le ordenó la sentencia, Doña Ruth Villa solo recibe un subsidio de la alcaldía 
de Medellín por su hijo que está estudiando y el auspicio del programa mínimo vital de 
agua potable, pero no ha recibido el acompañamiento que definió la Corte.  
 
3.4 Gustavo Osorio Vélez (CConst, T-925/2012, A. 
Estrada) 
Es una familia numerosa hay seis menores de edad y dos personas discapacitadas entre 
ellas el accionante que es también el jefe de hogar, ningún miembro de su hogar se 
encuentra trabajando, sus condiciones económicas son precarias y no alcanzan para 
cubrir el pago de las facturas, en consecuencia la empresa accionada suspendió el 
servicio de acueducto en la vivienda, causando graves problemas de salubridad a su 
núcleo familiar. 
 
La sentencia CConst, T-925/2012, A. Estrada, es confirmadora de la línea, acoge el 
precedente CConst, T-546/2009, M. Calle y CConst, T-717/2010, M. Calle, sobre las 
condiciones contra la facultad de suspender el servicio y para ordenar la reconexión de 
mismo, así como cambiar la forma de prestar el servicio. Considera que se debe realizar 
el acuerdo de pago y esa obligación no puede poner en riesgo el derecho al mínimo vital. 
 
La Corte decide “tutelar el derecho fundamental al consumo de agua potable” del 
accionante y su familia. Ordena a Empresas Públicas de Medellín que adelante los 
trámites necesarios para llegar a un acuerdo de pago con el actor sin afectar su mínimo 
vital ni el de su núcleo familiar y se tenga en cuenta su capacidad de pago actual, 
también debe reconectar el servicio público domiciliario de acueducto en el término de 
cinco días contados desde la notificación de la sentencia. Igualmente dispone que en 
caso de demostrar la incapacidad de pago se garantice el suministro mínimo de 50 litros 
por persona al día, y la abstención de suspender completamente el servicio de agua 
incluso ante nuevos incumplimientos. Finalmente ordenan a la Alcaldía de Medellín 
estudiar la posibilidad de incluir la familia al programa del mínimo de agua potable. 
 
Después del fallo judicial reconectaron el servicio de acueducto en la vivienda de la 
accionante “pero un chorrito muy poquito”, que genera muchas situaciones de indignidad, 
por ejemplo no podía utilizar la lavadora que es una herramienta indispensable, sobre 
todo para el cuidado y aseo de la persona discapacitada que no puede controlar 
esfínteres. 
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Luego acudieron a la empresa para refinanciar la deuda y le pidieron $600.000, como 
solo tenían $300.000, la funcionaria que la atendió no le recibió esta cantidad. Ello motivó 
que les suspendieran el servicio nuevamente, aunque esta vez el funcionario que realizó 
la suspensión lo hizo de forma provisional, de ahí que se reconectaron de manera 
irregular inmediatamente el funcionario se fue de la cuadra. En otra oportunidad 
funcionarios de EPM se acercaron a la vivienda con el fin de suspender el servicio de 
manera definitiva y por la oposición de uno de los jóvenes de la familia no se llevó a 
cabo, si no que instalaron un tapón que permite pasar un aforo un poco mayor al que le 
dejaron inicialmente, sin embargo, es un servicio limitado que constantemente le 
recuerda a la familia sus precarias condiciones, no pueden abrir dos llaves al mismo 
tiempo, alcanza a subir agua a la lavadora pero se demora mucho para llenar generando 
que la tarjeta prepago de energía se termine antes de lo previsto (comunicación personal, 
2 de junio, 2014). 
 
Se refleja entonces la falta del cumplimiento de EPM, no respeta el mínimo vital de las 
personas, pues impone acuerdos de pago que las personas no pueden cumplir. Se 
evidencia que el usuario tiene disponibilidad de pago, pero las condiciones del pago 
deben ser acordes a la capacidad económica como lo ordena la sentencia. 
 
3.5 Tulia Londoño Holguín (CConst, T-242/2013, L. 
Vargas) 
La accionante es una persona de la tercera edad y vive con una hija que no puede 
trabajar debido a problemas siquiátricos y su nieta menor de edad. Hace 
aproximadamente 6 años le suspendieron el servicio público de agua por falta de pago. 
 
La sentencia CConst, T-242/2013, L. Vargas, es confirmadora de la línea, acoge el 
precedente (CConst, T-546/2009, M. Calle; CConst, T-717/2010, M. Calle) sobre las 
condiciones contra la facultad de suspender el servicio y para ordenar la reconexión de 
mismo, así como cambiar la forma de prestar el servicio. Considera que se debe realizar 
el acuerdo de pago y esa obligación no puede poner en riesgo el derecho al mínimo vital. 
 
La Corte decide “tutelar el derecho fundamental al consumo de agua potable” del 
accionante y su familia. Ordena a Empresas Públicas de Medellín: adelante los trámites 
necesarios para llegar a un acuerdo de pago con el actor que no se afecte su mínimo 
vital ni el de su núcleo familiar y se tenga en cuenta su capacidad de pago actual, 
reconecte el servicio público domiciliario de acueducto en el término de cinco días 
contados desde la notificación de la sentencia. También dispone que en caso de 
demostrar la incapacidad de pago se garantice el suministro mínimo de 50 litros por 
persona al día, y la abstención de suspender completamente el servicio de agua incluso 
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ante nuevos incumplimientos. Finalmente ordenan a la Alcaldía de Medellín estudiar la 
posibilidad de incluir la familia al programa del mínimo de agua potable. 
 
Doña Tulia no tiene fechas exactas, informa que después de interponer la acción de 
tutela la visitaron funcionarios de la Defensoría del Pueblo y de otras instituciones que no 
recuerda el nombre, luego de esa visita realizó el acuerdo de pago y a partir de ahí le 
reconectaron el servicio. En el acuerdo se estableció una cuota mensual de $33.000, a 
ello se le suma $8.000 de cargo fijo y $6.000 por 6 metros cúbicos de consumo, más los 
gastos de alcantarillado y aseo, así que mensualmente paga por este concepto $60.000 
aproximadamente, con el subsidio de vejez que recibe cada dos meses, cuando le toca 
pagar la factura de estos servicios “se queda sin con qué comer” (comunicación personal, 
2 de junio, 2014). 
 
Este es el efecto común de las acciones de tutela que conservan los mismos supuestos 
de hecho (falta de agua potable a personas especialmente protegidas por suspensión del 
servicio de acueducto por la falta de pago), tal efecto consiste en que el usuario realice y 
cumpla un acuerdo de pago para mantener la continuidad del servicio, lo que no es 
nuevo para los usuarios de los servicios públicos domiciliarios. 
 
Es decir, el efecto de la acción de tutela en este caso no favoreció a la accionante porque 
debió realizar un acuerdo de pago que afecta su mínimo vital pues no está acorde con su 
capacidad de pago y no fue incluida en el programa de la alcaldía de Medellín del mínimo 
vital de agua potable. 
 
3.6 Sonia Patricia Navia (CConst, T-752/2011, J. Palacio) 
Al momento de presentar la tutela la accionante tenía a su cargo tres hijos menores y se 
encontraba en el octavo mes de gestación, uno de los menores presenta parálisis 
cerebral infantil. Vive en la casa que dejaron sus abuelos mientras realizan la sucesión, 
en ocasiones trabaja aseando casas de familia pero los ingresos que percibe son 
escasos y no ha podido cancelar el servicio de agua. Cuando acudió a EPM para 
financiar la deuda y acceder al servicio le pidieron como cuota inicial $700.000 suma que 
no le era posible sufragar. 
 
La sentencia CConst, T-752/2011, J. Palacio, así como los dos casos anteriores, 
confirma la línea jurisprudencial, pero se equivoca citando la sentencia CConst, T-
092/2011  que ordenó garantizar una cantidad básica de agua potable de manera gratuita 
y que fue anulada por el Auto 211 de 2011 y reemplazada por la CConst, T-740/2011. De 
esta manera, la decisión judicial del caso de Sonia Navia es una copia fiel de la sentencia 
que fue anulada por cuanto establece que si la accionante manifiesta que no cuenta con 
recursos económicos para sufragar la deuda la empresa deberá instalar un reductor de 
flujo que garantice por lo menos 20 litros de agua por persona al día de forma gratuita. 
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Después de ser notificada de la sentencia, EPM reconectó el servicio de agua 15 días 
después, durante un año, cuando le suspendieron nuevamente porque debía financiar, la 
suspensión fue de año y medio aproximadamente, cuando la inscribieron en el programa 
de la Alcaldía de Medellín Mínimo Vital de Agua Potable. En la vivienda se presentan 
condiciones de hacinamiento, los siete integrantes de la familia duermen en la misma 
habitación donde también se ubica la cocina. Sonia Navia comenta que la han llamado 
de EPM para informarle que debe hacer el acuerdo de pago de la deuda en varias 
ocasiones, pero no lo ha hecho, en alguna oportunidad ella fue y acordó una cuota inicial 
de $500.000, con lo que demuestra su disponibilidad de pagar, pero la cantidad es alta 
para sus ingresos económicos y no ha podido reunir todo el dinero para hacer el acuerdo. 
3.7 Alberto de Jesús Quintero (CConst, T-749/2012, M. 
Calle) 
Es un señor de 64 años de edad, sufre de hipertensión arterial y se encuentra afiliado al 
Sistema de Salud a través del régimen subsidiado SISBEN Nivel 2, adeuda $2.250.802 a 
EPM por concepto del servicio público de acueducto, trabaja ocasionalmente como 
vendedor ambulante de Bon Ice, y por esta actividad no recibe un ingreso fijo. 
 
La sentencia CConst, T-749/2012, M. Calle reitera jurisprudencia respecto a la garantía 
de acceso al agua cuando se trata de sujetos de especial protección constitucional y 
resuelve el problema jurídico de si hay vulneración del “derecho fundamental al acceso 
a agua apta para el consumo humano” frente a la suspensión del servicio por falta de 
pago de persona especialmente protegida que se reconectó por las vías de hecho y 
empleó violencia contra los funcionarios de la empresa, y consideró que: 
 
ciertas circunstancias que afectan la satisfacción de necesidades básicas, 
pueden llevar a una persona como el señor Quintero, de avanzada edad, con 
ingresos limitados y que no tiene familia en la que pueda  apoyarse para afrontar 
las situaciones de su vida, a reaccionar de forma desproporcionada frente a una 
situación que tenga como consecuencia la suspensión de la garantía de un 
derecho fundamental; más cuando esa limitación obstaculiza el acceso al  agua, 
elemento esencial, como ha reiterado esta Corte, para la existencia de la vida. 
Pero también debe decir que nunca la fuerza o la violencia son fuentes válidas 
de protección de derechos; después de esta acción de tutela, el actor debe 
restablecer su comunicación con la administración, y debe abstenerse de incurrir 
en acciones que pongan en peligro la vida o integridad de persona alguna. 
 
La sentencia dispuso que se debe llega a un acuerdo de pago con el accionante y 
mientras se surte el acuerdo de pago EPM debe garantizar la cantidad necesaria para su 
alimentación y aseo y determinar para esto el medio de abastecimiento alternativo. El 
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Magistrado Mauricio González Cuervo salvó el voto porque considera que la decisión se 
apartó del precedente que ha dispuesto la no procedencia del amparo cuando por 
medios ilegales se está accediendo al agua. 
 
3.8 Sergio Estrada Martínez (CConst, T-864/2013, A. 
Rojas) 
Se trata de una familia de 10 personas que vive en el barrio Buenos Aires de la ciudad de 
Medellín y señala que no cuenta con los recursos económicos para asumir el pago de las 
facturas del servicio de acueducto. 
 
La sentencia CConst, T-864/2013, A. Rojas, es confirmadora de la línea, acoge el 
precedente (CConst, T-546/2009, M. Calle; CConst, T-717/2010, M. Calle) sobre las 
condiciones contra la facultad de suspender el servicio y para ordenar la reconexión de 
mismo, así como cambiar la forma de prestar el servicio. Considera que se debe realizar 
el acuerdo de pago y esa obligación no puede poner en riesgo el derecho al mínimo vital. 
 
La Corte decide “tutelar el derecho fundamental al consumo de agua potable” del 
accionante y su familia. Ordena a Empresas Públicas de Medellín: adelante los trámites 
necesarios para llegar a un acuerdo de pago con el actor que no se afecte su mínimo 
vital ni el de su núcleo familiar y se tenga en cuenta su capacidad de pago actual, 
reconecte el servicio público domiciliario de acueducto en el término de cinco días 
contados desde la notificación de la sentencia. También dispone acogiendo el 
precedente que en caso de demostrar la incapacidad de pago se garantice el suministro 
mínimo de 50 litros por persona al día, y la abstención de suspender completamente el 
servicio de agua incluso ante nuevos incumplimientos. Finalmente ordenan a la Alcaldía 
de Medellín estudiar la posibilidad de incluir la familia al programa del mínimo de agua 
potable. 
 
La alcaldía de Medellín representada en este caso por Fabian Alirio Mazo Elorza 
Sociólogo de la Secretaría de Calidad y Servicio a la Ciudadanía informa que en el 
momento dela notificación de la sentencia se le negó al accionante la inclusión al 
programa por no pertenecer a Medellín Solidaria, que en ese entonces era un requisito, 
sin embargo hoy (junio 2014) puede ser incluido porque el accionante tiene un puntaje de 
29,50 en el SISBEN y en su ficha del SISBEN hay inscritas 10 personas. 
 
3.9 María Isabel Ortiz (CConst, T-740/2011, H. Sierra) 
Es madre cabeza de familia de dos menores padece de una enfermedad que le impide 
trabajar adeudaba a la Junta Administradora del acueducto JUAN XXIII del municipio de 
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Guarne, Antioquia, la suma de $521.719; por este motivo le fue suspendido el suministro 
de agua desde enero de 2009, se abastecía de una fuente superficial “charco” que queda 
a 20 minutos de su casa. 
 
La sentencia CConst, T-740/2011, H. Sierra, es muy importante para la línea 
jurisprudencial que analiza la falta de agua potable por suspensión del servicio de 
acueducto por falta de pago, porque desarrolla la fundamentación y/o reconocimiento del 
derecho fundamental al agua desde la constitución, el derecho internacional, el derecho 
comparado y la jurisprudencia constitucional, resaltando el carácter del agua de derecho 
fundamental y de servicio público, además de las obligaciones específicas que desarrolla 
la Observación General No. 15, particularmente desarrolla las responsabilidades de los 
Estados de mantener la accesibilidad y la disponibilidad de agua basándose en cifras 
propuestas por la Organización Mundial de la Salud -OMS- y estableciendo entonces 
como consumo mínimo de agua cantidad, el que la OMS define como acceso intermedio 
que asegura un consumo básico y la higiene a un nivel medio y suministra 50 litros al 
día por persona en un inmueble a través de por lo menos 1 grifo. 
 
En esta sentencia se decide restablecer el servicio de agua a la accionante, realizar 
acuerdo de  pago de acuerdo a su capacidad económica y en caso de que manifieste y 
pruebe que no puede pagar la deuda se le instale un reductor de flujo que garantice 50 
litros de agua al día por persona. Otra característica que le da importancia a esta 
decisión judicial es que ordena al municipio de Guarne garantizar con dineros de 
transferencias de la Nación por concepto de agua y saneamiento el 50% del costo del 
agua a la accionante y su familia como garantía mínima del recurso hídrico. 
 
Para el año 2014 un funcionario del acueducto comunitario JUAN XXIII informa que 
cuando recibieron notificación de la sentencia le reconectaron el servicio de acueducto  
en la vivienda de María Isabel Ortiz y realizaron acuerdo de pago, desde ese momento 
no se le ha vuelto a suspender, a pesar de que en algunas ocasiones incumple con el 
pago. Respecto a la orden al municipio informa que desde el año 2003 el municipio de 
Guarne a través de Fondo de Solidaridad y Redistribución de Ingresos otorga un subsidio 
a la empresa del 15% para el estrato 3, 40% para el estrato 2 y 70% para el estrato 1, 
aplicado sobre el consumo y el cargo fijo y que en todo caso no supere el consumo 
básico de 20 metros cúbicos. 
 
3.10 Conclusiones preliminares 
El mínimo vital en las decisiones judiciales presenta dos facetas: una respecto a la 
incapacidad de pago frente a ésta se plantea generar acuerdos de pago entre el usuario 
y el prestador del servicio de acueducto sin afectar el mínimo vital de los usuarios, es 
decir, establecer cuotas acordes con su capacidad económica; y la otra faceta se 
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relaciona con la cantidad mínima de agua necesaria para subsistir la cual ha sido 
establecida en las decisiones por medio de varias premisas como la definición en litros 
de una cantidad básica que se debe mantener en el domicilio del accionante en caso de 
incapacidad de pago, la orden de abstención expresa al prestador del servicio de 
suspender el servicio de acueducto incluso en caso de incumplimiento de pago y la regla 
basada en el cambio de la forma de prestar el servicio garantizando unas cantidades 
mínimas. 
 
El acuerdo de pago es quizá el aspecto más importante, desde el punto de vista fáctico, 
en las decisiones de la Corte, tanto para la aplicación del derecho en materia judicial 
como para la realidad de los usuarios en su vida económica y en el acceso al agua. De 
parte de la Corte, porque ha cuidado en sus argumentos de reconocer el carácter 
oneroso de los servicios públicos, ha ordenado a la empresa adelantar los trámites para 
que realice acuerdo de pago que respete mínimo vital de cada familia, últimamente se ha 
convertido en regla ordenar la abstención de la suspensión del servicio cuando hay 
incumplimiento en el pago, es decir, ha sido un aspecto definido dentro del precedente y 
actualizado conforme éste ha ido cambiando. 
 
Para los deudores de EPM el acuerdo de pago se les convierte en una condición para 
acceder al agua, el caso más común es que estos usuarios realizan el acuerdo de pago y 
la empresa reactiva el servicio, pero debido a la falta de recursos económicos y de 
coherencia entre la cuota y la capacidad de pago se incumple de nuevo, lo que genera 
una otra suspensión. 
 
En otros casos se mantiene el cumplimiento del acuerdo de pago pero bajo condiciones 
inhumanas como es el caso de Maria Ruth Villa, quien a pesar de que recibe el auspicio 
de la Alcaldía de Medellín, en cumplimiento de la sentencia de la Corte debió realizar 
acuerdo de pago con EPM fijando una cuota de $35.000, a pesar de que solo gana 
$6.000 diarios como vendedora ambulante de una bebida energética, es decir, que el 
20% de sus ingresos mensuales los debe destinar para pagarle a EPM. 
 
En otro caso, Tulia Londoño Holguín persona de la tercera edad que vive con una hija y 
una nieta con los ingresos que ella percibe de programas de asistencia social de la 
alcaldía de Medellín, debe pagar mensualmente $61.000 por concepto de acueducto y 
alcantarillado.  
 
También se presentó en el caso de Leonor Medina la satisfacción y beneficio por la 
financiación de la deuda, pues como se mencionó este fue un caso ejemplar de 
cumplimiento de la decisión judicial, pues la empresa realizó los trámites a su alcance 
para realizar el acuerdo de pago, respetó el mínimo vital de Doña Leonor y su familia con 
la cuota que ella consideraba que podía dar, ella consiguió un trabajo estable como 
niñera justo después de la reconexión del agua y ha podido cumplir con el pago. 
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En todos los casos se puede observar que la empresa prestadora del servicio de 
acueducto ha sido beneficiada con las acciones de tutela porque ha recuperado parte de 
su cartera, mientras que las órdenes de no suspensión de los servicios ante 
incumplimientos del pago de las facturas o la fijación de cuotas en el acuerdo de pago sin 
afectar el mínimo vital nunca han sido cumplidas por EPM.  
 
Esto evidencia que el efecto jurídico de las sentencias de la Corte Constitucional 
analizadas en este estudio no es precisamente el acceso al agua potable del afectado, 
sino que reflejan la impunidad del lado de la empresa y la aplicación de la norma para las 
clases populares. 
  
 
4. Implementación del mínimo vital 
de agua potable en Colombia 
Si bien en los objetivos planteados no está el de explorar la implementación del mínimo 
vital de agua gratuito en Colombia, conocer las normas que lo implementan permite 
entender si con estas medidas se está garantizando el derecho humano al agua desde el 
sentido conceptual de las normas, además porque independientemente de cómo sea 
nombrado, ha sido la forma de materializar el acceso a parte de la población a una 
cantidad de agua gratuita. 
 
4.1 Antecedentes 
La Defensoría del Pueblo ha promovido dos proyectos de ley que buscan consagrar el 
derecho humano al agua, el primero fue presentado en el año 2007, constaba de 46 
artículos distribuidos en cuatro títulos, en ellos se plasmaba el interés por positivizar las 
principales directrices de la Observación General No.15, pero además, como lo resaltaba 
el Defensor del Pueblo, doctor Vólmar Pérez Ortiz en el primer debate del proyecto ante 
el Senado el 9 de abril de 2008117, el fondo del asunto es impulsar el establecimiento de 
lo que se ha denominado “derecho al mínimo vital líquido” o “derecho social fundamental 
al agua potable”. 
 
Esta iniciativa legislativa fue presentada en el mes de noviembre de 2007 en la Comisión 
Quinta de Medio Ambiente de Senado, en donde se determinó hacerle tránsito a la 
Comisión Primera en que por falta de ponente no continuo su trámite. Sin embargo, la 
Comisión de Derechos Humanos del Senado y la Comisión de Derechos Humanos de la 
Cámara de Representantes, han querido fortalecer y apoyar la propuesta a través de sus 
respectivos miembros, por lo que en el año 2008 se presenta otro proyecto con los 
aportes y/o cambios de este nuevo grupo de trabajo, Defensoría del Pueblo y comisiones 
de derechos humanos del Senado y la Cámara de Representantes. 
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 Se puede consultar en la Gaceta del Congreso 139 del lunes 14 de abril de 2008 en la página 
12. 
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Los dos proyectos de ley propuestos por la Defensoría del Pueblo, aunque son muy 
similares, difieren en algunos asuntos, por ejemplo en la primera propuesta se define la 
naturaleza del derecho al agua como un derecho social fundamental y era más amplio en 
el establecimiento de funciones para el Ministerio de Medio Ambiente, las entidades 
territoriales, las Corporaciones Autónomas Regionales; también es destacable la 
reiteración del artículo 677 Código Civil en cuanto al concepto de agua como bien de uso 
público perteneciente a la Nación. En el segundo proyecto de ley propuesto son más 
limitados los planteamientos, consta de 15 artículos, es más concreto en sus definiciones 
pues reúne en tres conceptos la posición de la norma frente al derecho al agua, así 
define:  
 
Agua para satisfacer necesidades básicas: se refiere al recurso hídrico necesario para 
garantizar la vida y la salud de las personas en actividades como la bebida, preparación 
de alimentos, higiene, producción de cultivos de subsistencia y las prácticas culturales.  
 
Mínimo vital o cantidad esencial mínima de agua: corresponde a la cantidad de agua 
potable suficiente que requiere cada persona para satisfacer sus necesidades básicas. 
 
Componentes básicos del derecho humano al agua: disponibilidad, accesibilidad y 
calidad, son los componentes fundamentales de este derecho.  
 
Al igual que el anterior establece las obligaciones del Estado frente al derecho humano al 
agua que pueden ser de cumplimiento inmediato o progresivo, la principal obligación del 
Estado en esta materia es garantizar el mínimo vital de agua a todos los habitantes del 
territorio nacional, y en particular, brindar medios y condiciones para que las personas 
que no puedan acceder a los servicios públicos de acueducto y saneamiento básico, 
puedan satisfacer sus necesidades básicas. Igualmente plantea que al Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial le corresponderá, entre otras funciones, 
formular e implementar una política nacional que garantice el derecho humano al agua; 
establecer el mínimo vital requerido para satisfacer las necesidades básicas y regular el 
acceso a este. 
 
En la misma legislatura 2007-2008, se presentó el proyecto de acto legislativo 054 de 
2008 (que fue archivado) tenía como objetivo constitucionalizar el derecho al agua y 
garantizar la protección estatal de los ecosistemas esenciales para el ciclo del agua, 
tenía entonces un objetivo similar al del referendo, ya que buscaba constitucionalizar el 
acceso al agua como un derecho fundamental de la población colombiana que debía ser 
garantizado por el Estado a través del suministro eficiente de agua para todas las 
personas, al declarar el agua como derecho fundamental, se le daba un carácter 
subjetivo, exigible y tutelable; de igual forma planteaba el deber del Estado de 
suministrar una cantidad mínima vital de agua potable de manera gratuita con el fin de 
asegurar el acceso de los ciudadanos al líquido. 
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La sociedad civil mediante el proyecto de ley 171 de 2008 propuso elevar a rango 
constitucional el acceso al agua como derecho fundamental mediante un referendo, 
atribuyendo al Estado y a las comunidades organizadas la responsabilidad por la 
prestación del servicio. Fue un ejercicio de la soberanía popular en el que participaron 
diferentes organizaciones civiles, comunitarias, no gubernamentales, indígenas formando 
un movimiento social por el agua. 
 
El referendo formula dos nuevos artículos y tres parágrafos en artículos existentes. El 
segundo artículo propone además de establecer el derecho al agua como fundamental, 
garantizar un mínimo vital gratuito del líquido para todas las personas a cargo del estado, 
esta propuesta la justifican en tres sentidos, primero por ser la forma de materializar la 
consagración establecida en la primera parte del artículo; segundo porque el lenguaje de 
los mínimos no es extraño en el ordenamiento jurídico del país, pues ya se ha definido un 
salario mínimo, o la atención mínima en materia de salud, y por último por la situación de 
vulnerabilidad de la población colombiana donde, según la exposición de motivos del 
referendo, más de diez millones de colombianos no tengan acceso al agua.  
 
4.2 Implementación del mínimo vital de agua potable 
gratuito en Medellín
118
 
 
Como resultado de la gestión de los promotores del Referendo del Agua119 el Plan de 
Desarrollo 2008-2011 del municipio de Medellín se propuso garantizar el mínimo vital de 
agua a las familias inscritas en el programa Medellín Solidaria buscando dar 
cumplimiento a las obligaciones señaladas en la Observación General No. 15 dirigidas al 
reconocimiento del derecho humano al agua.  
 
Este programa llamado “Litros de amor” fue planteado para entregar 2,5 metros cúbicos 
de agua por persona, para ello se utilizó el censo por hogares del programa Medellín 
Solidaria, que además incluía las potenciales familias beneficiarias de “Litros de amor”, y 
durante un año aproximadamente se negoció con EPM como hacer efectivo el mínimo 
vital por persona en cada hogar. 
 
En abril de 2009 el programa tuvo la primera aplicación, en ese primer año se 
identificaron problemas relacionados con la ubicación de la familia, la falta de contador, 
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 La información sobre la implementación del Programa MVAP en Medellín fue facilitada por 
Fabián Mazo encargado de este programa en la Alcaldía de Medellín  
119
 MARÍN, Lina. Mínimo vital de agua en Medellín: un impulso al Referendo del Agua. {En línea} 
{2 de mayo de 2014} disponible en: (http://lasillavacia.com/historia/2329)  
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las direcciones mal escritas, o cambios en el sistema de facturación que según Fabián 
Mazo coordinador del Programa son los más complicados (comunicación personal, 134 
de junio, 2014). Por ejemplo, el proceso para que en la factura de EPM se viera reflejado 
el MVAP, para ello se modificó el sistema de facturación y a este cambio se le dio fecha 
de cierre a la terminación del contrato, es decir, en abril de 2010, esto implicó que 
durante un mes no se ejecutara el MVAP, fue con las reclamaciones de la población 
beneficiaria del programa que tanto la administración municipal como la empresa 
prestadora se percataron del asunto. 
 
En el primer año del programa fueron beneficiados según el informe de la Defensoría del 
Pueblo del primer semestre de 2010 “24.364 hogares y 125.249 personas”120 que 
también contaron con el acompañamiento de Medellín Solidaria en jornadas de 
sensibilización a las familias, eran concientizadas sobre el uso racional del agua para que 
la factura les quede en $0 y si se consume más de lo autorizado el excedente lo paga el 
usuario, este mensaje fue contundente para lograr en estas viviendas el uso racional del 
agua. 
 
En el año 2011 al finalizar el Plan de Desarrollo que implementó el mínimo vital de agua 
potable gratuito en Medellín, el Concejo Municipal por medio del Acuerdo 06 de 2011 
institucionaliza el programa mínimo vital de agua potable con el fin de darle continuidad 
en gobiernos posteriores. Este acuerdo fue reglamentado por el Decreto 1889 de 2011 
de él se resaltan las siguientes características o aspectos: la fundamentación o 
considerandos, el otorgamiento que hacen, los requisitos que imponen para acceder al 
MVAP y la cantidad de agua establecida. 
 
Los fundamentos que expone son: a) la responsabilidad del Estado de asegurar la 
prestación de los servicios públicos establecida en los artículos 365 y 366 de la 
Constitución Política, así como el artículo 13 constitucional respecto a la protección 
especial a personas que se encuentran en circunstancia de debilidad manifiesta; b) 
también se fundamenta en la jurisprudencia constitucional por el vínculo que hace del 
agua con el derecho a la vida, la salubridad pública y la salud; c) en la interpretación que 
el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales hace del contenido del 
derecho al agua  que implica la disponibilidad continua y suficiente de agua; d) en los 
estimativos de la Organización Mundial de la Salud para determinar la cantidad de 2.500 
litros de agua por persona al día; y e) en los antecedentes del programa, como sonel 
Plan de Desarrollo 2008-2011 y el Acuerdo 06 de 2011, así como en la utilización de la 
versión 3 del Sisben para focalizar la población beneficiaria. No incluye el contenido 
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http://www.personeriamedellin.gov.co/documentos/documentos/Informes/Situacion_DDHH2010/inf
orme-derechos-humanos-2010-i.pdf p.37 “En el primer semestre de 2010 ya habían instaurado 98 
acciones de tutela  y derechos de petición en la personería relacionadas con la desconexión de 
servicios públicos domiciliarios” 
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ambiental del derecho al agua ni la obligación respecto a la conservación de la 
biodiversidad o la garantía de un ambiente sano. 
 
Otorga 2.500 litros de agua por persona al día mediante la figura jurídica de auspicio, con 
el argumento de que las entidades territoriales no pueden dar subsidios, y sin asumir la 
responsabilidad que aparentemente reconoce en los considerandos sobre “la exigibilidad 
y el reconocimiento del derecho al Mínimo Vital de Agua Potable”, es decir desde la 
fundamentación reconoce un derecho pero en el articulado implementa un auspicio. 
 
Los requisitos han variado para lograr la focalización de los auspicios, así en un principio 
estaba dirigido a hogares Nivel 1 del Sisben para el área urbana y 1 y 2 para el área rural 
o en situación de desplazamiento que además hagan parte del Programa Medellín 
Solidaria, de acuerdo con la experiencia e información compartida por Fabián Mazo, los 
cambios de requisitos requieren tiempo y circunstancias propicias. Por ejemplo, con el 
Decreto 1889 de 2011 se le hizo entrega del MVAP al Programa Social Medellín 
Solidaria, que tenía conformado un equipo de campo de cogestores sociales para 
construir la base de datos con direcciones, personas y hogares; por su parte la función 
del grupo de servicios públicos de la Alcaldía de Medellín revisaba las direcciones, y 
aquellas ubicadas en estratos altos o en zonas industriales se verificaban si era 
procedente entregarles el mínimo vital de agua gratuito. 
 
En 2012 terminó el contrato con EPM y con Medellín Solidaria, esto generó una demora 
de contratación y hubo cuatro meses sin el programa MVAP para la población 
beneficiaria hasta que lograron hacer contrato nuevamente y finalizando el año 2012 se 
crea la Secretaría de Calidad y Servicio a la Ciudadanía en el proceso de modernización 
de la Alcaldía, y al interior de ésta la Subsecretaría de Servicios Públicos que antes 
funcionaba desde la  subdirección de servicios públicos del departamento, se le otorgó 
como una de sus funciones velar por la implementación de la política del MVAP, en ese 
momento se modificó el Decreto para que el programa pasara de Medellín Solidaria a la 
Subsecretaría de Servicios Públicos y se estableció como requisito un puntaje de Sisben 
de 47,99 y pertenecer o haber pertenecido a un programa de acompañamiento. 
 
Para Fabián Mazo este cambio permite abrir cobertura, porque observó casos en los que 
la condición de pertenecer a Medellín Solidaria limitaba el acceso al mínimo de agua a 
familias que también lo necesitan, así: “Una pareja que llegaron a Medellín por 
desplazamiento pero ya tienen empleo y viven con mejor calidad e ingresos, están 
pagando casita, tienen dos hijos pequeños estudiando, como llegaron por 
desplazamiento el nivel del Sisben es muy bajito y accedieron al programa de Medellín 
Solidaria, por los hijos que estudian reciben subsidio de familias en acción ($180.000 por 
hijo), son pobres pero no viven en condiciones de miseria, como pertenecen a Medellín 
Solidaria tienen derecho al MVAP. Enseguida vive una pareja de ancianos, oxígeno 
dependiente, mayores de 80 años, puntaje del Sisben 10 puntos, no tienen hijos 
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estudiando y no llegaron como desplazados, no están en Medellín Solidaria y por lo tanto 
no pueden tener MVAP.” 
 
Al mismo tiempo que se dio este cambio en los requisitos para acceder al programa 
MVAP cambió también la metodología de la encuesta del Sisben, ocasionando que 
muchas personas que antes recibían el auspicio no continuaran con éste. Este proceso 
de implementación del mínimo vital de agua potable gratuito en Medellín muestra que la 
focalización genera inconvenientes en su aplicación. 
 
Afirma Fabián Mazo que es destacable que el consumo es menor de lo autorizado, lo que 
ha incrementado el uso adecuado del agua y también es notoria la  aceptabilidad social, 
los beneficiarios están atentos al consumo y cobro en sus facturas.  
 
El programa MVAP tiene para junio de 2014 cuatro convenios con 3 acueductos 
comunitarios y con EPM, los hogares que recibieron el auspicio en marzo de 2014 fueron 
27.110 en EPM, 325 en Acueducto Isaac Gaviria, 70 del Acueducto La Acuarela y 50 
hogares del Acueducto Arco Iris. 
 
4.3 El mínimo vital de agua potable gratuito en Bogotá, 
Bucaramanga y La Estrella-Antioquia 
En Bogotá a finales de 2008 se estableció la Política Pública del Agua con el fin de 
garantizar una cantidad de agua mínima que permita la vida en condiciones dignas y 
fomentar la cultura del agua bajo las siguiente directrices: aprovechamiento sostenible, 
cambio cultural y educativo e incentivos y acciones, adopción de medidas para garantizar 
la disponibilidad, accesibilidad y calidad del agua a los niños y adolescentes y a los 
establecimientos que los atienden. Estos lineamientos de Política Pública se 
materializaron en el Plan Distrital del Agua formulado en noviembre de 2011 en el 
Decreto 485 de 2011, por 10 años que básicamente plantea el reconocimiento de un 
mínimo vital de agua potable. Pero fue con el Decreto 64 de 2012 que se modifican los 
requisitos para ser beneficiario y se comienza la aplicación de este derecho. 
 
A diferencia del Decreto 1889 de 2011 de la Alcaldía de Medellín, estas normas se 
fundamentan en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y 
Desarrollo de Río de Janeiro 1992, Convenio sobre biodiversidad biológica y el Código 
de Recursos Naturales Decreto 2811 de 1974 respecto al manejo sostenible del recurso 
hídrico y la noción del agua como bien de uso público; y no se fundamenta en la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional respecto al entendimiento del agua para 
consumo humano como derecho fundamental en tanto afecte el derecho a la vida, la 
salubridad pública y la salud, como lo hace la norma de Medellín. 
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Otra diferencia es que en Bogotá se hace el reconocimiento de un derecho y define el 
mínimo vital de agua potable como una cantidad de agua de 6 metros cúbicos para 
asegurar la vida digna a las personas de los estratos socioeconómicos 1 y 2. Y acentúa 
su visión de aplicar el derecho humano al agua con la modificación realizada en el 
Decreto 64 de 2012 que deroga el artículo 5 de la norma anterior (Decreto 485 de 2011) 
que imponía como causal de pérdida del reconocimiento estar en mora con la empresa 
prestadora del servicio por considerar que atenta contra el derecho al mínimo vital. 
 
En el municipio La Estrella - Antioquia, con el Acuerdo 005 de 2012 “se institucionaliza el 
programa mínimo vital de agua para los suscriptores de la Empresa de Servicios Públicos 
La Estrella S.A.”, en esta norma no se establecen fundamentos o considerandos. Crea el 
Programa Mínimo Vital de Agua y se autoriza el auspicio de 10 metros cúbicos al mes 
por suscriptor del servicio público domiciliario de acueducto y alcantarillado, para los 
estratos 1 y 2, aunque omite algunas limitaciones establecidas en Medellín como el 
requisito de tener medidor, también establece que para acceder al auspicio no se puede 
tener suspendido el servicio por mora en el pago. 
 
En Bucaramanga con el Decreto 0215 de 2013 se reglamenta el programa Mínimo Vital 
de Agua Potable en la ciudad de Bucaramanga, en sus consideraciones iniciales 
determina los mismos fundamentos de derecho del Decreto 1889 de 2011 de la Alcaldía 
de Medellín, o sea que reconoce el Derecho Humano al Agua, pero en el articulado 
considera que se trata de un auspicio del Municipio de hasta 6 metros cúbicos de agua al 
mes en el servicio de acueducto y alcantarillado para los usuarios que han sido 
calificados con 30 puntos en el Sisben, el acuerdo de pago es condición para acceder al 
auspicio. 
 
Tabla 4-1: Características de la aplicación del mínimo vital de agua potable  
Bogotá Medellín La Estrella Bucaramanga 
 Reconoce el 
derecho al agua 
 Otorga una 
cantidad mínima de 
6 metros cúbicos al 
mes por suscriptor 
de servicio público 
de acueducto 
 Estratos 1 y 2 
 Elimina la 
morosidad como 
causal de exclusión 
del mínimo vital 
 Otorga un auspicio 
 Establece la cantidad 
mínima de agua por 
persona en 2,5 metros 
cúbicos por mes del 
servicio público de 
acueducto y 
alcantarillado 
 Personas hasta con 
47,99 puntos en la 
encuesta Sisben 3 
 El acuerdo de pago es 
condición previa para 
acceder al auspicio 
 Otorga un auspicio 
 Establece la 
cantidad mínima de 
agua en 10 metros 
cúbicos al mes por 
suscriptor del 
servicio público de 
acueducto y 
alcantarillado 
 Estratos 1 y 2 
 El acuerdo de pago 
es condición previa 
para acceder al 
auspicio 
 Otorga un auspicio 
 Establece la cantidad 
mínima de agua en 6 
metros cúbicos de 
agua al mes por 
suscriptor del servicio 
público de acueducto 
y alcantarillado 
 Personas hasta con 
30 puntos en la 
encuesta Sisben 3 
 El acuerdo de pago 
es condición previa 
para acceder al 
auspicio 
Fuente: Elaboración propia 
 
En la Tabla 4-1 se resumen las principales características de las normas que 
efectivamente están entregando una cantidad de agua gratuita a parte de la población. 
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Donde se observa que solo en Bogotá hay una concepción universalista de la aplicación 
del derecho al mínimo vital de agua no solo porque reconoce el derecho al agua tanto en 
sus fundamentos jurídicos como en sus disposiciones sino porque elimina la morosidad 
como causal de exclusión del derecho. 
 
Por el contrario en los demás municipios es muy marcada la posición de que se trata de 
un programa de asistencia social que otorga un auspicio a un sector de la población que 
cumple unos requisitos entre ellos no estar en mora con la empresa prestadora, este 
aspecto fue identificado por el Comité en Defensa del Agua y la Vida de Antioquia que 
plantea que el actor directamente beneficiado es Empresas Públicas de Medellín 
―EPM―, porque se enfoca en recuperar la cartera morosa de EPM.  
 
4.4 Mínimo vital de agua potable y el Índice de Agua No 
Contabilizada -IANC- 
 
La resolución CRA 287 de 2004121 introduce el parámetro pérdidas en varios criterios 
para la definición de la tarifa generando que estas sean cobradas a los usuarios, aunque 
no consumidas. Así lo explica un estudio reciente de la Comisión de Regulación de Agua 
Potable y Saneamiento Básico y el Ministerio de Vivienda sobre esta resolución dice: 
 
(…) introduce el parámetro p* correspondiente al nivel máximo aceptable de pérdidas 
establecido en 30%. Igualmente, introduce en el cálculo del mencionado costo el Índice 
de Agua No Contabilizada (IANC) del operador y un factor de ajuste por excedente de 
pérdidas comerciales del prestador de 0,57. Asimismo, se incorpora el parámetro p* en el 
Costo Medio de Operación definido por comparación.  
 
(…) en relación con el Costo Medio de Inversión (…) los prestadores deben tener en 
cuenta que su proyección de inversiones debe estar sujeta a sus metas de reducción de 
pérdidas, entre otros aspectos, y que tales inversiones solamente podrán incluirse en los 
casos en que estén dirigidas a la reducción de pérdidas técnicas. Con esto se buscó 
evitar inversiones injustificadas, ya que una parte importante de las pérdidas de agua 
puede disminuirse por la gestión comercial del operador. 
Igualmente, establece que para calcular el Valor Presente de la Demanda (VPD) se debe 
tener en cuenta el parámetro p* así como el IANC del operador en cada año de 
proyección de demanda. Así las cosas, se buscaba proyectar la demanda a partir de la 
cual se recuperaría la inversión planeada. Esta demanda incluye dentro de su cálculo el 
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 “Por la cual se complementa la metodología de costos y tarifas de los servicios de acueducto y 
alcantarillado, en lo relacionado con los aportes de terceros en redes locales y otros, con las 
inversiones en terrenos requeridos en la operación, y con el nivel máximo aceptable de agua no 
contabilizada”. 
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parámetro p*, cuyo objetivo es limitar desde el punto de vista regulatorio, las 
pérdidas de agua que finalmente serían cobradas a los usuarios pero no 
consumidas por ellos
122
. 
 
Este estudio plantea que el nivel de pérdidas aceptables definido con base en el IANC 
del 30% no parece apropiado para medir la gestión  de pérdidas de agua en un sistema 
de acueducto y propone migrar a indicadores de pérdidas de tipo volumétrico123. Así, 
establece como nivel aceptable en Colombia para el Índice de Pérdidas de Agua por 
Usuario Facturado -IPUF- 41.7 millones de metros cúbicos al mes. 
 
Nivel aceptable se refiere a un ideal porque la realidad es muy diferente,  entre un total 
de 1679 prestadores registrados en el SUI se escogieron las 25 empresas que presentan 
mejores IPUF, sólo ocho de ellas presenta un IPUF menor a 6 metros cúbicos y la 
empresa ubicada en el puesto 25 tiene un IPUF de 9.4 metros cúbicos. Según los 
cálculos del IPUF para el año 2008 el promedio del IPUF de todos los prestadores es de 
13.8 metros cúbicos, así “con base en la observación de los mejores IPUF para 
Latinoamérica y Colombia, se recomienda que todos los prestadores tengan un IPUF* de 
6 m³/suscriptor/mes.”124. 
 
Estas cifras indican que las pérdidas de agua por usuario facturado en la mayoría de las 
empresas prestadoras del servicio de acueducto son superiores al mínimo vital de agua 
establecido generalmente en Colombia en 6 metros cúbicos. Toda vez que el mínimo 
vital para todos los colombianos definido en 6 metros cúbicos multiplicados por 
6.947.932125 suscriptores que reportan las empresas colombianas inscritas en el Sistema 
Único de Información SUI, coincidiría con la cifra propuesta como un nivel aceptable de 
para el IPUF.  
 
Los prestadores, entonces están obligados a reducir sus pérdidas y presentar un nivel 
aceptable que debe ser definido por el regulador tomando como referencia los menores 
niveles de pérdidas.  “En todos los sistemas se presentan pérdidas (…) es claro que 
existen limitantes técnicas y económicas que no hacen posible alcanzar un nivel cero de 
pérdidas, por lo cual se debe trabajar por tener un nivel de pérdidas que sea aceptable y 
que pueda ser controlado y manejado. (…) La Ley 142 de 1994 en su artículo 163 
                                               
 
122
 COMISIÓN DE REGULACIÓN DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO BÁSICO. Nivel de 
pérdidas aceptable para el cálculo de los costos de prestación de los servicios públicos 
domiciliarios de acueducto y alcantarillado. {En línea} {4 de junio de 2014} disponible en: 
http://cra.gov.co/apc-aa-files/30653965346361386366633062643033/3.-documento-de-trabajo-
nivel-de-prdidas-aceptable.pdf  
123
 Ibid., p.3. 
124
 Ibid., p.31. 
125
 Consultado en base de datos de indicadores comerciales del SUI con periodicidad: anual, 
tiempo: 2013, servicio: acueducto; todas las empresas; todo el país; todas las ubicaciones, uso: 
residencial todos los estratos. 
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establece que las fórmulas tarifarias incluirán un nivel de pérdidas aceptable según la 
experiencia de otras empresas eficientes.126”. 
 
4.5 Conclusiones preliminares 
En Colombia se han establecido varias cantidades como mínimo vital de agua potable 
desde diferentes entes públicos como se indica en la Tabla 4-2. La medida que ha 
establecido la Corte no se ha aplicado porque cuando la empresa prestadora cumple con 
orden de no suspensión que es por un tiempo límite, lo hace cambiando la forma de 
prestar el servicio suministrando al usuario un aforo muy reducido. 
Tabla 4-2:  Cantidades definidas como mínimo vital de agua en Colombia 
Corte Constitucional Se ha basado en lo definido por la OMS127, y ha adoptado 
dos cantidades: 20 litros y 50 litros de agua al día por 
persona (al mes serían 0.6 y 1.5 metros cúbicos 
respectivamente) 
Medellín 2.5 metros cúbicos al mes por persona 
La Estrella 10 metros cúbicos de agua al mes por suscriptor 
Bogotá y Bucaramanga  6 metros cúbicos de agua al mes por suscriptor 
Fuente: Elaboración propia 
 
Las altas pérdidas de agua en los sistemas de abastecimiento puede explicar que la falta 
del mínimo vital de agua potable gratuito para todos los colombianos no se debe 
necesariamente a la escasez o a la falta de recursos, sino que una efectiva reducción de 
pérdidas puede suplir el mínimo vital de agua potable gratuito para todos. 
 
La aplicación del mínimo vital de agua gratuito en Colombia ha estado marcada por la 
focalización que es una de las concepciones de la política social contraria a la 
universalización esto ha ocasionado, como se vio en la implementación del MVAP en 
Medellín, inconvenientes respecto a la identificación, ubicación y cobertura de todos los 
beneficiarios; también se observó que la ponderación entre dos familias para saber cuál 
necesita más una cantidad mínima de agua puede resultar mezquina ante la realidad  
porque todos, plantas, suelo, aire, humanos, fauna necesitamos agua para tener vida. 
 
José Antonio Ocampo128 argumenta que: “aunque la focalización tiene ventajas, una 
estrategia basada en la universalidad y la solidaridad es la más adecuada para atacar la 
desigualdad y la pobreza. La evidencia estadística demuestra que los efectos 
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 COMISIÓN DE REGULACIÓN DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO BÁSICO. Op. cit. p. 8. 
127
 http://www.sui.gov.co/SUIAuth/portada.jsp?servicioPortada=1 
128
 OCAMPO, José Antonio. Las concepciones de la política social: universalismo versus  
focalización. En: Nueva Sociedad. Mayo - junio de 2008. no. 215. [en línea] 
http://www.nuso.org/upload/articulos/3521_1.pdf [citado en 28 de mayo de 2014] 
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redistributivos del gasto público social son más importantes cuanto mayor es la 
cobertura; en otras palabras, que la mejor focalización es una política universal.”. Desde 
esta posición se implementa el mínimo vital de agua en Bogotá, incluso la supera, porque 
no considera esa cantidad de agua un programa social, sino que lo reconoce como 
derecho, la concepción universalista se evidencia en la modificación a la norma que  
derogó el cumplimiento del pago del servicio como causal de exclusión del derecho al 
mínimo vital, y en las palabras del Alcalde del Distrito que incluyó esta modificación: "Se 
acabará en Bogotá el corte de agua, el que no pague, así sea de estrato 10, de todas 
maneras recibirá un mínimo vital"129.  
 
Si bien la concepción universalista del mínimo vital de agua es mejor para materializar el 
derecho al agua facilitando su eficacia, la realidad es que todas estas ciudades están 
haciendo hoy una entrega focalizada de una cantidad de agua mínima para vida digna de 
una parte de la población considerada menos favorecida, solo en Bogotá con tendencia 
universalista. 
 
Según el último reporte del programa MVAP en Medellín de mayo de 2014 indica que en 
total se beneficiaron 27.543 hogares, en un promedio de 4 personas por hogar significa 
275.430 metros cúbicos de agua en el mes. Aunque según el SUI en el municipio La 
Estrella hay 4702 suscriptores de los estratos 1 y 2, la información que se encuentra en 
internet es que desde el mes de mayo 2.873 familias reciben 10 metros cúbicos de agua 
al mes, sumando 28.730 metros cúbicos. En Bogotá, no existe publicación de esta 
información, asumiendo que se le entregan 6 metros cúbicos de agua a 631.561 
suscriptores de acueducto de los estratos 1 y 2 serían 3.789.366 metros cúbicos de 
agua. Finalmente en Bucaramanga calculan que 65.000 familias cumplen con los 
requisitos para acceder a 6 metros cúbicos de agua gratuitos al mes, que son 390.000 
metros cúbicos. Es decir, que la realidad es que se están entregando aproximadamente 
4.5 millones de metros cúbicos de agua al mes en Colombia. 
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 No se volverá a cortar el agua por falta de pago en Bogotá 
http://noticias.terra.com.co/bogota/no-se-volvera-a-cortar-el-agua-por-falta-de-pago-en-
bogota,266666dfb81b9310VgnVCM3000009acceb0aRCRD.html 10 de septiembre de 2012 • 
14:02 • actualizado a las 14:03 
  
 
5. Conclusiones  
El mínimo vital de agua potable o la orden de garantizar la continuidad del servicio a 
personas especialmente protegidas, constituye una medida recurrente en la 
jurisprudencia constitucional local y nacional, esto ha visibilizado la situación de 
indignidad por la que atraviesan miles de familias generando un ambiente de discusión 
en el ámbito judicial sobre el conflicto del suministro domiciliario del agua potable. 
 
Respecto al cumplimiento de la jurisprudencia constitucional local (Medellín) que protege 
el acceso continuo a una cantidad mínima de agua potable, se encontró que Empresas 
Públicas de Medellín no cumple las órdenes de reconectar en el tiempo indicado en la 
sentencia, además sus empleados no reconocen ni acatan la orden de respetar el 
mínimo vital de las familias en el momento de realizar el acuerdo de pago. Como no se 
consideran las capacidades económicas de los usuarios los acuerdos de pagos son 
incumplidos debido a la falta de recursos económicos, ocasionando nuevas 
suspensiones. 
 
En el ámbito nacional, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha seguido el 
precedente inicial que fundamenta la procedencia de la tutela, por la relación del acceso 
al agua o del servicio público domiciliario de acueducto con un derecho fundamental. Aun 
así, ha tomado otros referentes interpretativos al entender el derecho al agua con base 
en instrumentos internacionales como la Observación General No. 15 y así contempló 
componentes del contenido normativo, como la disponibilidad y accesibilidad de 
cantidades suficientes de agua, las cuales implican obligaciones para el Estado de 
respetar, proteger y garantizar.  
 
La Corte ha construido una línea jurisprudencial sólida del derecho al agua respecto a la 
suspensión del servicio de acueducto por la falta de pago del consumo mensual y ha 
definido las condiciones para que las empresas se abstengan de suspender el servicio 
por ser inconstitucional, así como la cantidad mínima de agua necesaria para la 
subsistencia. 
 
El acuerdo de pago es quizá el aspecto más importante, desde el punto de vista fáctico, 
en las decisiones de la Corte, tanto para la aplicación del derecho en materia judicial 
como para la realidad de los usuarios en su vida económica y en el acceso al agua. De 
parte de la Corte, porque ha cuidado en sus argumentos de reconocer el carácter 
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oneroso de los servicios públicos, ha ordenado a la empresa adelantar los trámites para 
que realice acuerdo de pago que respete mínimo vital de cada familia, últimamente se ha 
seguido reiteradamente la orden de abstenerse de suspender el servicio cuando hay 
incumplimiento en el pago. Para los deudores de EPM el acuerdo de pago se les 
convierte en una condición para acceder al agua, el caso más común es que estos 
usuarios realizan el acuerdo de pago y la empresa reactiva el servicio, pero debido a la 
falta de recursos económicos y de coherencia entre la cuota y la capacidad de pago se 
incumple de nuevo, lo que genera una nueva suspensión del servicio. 
 
Finalmente, la empresa prestadora del servicio de acueducto ha sido beneficiada con las 
acciones de tutela porque ha recuperado parte de su cartera, mientras que las órdenes 
de no suspensión de los servicios ante incumplimientos del pago de las facturas o la 
fijación de cuotas en el acuerdo de pago sin afectar el mínimo vital nunca han sido 
cumplidas por EPM. Aunque se cumplieran, por tener efectos inter partes no tienen la 
suficiente representatividad social para afirmar la eficacia material del derecho al agua. 
 
La aplicación del mínimo vital de agua potable por medio de Políticas Públicas, Acuerdos 
y Decretos como ha sucedido en Colombia, independientemente de cómo sea nombrado, 
ha sido la forma de materializar el acceso a parte de la población a una cantidad de agua 
gratuita. Así, se han establecido varias cantidades como mínimo vital de agua potable 
que oscilan entre 0.6 y 2.5 metros cúbicos por persona ó 6 y 10 metros cúbicos por 
suscriptor.  
 
La aplicación de esta mínima cantidad de agua ha estado marcada por la focalización, y 
por requisitos que solo favorecen las leyes de mercado como es el acuerdo de pago para 
acceder al agua. Con excepción de Bogotá que ha planteado desde una perspectiva de 
derechos humanos que se debe respetar el mínimo vital de agua a todos los estratos 
ante el no pago del servicio. 
 
Exigir el cumplimiento del derecho al agua plantea varios desafíos a los que se pueden 
dirigir futuras investigaciones, desde la exigibilidad judicial se debe continuar usando las 
herramientas jurídicas como el incidente de desacato y la solicitud de audiencias para 
hacer públicas las actuaciones de las empresas  prestadoras del servicio de acueducto. 
 
 
 
  
 
A. Anexo: Línea jurisprudencial 
Frente a la falta de acceso al agua potable Cómo ha desarrollado la Corte Constitucional el derecho al agua para determinar su naturaleza 
jurídica y procedibilidad de su tutela 
Escenarios 
constitucionales 
Derecho fundamental autónomo Derecho fundamental por conexidad Derecho Colectivo 
Tutela el derecho al agua 
Personas especialmente 
protegidas, Conexidad, 
Mínimo vital, Tutela el 
derecho al agua 
Personas 
especialmente 
protegidas Conexidad, 
Mínimo vital  
Servicio público 
domiciliario 
Derecho colectivo  
Conexidad 
No procede acción de tutela sino 
acción popular 
El agua es un 
derecho 
fundamental 
autónomo 
que permite 
garantizar la 
democracia 
constitucional 
y evitar que 
se destruyan 
sus 
fundamentos 
 
        
• 
T-598/1992, A. 
Martínez 
  
  
El agua es un 
derecho 
colectivo, no 
procede la 
acción de tutela 
sino la acción 
popular 
 
Acceso y 
suministro de 
agua para 
comunidades 
        
 • 
T-539/1993  
A. Martínez 
  
  
• 
T-143/2010, 
M. Calle 
        
    
• 
T-143/2010 
M. González 
Salvamento 
 
  
• 
T-418/2010 
M. Calle 
        
    
• 
T-418/2010 
M. González 
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Frente a la falta de acceso al agua potable Cómo ha desarrollado la Corte Constitucional el derecho al agua para determinar su naturaleza 
jurídica y procedibilidad de su tutela 
Escenarios 
constitucionales 
Derecho fundamental autónomo Derecho fundamental por conexidad Derecho Colectivo 
Tutela el derecho al agua 
Personas especialmente 
protegidas, Conexidad, 
Mínimo vital, Tutela el 
derecho al agua 
Personas 
especialmente 
protegidas Conexidad, 
Mínimo vital  
Servicio público 
domiciliario 
Derecho colectivo  
Conexidad 
No procede acción de tutela sino 
acción popular 
Aclaración 
    
• 
T-616/2010 
L. Vargas 
  
• 
T-616/2010 
L. Vargas 
  
  
  
 
• 
T-082/2013 
J. Pretelt 
  
• 
T-082/2013 
J. Pretelt 
  
        
• 
T-1104/2005 
J. Araújo 
  
  Acceso y 
suministro de 
agua para 
familias         
• 
T-055/2011 
J. Palacio 
  
  
        
• 
T-523/1994 
A. Martínez 
  
Suministro de 
agua no apta 
para consumo 
humano 
          
  
• 
T-023/1995 
J. Arango 
        
• 
T-092/1995 
H. Herrera 
  
        
• 
T-410/2003 
J. Córdoba 
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Frente a la falta de acceso al agua potable Cómo ha desarrollado la Corte Constitucional el derecho al agua para determinar su naturaleza 
jurídica y procedibilidad de su tutela 
Escenarios 
constitucionales 
Derecho fundamental autónomo Derecho fundamental por conexidad Derecho Colectivo 
Tutela el derecho al agua 
Personas especialmente 
protegidas, Conexidad, 
Mínimo vital, Tutela el 
derecho al agua 
Personas 
especialmente 
protegidas Conexidad, 
Mínimo vital  
Servicio público 
domiciliario 
Derecho colectivo  
Conexidad 
No procede acción de tutela sino 
acción popular 
        
• 
T-888/2008 
M. Monroy 
  
        
• 
T-244/1994 
H. Herrera 
  
  
conflicto por 
usos del agua 
(reducción de 
caudal destinado 
al consumo 
humano) 
        
• 
T-413/1995 
A. Martínez 
  
  
        
 • 
T-379/1995 
Barrera 
  
        
• 
T-381/2009 
J. Pretelt  
  
  
      
• 
C-150/2003 
M. Cepeda 
  
  
  
Suspensión del 
servicio de 
acueducto a 
personas 
especialmente 
protegidas 
      
• 
T-270/2007 
J. Araújo 
  
  
  
      
• 
T-546/2009 
M. Calle 
  
  
  
      
• 
T-614/2010 
L. Vargas 
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Frente a la falta de acceso al agua potable Cómo ha desarrollado la Corte Constitucional el derecho al agua para determinar su naturaleza 
jurídica y procedibilidad de su tutela 
Escenarios 
constitucionales 
Derecho fundamental autónomo Derecho fundamental por conexidad Derecho Colectivo 
Tutela el derecho al agua 
Personas especialmente 
protegidas, Conexidad, 
Mínimo vital, Tutela el 
derecho al agua 
Personas 
especialmente 
protegidas Conexidad, 
Mínimo vital  
Servicio público 
domiciliario 
Derecho colectivo  
Conexidad 
No procede acción de tutela sino 
acción popular 
      
• 
T-717-2010 
M. Calle 
  
  
  
      
• 
T-740/2011 
Sierra 
  
  
  
      
• 
T-928/2011 
L. Vargas 
  
  
  
    
• 
T-471/2011 
L. Vargas 
  
  
  
  
    
• 
T-925/2012 
J. Estrada 
  
  
  
  
    
• 
T-242/2013 
L. Vargas 
  
  
  
  
 
 
 
 
 
 
  
 
B. Anexo: Fichas de análisis de 
jurisprudencia de la Corte 
Constitucional 
Sentencia: T-546 de 2009 Magistrado Ponente: Maria Victoria Calle Calle 
Aclaración de voto NO Salvamento de voto NO 
Tesis 
 
Introduce una nueva interpretación que dice que “no en todo 
caso de incumplimiento es válido suspender los servicios 
públicos domiciliarios, en el sentido de cortar totalmente el 
suministro de los mismos. Si el incumplimiento es 
involuntario u obedece a una fuerza insuperable; si, además, 
el domicilio a que se destinan está habitado por personas 
que merecen una especial protección constitucional; si el 
servicio es de aquellos indispensables para garantizar otros 
derechos fundamentales como la vida, la igualdad, la 
dignidad o la salud; y si, por último, se dan las condiciones 
establecidas en la ley para la suspensión,  lo que debe 
suspenderse es la forma de prestar el servicio público. Es 
decir, debe cambiar la forma en que se suministra el servicio 
y ofrecerle al destinatario final unas cantidades mínimas 
básicas e indispensables, en este caso, de agua potable.  
SUBREGLA 
Observaciones 
Reitera la línea jurisprudencial 
sobre falta de acceso al agua 
según la cual, cuando el agua 
está destinada al consumo 
humano constituye un derecho 
fundamental que puede ser 
reclamado por acción de tutela 
toda vez que esté dirigido a 
proteger la vida y la salud de las 
personas. 
 
Después de esta revisión de 
línea jurisprudencial, introduce 
una nueva interpretación o 
teoría, por lo que se le puede 
considerar como sentencia 
consolidadora de línea 
 
 Antecedentes de la decisión 
 
Decisión 
A pesar de considerar que la suspensión 
total del servicio vulnera el derecho 
fundamental a acceder al agua potable de 
la familia. La tutela es negada por la 
concomitancia de la vía de hecho y la vía 
legal, haciendo la primera que no tuviese 
objeto alguno la segunda. 
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Sentencia: T-614 de 2010 Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva 
Aclaración de voto No Salvamento de voto Si 
Magistrado ponente: Maria Victoria Calle Calle 
Tesis 
5.4 En virtud de lo expuesto, es necesario concluir que 
la pretensión de reconexión de un servicio público 
esencial en caso de incumplimiento en el pago, en sede 
de tutela, sólo será procedente si; (i) el servicio está 
destinado al consumo humano; (ii) las personas 
afectadas por la medida de suspensión son sujetos de 
especial protección constitucional; (iii) el usuario del 
servicio se encuentra en una precaria situación 
económica que le impide el pago inmediato de la 
obligación contraída; y (iv) no hubo reconexión 
fraudulenta del servicio. 
 
… 5.5 Ahora bien, la reconexión del servicio de agua en 
el presente caso, así como en casos cuyos supuestos 
fácticos sean similares, debe estar condicionada a la 
realización de todas las gestiones necesarias para 
suscribir acuerdos de pago a fin cumplir con la 
obligación contraída con la empresa de servicios 
públicos. Esta Sala considera que los acuerdos de pago 
cumplen importantes objetivos de orden constitucional: 
protegen los intereses de las empresas de servicios 
públicos; procuran la protección debida a los derechos 
fundamentales involucrados -pues permite que la deuda 
por concepto de facturas atrasadas sea cancelada 
progresivamente-; y garantiza que la población 
vulnerable tenga acceso al continuo suministro de los 
servicios públicos esenciales.” 
Observaciones 
Sobre la naturaleza jurídica del 
derecho al agua considera que debe 
verse a la luz del art. 93 de la C.P y 
por ende de la observación general 
No. 15 del Comité de DESC, según 
la cual el derecho al agua encuadra 
en la categoría de garantía 
indispensable o condición 
fundamental para la supervivencia y 
seguidamente afirma que el derecho 
al agua debe considerarse 
conjuntamente con el derecho a la 
vida y a la dignidad humana. 
En este argumento se resumen dos 
posiciones sobre la naturaleza 
jurídica de este derecho, la primera 
considera que el derecho al agua es 
condición previa para realizar otros 
derechos; y la segunda está basada 
en el argumento de la conexidad con 
un derecho fundamental.  
Patrones fácticos 
La accionante es una mujer cabeza de familia, 
con cinco hijos menores de edad, que le fue 
suspendido el servicio público de agua potable 
en su vivienda después de 16 meses de falta de 
pago, debido a la precaria situación económica 
en que vive. 
Decisión 
Ordena la reconexión del servicio de 
acueducto y la realización de un acuerdo de 
pago con plazos acordes con su situación 
económica. 
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Salvamento de voto  Magistrado Ponente: Maria Victoria Calle Calle 
Sentencia: T-614 de 2010 
Tesis 
De hecho, la Corte tenía el deber de resolver el caso de un 
modo que, por una parte, protegiera los derechos de los 
menores invocados en la tutela y, por otra, impidiera que 
los beneficiados por la decisión se sintieran libres de pagar 
por la prestación a domicilio del servicio público de agua 
potable. 
 
… Una posible solución habría podido ser la de tutelar el 
derecho de los menores al consumo de agua potable, y 
ordenarle a la empresa de servicios públicos domiciliarios 
que les garantizara a los sujetos de especial protección, 
habitantes de la vivienda, cantidades básicas de agua 
potable para su subsistencia digna. 
 
… Pero, en últimas, la sentencia ordenó la reconexión 
plena, cabal y, al parecer, ilimitada del acueducto a la casa 
de habitación de la peticionaria, bajo el presupuesto de que 
así lo ha ordenado la jurisprudencia. Sin embargo, teniendo 
en cuenta que la jurisprudencia aquí establecida es nueva, 
pues las órdenes impartidas no tienen precedente, debo 
decir que se ha optado por crear reglas que no son, según 
mi punto de vista, las que mejor componen el conflicto 
entre principios jurídicos subyacente a un caso como este. 
Observaciones 
No está de acuerdo con la parte 
resolutiva porque se ordena la 
reconexión y no acoge el 
precedente jurisprudencial para 
estas situaciones concretas 
(sujetos de protección especial e 
incapacidad de pago) de que se 
debe cambiar la forma de prestar 
el servicio de manera que se 
garantice la cantidad necesaria  
de agua. 
En estas situaciones de sujetos 
de especial protección, a quienes 
se les ha suspendido el servicio 
de agua potable por falta de pago, 
la corte, “o bien ha optado por 
negar la protección solicitada, o 
bien ha interpretado que debe 
abstenerse de emitir un 
pronunciamiento de fondo y de 
impartir órdenes específicas por 
encontrar un hecho superado.” 
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Sentencia: T-717 de 2010 Magistrado Ponente: Maria Victoria Calle Calle 
Aclaración de voto No Salvamento de voto No 
Tesis 
"Todo usuario que pretenda la continuidad en la prestación de los 
servicios públicos, pese a la falta de pago, tiene al menos dos 
cargas. La primera carga es la de informar que (i) en su vivienda 
reside al menos un sujeto especialmente protegido (por ejemplo, 
un menor de edad, una persona gravemente enferma, o de la 
tercera edad), que (ii) la suspensión del servicio público puede 
aparejar el desconocimiento de los derechos constitucionales de 
ese sujeto, y que (iii) el incumplimiento de las obligaciones 
facturadas se debe a circunstancias involuntarias, insuperables e 
incontrolables. La segunda carga es la de probar al menos la 
condición (i) –la presencia en el hogar de un sujeto de especial 
protección-. Pero, además, quienes no hayan sido clasificados en 
el nivel uno (1) del Sisben, deben probar la condición (ii) -que la 
suspensión del servicio público puede aparejar el desconocimiento 
de los derechos constitucionales de ese sujeto- y la condición (iii) -
el incumplimiento en el pago de las facturas se debe a 
circunstancias involuntarias, insuperables e incontrolables-. 
Porque en el caso de las personas que estén en las condiciones 
del nivel uno (1) de Sisben, las condiciones (ii) y (iii) deben ser 
presumidas y, por lo tanto, sólo puede procederse a la suspensión 
del servicio, si la empresa de servicios públicos a) desvirtúa esas 
presunciones o b) justifica de forma suficiente el corte del agua 
potable. Eso sí, no puede ser considerada como justificación 
suficiente la simple constatación del incumplimiento en el pago de 
servicios públicos. Si efectivamente concurren (debido a la prueba 
o a la prueba y la presunción) las condiciones (i), (ii) y (iii), 
entonces la empresa de servicios públicos puede suspender la 
forma de prestar el servicio de acueducto, y pasar a suministrarle 
al usuario cantidades mínimas de agua potable a los sujetos de 
especial protección constitucional, que satisfagan sus 
necesidades básicas y le garanticen una vida verdaderamente 
digna y humana. 
Observaciones 
 
Patrones fácticos: Familia conformada por tres 
menores de edad y un adulto mayor, que le fue 
suspendido el servicio público de agua potable 
por falta de pago a su vivienda ubicada en el 
estrato 5. Familia conformada por tres menores 
de edad, uno de ellos con discapacidad auditiva, 
perteneciente al Sisben 1, a cuya vivienda le fue 
suspendido el servicio público de agua potable 
por falta de pago.  
Decisión: Negó la tutela del derecho al 
consumo humano de agua potable de la 
primera familia, por cuanto no se probó la 
última condición sobre la incapacidad de 
pago de las facturas. Tuteló el derecho al 
consumo de agua potable de los menores 
de la segunda familia. 
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Sentencia: T-740 de 2011 Magistrado Ponente: Humberto Antonio Serra Porto 
Aclaración de voto No Salvamento de voto No 
Tesis 
Acoge precedente  T-717 de 2010 sobre condiciones 
contra la facultad de suspensión del servicio y para 
ordenar la reconexión de mismo   
T- 546 de 2009 cambiar la forma de prestar el servicio 
“En conclusión, el servicio público de acueducto es un 
servicio de carácter oneroso, por ello la suspensión de 
éste por el incumplimiento en el pago es 
constitucionalmente admisible. No obstante, cuando el 
impago se presente por un usurario que se encuentre 
bajo la categoría de sujeto de especial protección, la 
empresa prestadora del servicio de agua deberá realizar 
los acuerdos de pago con el deudor de la mencionada 
prestación económica de acuerdo con su capacidad 
económica. En el evento en que aquél manifieste y 
pruebe que no puede cumplir con los referidos 
acuerdos, la empresa de servicios públicos está 
obligada a garantizar un consumo mínimo de agua, 
conforme a lo establecido en esta sentencia. 
Finalmente, la inobservancia de estas conductas por 
parte de la entidad encargada del suministro de agua 
potable impondrá la carga a ésta de asumir la totalidad 
del servicio hasta tanto se supere las condiciones que 
impidieron el no  pago por el usuario.” 
Observaciones 
Panorama del reconocimiento del 
derecho al agua en el derecho 
internacional. Sudáfrica, Costa  Rica 
y  Argentina han adoptado medidas 
sobre el mínimo vital de agua 
potable. 
En los argumentos obiter dictum 
desarrolla el contenido del derecho al 
agua según la observación general 
no. 15 señalando las obligaciones del 
estado de respetar, proteger y 
cumplir, asi como las de 
disponibilidad (que tiene tres 
dimensiones, cantidad, continuidad y 
sostenibilidad del recurso), 
accesibilidad y calidad. Igualmente 
hace un recuento jurisprudencial 
desde estos componentes del 
derecho al agua. 
La OMS señala que la cantidad 
necesaria para cumplir la garantía de 
disponibilidad de agua es de 50 litros 
por persona al día. 
Patrones fácticos 
Familia integrada por mujer cabeza 
de familia y dos menores de edad 
que les fue suspendido el servicio de 
agua potable por falta de pago 
Decisión 
Ordenó a la Junta Administradora del Acueducto JUAN 
XXIII restablecer el flujo de agua potable en la vivienda 
de la accionante, revisar los acuerdos de pago, 
implementar una fórmula de acuerdo con la capacidad 
económica y en caso de que ésta manifieste y pruebe 
que no cuenta con los recursos económicos para 
sufragar la deuda instalar el reductor de flujo que 
garantice por lo menos 50 litros de agua por persona al 
día o proveer una fuente pública del recurso hídrico que 
asegure el suministro de  igual cantidad de agua. 
Ordenó al municipio de Guarne (Antioquia) asignar de la 
partida de agua y saneamiento básico transferida a éste 
por el Gobierno Nacional, los dineros necesarios para 
garantizar el cubrimiento del 50% del costo del agua que 
le sea proporcionado a la señora María Isabel Ortiz y su 
grupo familiar como garantía mínima del recurso hídrico 
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Sentencia: T-928 de 2011 Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva 
Aclaración de voto No Salvamento de voto No 
Tesis 
“La actora y sus menores hijos son sujetos de especial protección 
constitucional. 
… De no accederse a las pretensiones de la señora Bermúdez 
Hernández, los niños y jóvenes que viven con ella, verían 
seriamente afectados sus derechos a una vida en condiciones 
dignas, a una vivienda digna, a la alimentación, a la educación e 
incluso, eventualmente verían amenazado su derecho a la salud 
… La desconexión se dio a causa de un incumplimiento de las 
obligaciones involuntario, debido a circunstancias insuperables e 
incontrolables por parte de la actora. 
… los menores no cuentan con la posibilidad efectiva de disfrutar 
siquiera de cantidades mínimas de agua potable. 
… la pretensión de reconexión del servicio público para este caso 
en concreto, es procedente porque: (i) el servicio está destinado al 
consumo humano; (ii) las personas afectadas por la medida de 
suspensión son sujetos de especial protección constitucional 
quienes están viendo amenazados derechos fundamentales como 
la vida, la salud, la vida en condiciones dignas y el derecho al 
acceso al agua potable; (iii) el usuario del servicio se encuentra en 
una precaria situación económica que le impide el pago inmediato 
de la obligación contraída; y (iv) actualmente no se encuentra 
recibiendo el líquido vital.” 
 
Acoge precedente  T-717 de 2010 sobre condiciones contra la 
facultad de suspensión del servicio y para ordenar la reconexión 
de mismo   
T- 546 de 2009 cambiar la forma de prestar el servicio 
Observaciones 
Se aparta un poco del 
precedente de la 
Sentencia T-546 de 2009 
según el cual no procede 
la tutela si por la vía de 
hecho ya se está 
accediendo al agua 
Antecedentes de la decisión 
T-578 de 1992,  C- 150 de 2010, C-220 de 2011, 
T-1150 de 2001, T-1225 de 2001, T-636 de 2002, 
T-490 de 2003, T-270 de 2007, T-381 de 2009, 
T-915 de 2009, T-546 de 2009,  T-616 de 2010, 
T-717 de 2010, T-418 de 2010 : el agua es un 
derecho fundamental cuando se utiliza para el 
consumo humano, porque se afectan derechos 
tan importantes como la vida, la salud y la 
dignidad humana entre otros. 
 
C-150 de 2003: no se puede suspender el 
servicio cuando se desconocen derechos 
constitucionales de sujetos especialmente 
protegidos. 
Decisión 
Protege derechos a la vida, la salud, a la 
integridad física, a una vida en condiciones 
dignas y, los derechos de los niños. 
Ordena a Empresas Públicas de Medellín 
reconecte el servicio público domiciliario de 
acueducto. 
Realice acuerdo de pago con la actora, que 
no se afecte su mínimo vital. 
En caso de que la accionante manifieste y 
pruebe  que no cuenta con los recursos 
económicos para sufragar la deuda, 
Empresas Públicas de Medellín deberá 
proceder a instalar un reductor de flujo que 
garantice por lo menos 50 litros de agua por 
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T- 717 de 2010: El incumplimiento en el pago se 
produjo por circunstancias insuperables e 
incontrolables. 
 
T 546 de 2009: Cambiar la forma de prestar el 
servicio que garantice cantidad mínima 
 
 
persona al día, en el inmueble que habita la 
misma. El costo de ésta cantidad de líquido 
deberá ser asumido por la actora y, en todo 
caso para el cobro del mismo se deberá 
tener en cuenta su capacidad de pago 
 
Advierte a Empresas Públicas de Medellín, 
que bajo ninguna circunstancia, incluyendo 
el incumplimiento de nuevos periodos de 
facturación, podrá suspender 
completamente el suministro de agua 
potable a la accionante. 
 
Ordena a la Personería Municipal de 
Medellín y a la Defensoría del Pueblo 
Regional Antioquia prestar a la peticionaria 
toda la colaboración y asesoría que la 
protección de sus derechos fundamentales 
requiera. 
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Sentencia: T-471 de 2011 Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva 
Aclaración de voto No Salvamento de voto No 
Tesis 
Acoge precedente  T-717 de 2010 sobre condiciones contra la 
facultad de suspensión del servicio y para ordenar la reconexión 
de mismo   
T- 546 de 2009 cambiar la forma de prestar el servicio 
Observaciones 
 
Antecedentes de la decisión 
C-150 de 2003: no se puede suspender el 
servicio cuando se desconocen derechos 
constitucionales de sujetos especialmente 
protegidos. 
 
T- 717 de 2010: Si pertenece al nivel uno del 
SISBEN no debe probar dos condiciones: 
afectación de derechos fundamentales, 
imposibilidad involuntaria de pagar las facturas 
 
T 546 de 2009: Cambiar la forma de prestar el 
servicio que garantice cantidad mínima 
 
T-740 de 2011 y T-928 de 2011 órdenes a la 
empresa prestadora del servicio, si demuestra 
incapacidad de pago para   
 
 
Decisión 
Tutela derecho al agua potable de sujetos 
de especial protección. 
Ordena a Empresas Públicas de 
Fusagasugá Emserfusa reconecte el 
servicio público domiciliario de acueducto. 
Realice acuerdo de pago con la actora, que 
no se afecte su mínimo vital. 
En caso de que la accionante manifieste y 
pruebe  que no cuenta con los recursos 
económicos para sufragar la deuda, 
Emserfusa deberá proceder a instalar un 
reductor de flujo que garantice por lo menos 
50 litros de agua por persona al día, en el 
inmueble que habita la misma. El costo de 
ésta cantidad de líquido deberá ser asumido 
por la actora y, en todo caso para el cobro 
del mismo se deberá tener en cuenta su 
capacidad de pago 
 
Advierte a Empresas Públicas de 
Fusagasugá Emserfusa, que bajo ninguna 
circunstancia, incluyendo el incumplimiento 
de nuevos periodos de facturación, podrá 
suspender completamente el suministro de 
agua potable a la accionante. 
 
Ordena a la Personería Municipal de 
Fusagasugá y a la Defensoría del Pueblo 
Cundinamarca prestar a la peticionaria toda 
la colaboración y asesoría que la protección 
de sus derechos fundamentales requiera. 
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Sentencia: T-752 de 2011 Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva 
Aclaración de voto No Salvamento de voto No 
Tesis 
Acoge precedente  T-717 de 2010 sobre 
condiciones contra la facultad de 
suspensión del servicio y para ordenar 
la reconexión de mismo   
T- 546 de 2009 cambiar la forma de 
prestar el servicio 
Observaciones 
Tres expedientes con situaciones fácticas y 
respuestas del Juez de Tutela similares (proceden 
otros medios de defensa). 
Respecto a la energía considera que no hay 
suficiente desarrollo jurisprudencial y en el caso no 
hay afectación de derechos fundamentales debido a 
la falta de energía 
Antecedentes de la 
decisión 
C-150 de 2003: no se 
puede suspender el 
servicio cuando se 
desconocen derechos 
constitucionales de sujetos 
especialmente protegidos. 
 
T- 717 de 2010: Si 
pertenece al nivel uno del 
SISBEN no debe probar 
dos condiciones: afectación 
de derechos 
fundamentales, 
imposibilidad involuntaria 
de pagar las facturas 
 
T 546 de 2009: Cambiar la 
forma de prestar el servicio 
que garantice cantidad 
mínima.  
 
T-092 de 2011  que fue 
anulada por el Auto 211 de 
2011 y reemplazada por T-
740 de 2011, la razón es 
porque en la primera 
decisión se ordenó 
garantizar una cantidad 
básica de agua potable de 
manera gratuita. 
 
 
Decisión 
Concede tutela a Diana Romero Hoyos,  Jefferson David Vega 
Romero y Juan Sebastián Romero Hoyos, y revoca el fallo 
anterior  
Ordena a Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá se 
restablezca la prestación del servicio de agua potable a la 
vivienda de la accionante de forma tal que les garantice la 
posibilidad de acceder a cantidades suficientes de agua potable. 
En caso de que la accionante manifieste que no tiene dinero para 
refinanciar el crédito contraído con la empresa, ésta deberá 
garantizar el acceso a por lo menos 20 litros de agua por persona 
y día, en el hogar de la accionante, hasta que la misma llegue a 
pactar un acuerdo de pago y solicite el restablecimiento pleno del 
servicio. 
 
Concede tutela a la señora Navia Aguirre e hijos 
Ordena a las Empresas Públicas de Medellín que: (i) restablezca 
el flujo de agua potable al inmueble donde habita la accionante y 
sus menores hijos, (ii) realice un acuerdo de pago con la señora 
Navia Aguirre, con el objetivo de implementar una fórmula en la 
cual la actora, de acuerdo con su capacidad económica, pueda 
ponerse al día en sus obligaciones con ésta y en caso de que 
manifieste que no cuenta con los recursos económicos para 
sufragar la deuda deberá (iii) instalar el reductor de flujo que 
garantice por lo menos 20 litros de agua por persona al día de 
forma gratuita o proveer una fuente pública del recurso hídrico 
que asegure el suministro de  igual cantidad de agua sin costo 
alguno, hasta tanto mejore la condición económica de la 
accionante y la misma manifieste su intención y capacidad de 
asumir el pago de la deuda, y por tanto, solicite el 
restablecimiento en condiciones normales del servicio. 
Confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Primero 
Promiscuo Municipal de la Dorada-Caldas, el 6 de mayo de 2011, 
dentro del expediente T-3089356, el cual denegó el amparo 
tutelar por improcedente y por cuanto a la accionante le asisten 
otros medios de defensa, tanto administrativos como judiciales. 
(Energía) 
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Sentencia: T-725 de 2011 Magistrado Ponente: Nilson Pinilla Pinilla 
Aclaración de voto Si Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto 
Salvamento de voto No 
Tesis 
Acoge precedente  resumido en la T-
888 de 2008: el agua para consumo 
humano es un derecho fundamental y 
su afectación vulnera otros derechos  
Observaciones 
Considera el acuerdo de pago 
la conexión fraudulenta por parte de la persona 
interesada no podía erigirse, en sede de tutela, en 
argumento para la denegación del acceso al agua 
Antecedentes de la 
decisión 
Instrumentos 
internacionales: 
Observación General No. 
15, Convención de los 
derechos del niño, 
Convención sobre la 
eliminación de todas las 
formas de discriminación 
contra la mujer. 
T- 888 de 2008 el 
derecho al agua potable 
para el consumo humano 
es fundamental y su 
afectación vulnera otros 
derechos 
C-150 de 2003: no se 
puede suspender el 
servicio cuando se 
desconocen derechos 
constitucionales de 
sujetos especialmente 
protegidos. 
 
 
 
Decisión 
TUTELA los derechos fundamentales de María Ruth Villa y los de 
su hijo Cristian de Jesús Badillo Villa, menor de edad, a la vida 
digna, la integridad personal, la salud y de petición. 
ORDENA a Empresas Públicas de Medellín S.A., E.S.P., reconecte 
el servicio público domiciliario de acueducto al inmueble 
ORDENA a Empresas Públicas de Medellín S.A., E.S.P., adelante 
los trámites necesarios para llegar a un acuerdo de pago en la 
medida en que no se afecte el mínimo vital de la accionante y de su 
hijo. 
ORDENA a Acción Social realizar una visita a la señora María Ruth 
Villa, con el fin de constatar su actual situación socioeconómica y la 
de su hijo. 
ORDENA a Acción Social, que si aún no lo ha realizado, verificado 
que la señora María Ruth Villa no se encuentra en condiciones de 
asumir su auto sostenimiento familiar, le otorgue la prórroga 
automática de la ayuda humanitaria de emergencia, que mantendrá 
hasta que se demuestre que la agenciada puede subsistir por sus 
propios medios; en consecuencia, Acción Social realizará la 
entrega completa a la señora María Ruth Villa de los componentes 
previstos en la ley, en cuanto a alimentación básica, apoyo para 
alojamiento, implementos de habitación, cocina, aseo y vestuario, 
en cantidad y calidad suficiente para suplir temporalmente las 
necesidades de ella y de su hijo, lo cual hará dentro de los quince 
(15) días hábiles subsiguientes a la realización de la visita. 
ORDENA a Acción Social, disponga que la señora María Ruth Villa 
sea inscrita dentro de los programas que buscan implementar y 
hacer cumplir el auto 092 de 2008 de esta corporación, para 
intervenir en las facetas de género enunciadas, como beneficiaria 
individual de cada uno de ellos y de lo dispuesto en los autos 251 
de 2008 y 006 de 2009, también de esta corporación, en lo 
referente a su hijo y a la discapacidad que ella padece, todo ello a 
más tardar dentro del mes subsiguiente a la visita antes referida. 
ORDENA al Alcalde de Medellín realice las gestiones del caso para 
que la accionante y su hijo puedan integrar y acceder al programa 
“Mínimo Vital de Agua Potable”, que ofrece dicho ente territorial. 
ORDENA que las autoridades que deben acatar lo dispuesto en 
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cada uno de los puntos precedentes de esta parte resolutiva, 
reporten las gestiones trascendentes que realicen y el cumplimiento 
final de cada aspecto, al Juzgado Segundo Penal del Circuito de 
Medellín, que en primera instancia tramitó y decidió la presente 
acción de tutela. 
 
Aclaración de voto Si Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto 
Tesis 
“Las razones que sustentan mi aclaración de voto tienen que ver, en 
primer lugar, con que se haya invocado la ratio decidendi contenida en 
la sentencia T-092 de 2011, que fue declarada nula mediante auto 211 
del 3 de octubre de 2011, debido a una discordancia entre el proyecto 
debatido por la Sala Octava de Revisión y el publicado por la Relatoría 
de esta Corporación. Así, la acción de tutela iniciada por María Isabel 
Ortiz contra la Junta Administradora del Acueducto JUAN XXIII fue 
finalmente resuelta mediante sentencia T-740 de 2011 debido a que, 
se insiste, la sentencia T-092 de 2011 fue declarada nula, razón por la 
cual esta última no constituye precedente y no debía ser traída a 
colación. Además, disiento de que se hubiese ordenado la reconexión 
del servicio sin condicionamiento alguno puesto que, de acuerdo con 
un precedente sentado en múltiples sentencias, incluyendo la 
precitada sentencia T-740 de 2011, el restablecimiento del servicio a 
consecuencia de una orden de amparo debe estar limitado al 
suministro de 50 litros diarios de agua por persona, mas no deber 
ser ilimitado. Los anteriores son los argumentos que motivaron mi 
aclaración de voto.” 
Observaciones 
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Sentencia: T-496 de 2012 Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
Aclaración de voto No Salvamento de voto No 
Tesis 
Acoge precedente  T-717 de 2010 y T-
614 de 2010 sobre condiciones para 
reconexión del servicio de agua en sede 
de tutela  
Observaciones 
Considera el acuerdo de pago, esa obligación no 
puede poner en riesgo el derecho al mínimo vital 
Antecedentes de la decisión 
Observación General No. 15, 
  
T- 381 de 2009 Reiteración de 
jurisprudencia el derecho al agua 
potable para el consumo humano 
es fundamental y su afectación 
vulnera otros derechos 
 
T- 270 de 2007, T- 717 de 2010, 
T-279 de 2011, C-150 de 2003: 
no se puede suspender el 
servicio cuando se desconocen 
derechos constitucionales de 
sujetos especialmente protegidos. 
 
 
 
Decisión 
TUTELA los derechos fundamentales de la accionante y 
sus hijos 
ORDENA a la empresa Triple “A” S.A. E.S.P., reconecte el 
servicio público domiciliario de acueducto en la residencia 
de la accionante 
  
TERCERO.- ORDENAR a la empresa Triple “A” S.A. 
E.S.P., surta los trámites necesarios para llegar a un 
acuerdo de pago con Karen Viviana Prada Silvera, a fin de 
que pueda responder por su obligación contractual. En 
dicho acuerdo se estipularán plazos acordes con su 
situación económica, de manera que no se afecte su 
mínimo vital ni el de su núcleo familiar. 
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Sentencia: T-925 de 2012 Magistrado Ponente: Alexei Julio Estrada 
Aclaración de voto No Salvamento de voto No 
Tesis 
Acoge precedente  T-717 de 2010 sobre 
condiciones contra la facultad de 
suspensión del servicio y para ordenar 
la reconexión de mismo   
T- 546 de 2009 cambiar la forma de 
prestar el servicio 
Observaciones 
Considera el acuerdo de pago, esa obligación no 
puede poner en riesgo el derecho al mínimo vital.  
Antecedentes de la decisión 
T- 578 de 1992 es agua es un 
derecho fundamental en tanto 
afecte la vida de las personas, la 
salubridad y la salud  
 
Observación General No. 15 
  
T- 381 de 2009 Reiteración de 
jurisprudencia el derecho al agua 
potable para el consumo humano 
es fundamental y su afectación 
vulnera otros derechos 
 
T- 717 de 2010, C-150 de 2003: 
no se puede suspender el 
servicio cuando se desconocen 
derechos constitucionales de 
sujetos especialmente protegidos. 
 
 
 
Decisión 
TUTELA el derecho fundamental al consumo de agua 
potable 
ORDENA a la Empresas Públicas de Medellín, reconecte el 
servicio público domiciliario de acueducto en la residencia 
de la accionante, llegue a un acuerdo de pago y en caso de 
que el accionante manifieste y pruebe  no contar con los 
recursos económicos para sufragar la deuda, proceda a 
instalar un reductor de flujo que garantice por lo menos 
cincuenta (50) litros de agua por persona al día, en el 
inmueble en que habita con su familia. El costo de esta 
cantidad de líquido deberá ser asumido por el actor y, en 
todo caso para el cobro del suministro se deberá tener en 
cuenta su capacidad de pago. Debe abstenerse de 
suspender completamente el suministro de agua potable al 
accionante, de acuerdo con las consideraciones expuestas 
en la presente sentencia, aun en los casos de 
incumplimiento en el pago de sus servicios públicos. 
  
ORDENA a la Alcaldía Municipal de Medellín inicie el 
estudio correspondiente respecto a los requisitos 
establecidos en el Acuerdo No. 06 de 2011 del Concejo de 
Medellín, con el fin de que el actor y su núcleo familiar 
puedan ser beneficiarios del auspicio del servicio público 
domiciliario de acueducto y de alcantarillado, contemplado 
en el programa “Mínimo Vital de Agua Potable” del 
municipio de Medellín. 
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Sentencia: T-242 de 2013 Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva 
Aclaración de voto No Salvamento de voto No 
Tesis 
Acoge precedente  T-717 de 2010 sobre 
condiciones contra la facultad de 
suspensión del servicio y para ordenar 
la reconexión de mismo   
T- 546 de 2009 cambiar la forma de 
prestar el servicio  
Observaciones 
Considera el acuerdo de pago, esa obligación no 
puede poner en riesgo el derecho al mínimo vital. 
Revisión jurisprudencia: cuando no procede 
protección del derecho al agua por tutela 
Condiciona la  reconexión del caso de la ciudad de 
Medellín al cumplimiento del acuerdo de pago 
 
Antecedentes de la decisión 
Observación General No. 15 
 
T-616 de 2010 Reitera 
jurisprudencia conexidad 
  
T- 717 de 2010, C-150 de 2003: 
no se puede suspender el 
servicio cuando se desconocen 
derechos constitucionales de 
sujetos especialmente protegidos. 
 
T-546 de 2009  
 
T-928 de 2011 reconexión del 
servicio aún cuando hubo 
reconexión ilegal 
 
 
 
Decisión 
CONCEDE  el amparo pedido por María del Carmen Mejía 
Landinez, para proteger sus derechos fundamentales al 
agua potable, a la vida, la salud, a la integridad física y a 
una vida en condiciones dignas. 
 
ORDENA al Acueducto Metropolitano de Bucaramanga, 
reconecte el servicio público domiciliario de acueducto en el 
inmueble en el que reside la accionante. 
 
ORDENA al Acueducto Metropolitano de Bucaramanga, 
adelante los trámites necesarios para llegar a un acuerdo 
de pago con la actora acorde con la situación económica de 
la misma, de manera que no se afecte su mínimo vital ni el 
de su núcleo familiar y se tenga en cuenta su capacidad de 
pago actual.  
 
En caso de que la señora María del Carmen Mejía 
Landinez manifieste y pruebe  que no cuenta con los 
recursos económicos para sufragar la deuda, el Acueducto 
Metropolitano de Bucaramanga deberá proceder a instalar 
un reductor de flujo que garantice por lo menos 50 litros de 
agua por persona al día, en el inmueble que habita la 
misma y asumir el valor del mismo. Sin embargo, el costo 
de la cantidad de líquido suministrada deberá ser asumido 
por la actora y, en todo caso para su cobro se deberá tener 
en cuenta la capacidad de pago, de manera que se le 
brinde a la señora Bermúdez la posibilidad de pagar en 
cuotas flexibles o tenga otras alternativas, con el fin de 
garantizar el cumplimiento de las cuentas de facturación. 
 
ADVIERTE al Acueducto Metropolitano de Bucaramanga, 
que bajo ninguna circunstancia, incluyendo el 
incumplimiento de nuevos periodos de facturación, podrá 
suspender completamente el suministro de agua potable a 
la accionante, de acuerdo con las consideraciones 
expuestas en la presente sentencia. 
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CONCEDE  el amparo pedido por Tulia Londoño Holguín, 
para proteger sus derechos a la vida, a la integridad física, 
al agua potable y, los derechos de los niños. 
 
ORDENA a Empresas Públicas de Medellín, reconectar el 
servicio público de acueducto en la vivienda de la actora 
mediante la instalación de un reductor de flujo que 
garantice por lo menos 50 litros de agua por persona al día. 
El costo de la cantidad de líquido que se le suministre 
deberá ser asumido por la actora y, en todo caso para su 
cobro se deberá tener en cuenta la capacidad de pago, de 
manera que se le brinde a la señora Bermúdez la 
posibilidad de pagar en cuotas flexibles o tenga otras 
alternativas, con el fin de garantizar el cumplimiento de las 
cuentas de facturación. 
Esta orden deberá mantenerse mientras, la accionante 
adelante los trámites necesarios ante Intercobros o EPM, 
para llegar a un acuerdo de pago o a un sistema de 
financiación, a partir del cual no se afecte su mínimo vital, 
pero logre saldar la deuda que mantiene con la entidad 
demandada y, durante el tiempo que sea necesario para 
que esto efectivamente ocurra. 
 
SOLICITA a la Personería Municipal de Medellín y a la 
Defensoría del Pueblo Regional Antioquia a través del 
Defensor Regional de Medellín, que preste asesoría  a la 
actora en el proceso de búsqueda de la solución más 
adecuada, para sufragar la deuda que tiene con EPM, 
teniendo en cuenta que si llega a un acuerdo de pago con 
dicha empresa o con Intercobros, el mismo debe contar con 
plazos amplios y cuotas flexibles, considerando la 
verdadera capacidad de pago de la usuaria que es una 
persona de escasos recursos económicos, perteneciente a 
los estratos bajos de la población, de manera que se logren 
satisfacer las obligaciones de una y otra parte. De igual 
forma, deberá prestarle orientación para que eventualmente 
acceda al programa de mínimo vital de agua ofrecido por el 
Municipio de Medellín, si así lo desea.  
 
ADVERTIR a Empresas Públicas de Medellín que una vez 
se llegue a un acuerdo de pago con la accionante, y si el 
mismo no es incumplido, deberá reconectar 
inmediatamente el servicio a la vivienda de la misma. 
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Sentencia: T-348 de 2013 Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva 
Aclaración de voto No Salvamento de voto No 
Tesis 
Acoge precedente  T-717 de 2010 sobre 
condiciones contra la facultad de suspensión del 
servicio y para ordenar la reconexión de mismo   
 
Observaciones 
 
Antecedentes de la decisión 
Observación General No. 15 derecho al acceso de 
cantidades mínimas de agua 
 
 
T- 578 de 1992 y la jurisprudencia que reitera que: 
el servicio de acueducto es un derecho 
fundamental en tanto afecte la vida de las 
personas, la salubridad y la salud.  
 
T- 717 de 2010, C-150 de 2003: no se puede 
suspender el servicio cuando se desconocen 
derechos constitucionales de sujetos 
especialmente protegidos. 
 
T-928 de 2011 reconexión del servicio aún cuando 
hubo reconexión ilegal 
 
 
 
 
Decisión 
DECLARAR IMPROCEDENTE el amparo 
pedido por María Melba Quiguanas 
Valencia como agente oficiosa de Lucinda 
Valencia de Quiguanas, por haberse 
encontrado una carencia actual de objeto, 
de acuerdo con las consideraciones 
expuestas en la parte motiva de la 
presente sentencia. (Fallecimiento de la 
persona afectada) 
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Sentencia: T-864 de 2013 Magistrado Ponente: Alberto Rojas Rios 
Aclaración de voto No Salvamento de voto No 
Tesis 
Acoge precedente T-717 de 2010 sobre 
condiciones contra la facultad de suspensión del 
servicio y para ordenar la reconexión de mismo   
 
Observaciones 
La empresa suscribió acuerdo de pago con 
el accionante y reconectó el servicio de 
agua 
Antecedentes de la decisión 
T- 578 de 1992 y la jurisprudencia que 
reitera que: el servicio de acueducto es un 
derecho fundamental en tanto afecte la 
vida de las personas, la salubridad y la 
salud.  
 
Observación General No. 15 derecho al 
acceso de cantidades mínimas de agua 
 
T- 717 de 2010, C-150 de 2003: no se 
puede suspender el servicio cuando se 
desconocen derechos constitucionales de 
sujetos especialmente protegidos. 
 
 
 
 
 
Decisión 
CONCEDE el amparo de los derechos 
fundamentales al consumo humano del agua 
potable, la salud y la vida en condiciones dignas 
de los actores.  
 
ADVERTIR a la Empresa de Agua y Aseo del 
Pital y Agrado (Huila) S.A. E.S.P. que se 
abstenga de suspender completamente el 
suministro de agua potable a la ciudadana Myriam 
Escue Motta y su núcleo familiar, si estos no 
pueden cumplir con las obligaciones económicas 
para costear las cuotas del acuerdo de pago, o se 
presente alguna otra circunstancia que amerite la 
suspensión del servicio de acueducto. 
 
DECLARA la carencia actual de objeto por hecho 
superado en la presente acción de tutela. 
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Sentencia: T-573 de 2013 Magistrado Ponente: Alberto Rojas Rios 
Aclaración de voto No Salvamento de voto No 
Tesis 
Acoge precedente T-717 de 2010 sobre 
condiciones contra la facultad de suspensión del 
servicio y para ordenar la reconexión de mismo   
 
Observaciones 
 
Antecedentes de la decisión 
T- 578 de 1992 y la jurisprudencia que 
reitera que: el servicio de acueducto es un 
derecho fundamental en tanto afecte la 
vida de las personas, la salubridad y la 
salud.  
 
Observación General No. 15 derecho al 
acceso de cantidades mínimas de agua 
 
T- 717 de 2010, C-150 de 2003: no se 
puede suspender el servicio cuando se 
desconocen derechos constitucionales de 
sujetos especialmente protegidos. 
 
 
 
 
 
Decisión 
TUTELA el derecho fundamental al consumo 
de agua potable de Jorge Sergio Estrada 
Martínez, por los motivos expuestos en esta 
sentencia.  
 
ORDENAR al representante legal de Empresas 
Públicas de Medellín: 
 
i. adelante los trámites necesarios para llegar a un 
acuerdo de pago con el actor a fin de que éste 
pueda responder por su obligación contractual. En 
dicho acuerdo se estipularán plazos acordes con 
la situación económica del actor, de manera que 
no se afecte su mínimo vital ni el de su núcleo 
familiar y se tenga en cuenta su capacidad de 
pago actual. 
 
ii. reconecte el servicio público domiciliario de 
acueducto en el inmueble en el que residen el 
accionante Jorge Sergio Estrada Martínez y su 
grupo familiar. 
 
iii. Que en caso de que el accionante manifieste y 
pruebe  no contar con los recursos económicos 
para sufragar la deuda, proceda a instalar un 
reductor de flujo que garantice por lo menos 
cincuenta (50) litros de agua por persona al día, 
en el inmueble en que habita con su familia. El 
costo de esta cantidad de líquido deberá ser 
asumido por el actor y, en todo caso para el cobro 
del suministro se deberá tener en cuenta su 
capacidad de pago, de manera que se le brinde al 
actor la posibilidad de pagar en cuotas flexibles u 
otras alternativas, con el fin de garantizar el 
cumplimiento de las cuentas de facturación. 
 
iv. Que se abstenga de suspender completamente 
el suministro de agua potable al accionante, de 
acuerdo con las consideraciones expuestas en la 
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presente sentencia, aún en los casos de 
incumplimiento en el pago de sus servicios 
públicos. 
  
ORDENA a la Alcaldía Municipal de Medellín que 
en el término de cinco (05) días hábiles, contados 
a partir de la notificación esta sentencia, inicie el 
estudio correspondiente respecto a los requisitos 
establecidos en el Acuerdo No. 06 de 2011 del 
Concejo de Medellín, con el fin de que el actor y 
su núcleo familiar puedan ser beneficiarios del 
auspicio del servicio público domiciliario de 
acueducto y de alcantarillado, contemplado en el 
programa “Mínimo Vital de Agua Potable” del 
municipio de Medellín. 
 
  
 
C. Anexo: Nicho citacional 
 
Nicho 
citacional 
C-150/2003 T-717/2010 T-546/2009 T-270/2007 T-578/1992 T-381/2009 T-410/2003 T-380/1994 T-740/2011 T-881/2002 
S
e
n
te
n
c
ia
 c
it
a
d
a
 p
o
r:
 
T-614/2010 T-928/2011 T-614/2010 T-614/2010 T-614/2010 T-614/2010 T-740/2011 T-614/2010 T-928/2011 T-614/2010 
T-740/2011 T-471/2011 T-740/2011 T-740/2011 T-740/2011 T-740/2011 T-749/2012 T-740/2011 T-471/2011 T-928/2011 
T-928/2011 T-752/2011 T-928/2011 T-928/2011 T-725/2011 T-928/2011 T-925/2012 T-928/2011 T-749/2012 T-471/2011 
T-471/2011 T-496/2012 T-471/2011 T-752/2011 T-496/2012 T-752/2011 T-864/2013 T-471/2011 T-925/2012 T-725/2011 
T-752/2011 T-496/2012 T-752/2011 T-725/2011 T-749/2012 T-725/2011 T-348/2013 T-752/2011 T-242/2013 T-496/2012 
T-725/2011 T-749/2012 T-725/2011 T-496/2012 T-925/2012 T-496/2012 T-348/2013 T-725/2011 T-864/2013 T-348/2013 
T-749/2012 T-749/2012 T-925/2012 T-925/2012 T-242/2013 T-242/2013 T-717/2010 T-496/2012 T-348/2013 T-717/2010 
T-925/2012 T-925/2012 T-242/2013 T-242/2013 T-864/2013 T-348/2013 T-546/2009 T-348/2013 T-573/2013 T-546/2009 
T-242/2013 T-242/2013 T-864/2013 T-864/2013 T-348/2013 T-546/2009 T-573/2013 T-717/2010  
 
T-864/2013 T-864/2013 T-348/2013 T-348/2013 T-546/2009 
   
 
 
T-348/2013 T-348/2013 T-717/2010 T-717/2010 T-573/2013 
   
 
 
T-717/2010 T-179/2012 T-179/2013 T-546/2009  
   
 
 
T-546/2009 T-573/2013  
     
 
 
T-179/2011  
      
 
 
T-573/2013 
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